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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, de Educación, y la señora Jefa del Departamento de Educación Superior del Ministerio de Educación.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 54ª, especial, y 55ª, ordinaria, ambas en 3 de enero del año en curso. que no han sido observadas.

El acta de la sesión 56ª., ordinaria, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.


(Véase en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero informa que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos del deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12).



--Se toma conocimiento y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo hace presente la urgencia, en carácter de “discusión inmediata”, acerca del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (boletín Nº 2.815-05).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero hace presente la urgencia, en carácter de “suma”, tocante al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (boletín Nº 3.493-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto hace presente la urgencia, en carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en carácter de “simple”, acerca de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que regula el lobby  (boletín Nº 3.407-07), y


2) Proyecto que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero  (boletín Nº 3.626-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia que hizo presente respecto de la proposición para proveer una vacante de Ministro de la Corte Suprema (boletín Nº S 838-05).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual, en virtud de lo dispuesto en el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental, recaba el acuerdo del Senado para ausentarse del país el día 22 de enero próximo, a fin de asistir a la transmisión de mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia. 



Agrega que durante su ausencia será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual comunica que fue aceptada la renuncia del señor Eugenio Valenzuela Somarriva como Ministro de ese Tribunal, a contar del 1° de febrero del año en curso, y que, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 y de la disposición decimocuarta transitoria de la Carta Fundamental, corresponde designar a su reemplazante por el término que le resta para completar su período.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, por medio del cual informa que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 92, letra b), y la disposición decimocuarta transitoria de la Constitución Política de la República, en sesión de esta fecha acordó proponer al Senado al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios para que sea designado como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el objeto de llenar la vacante producida por la renuncia del Ministro señor Eugenio  Valenzuela Somarriva. (Véase en los Anexos, documento     1).


--Por acuerdo de los Comités, se eximirá del trámite de Comisión, y se tratará en la sesión de hoy, como si fuera de Fácil Despacho.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor García, en cuanto a la procedencia de que la Contraloría Regional de La Araucanía, una vez que haya instruido un sumario, modifique su decisión y determine que lo realice el Servicio afectado, y sobre el estado de investigación de las irregularidades a que alude el informe Nº 9/2005 de dicha Contraloría Regional.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, relativo a los gastos efectuados por dicha Secretaría de Estado y sus organismos dependientes, durante el año 2005, en campañas de publicidad o de difusión de políticas públicas.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Parra, acerca de la posibilidad de enviar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción sobre Colegios Profesionales -de la cual es autor- que fue declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Vásquez, sobre la participación de representantes de distintos credos en actos, ceremonias y eventos de carácter público-estatal que requieren asistencia religiosa.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante los cuales contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Espina, relativo a los gastos efectuados por dicha Secretaría de Estado y sus organismos dependientes, durante el año 2005, en campañas de publicidad o de difusión de políticas públicas. 



De la señora Ministra de Educación, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Stange, sobre la posibilidad de dotar de un gimnasio al Liceo Rural Las Quemas, de la comuna de Puerto Montt.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Stange, acerca de la forma en que la Secretaría de Estado a su cargo interpreta la normativa que permite regularizar títulos de dominio.



Del señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la participación que le corresponde a dicha Institución en los sumarios administrativos que realiza la Dirección General de Aeronáutica Civil.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre las políticas que aplica dicho Servicio para proteger los derechos y deberes de sus funcionarios.



Del señor Director del Trabajo, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a la fiscalización al Departamento de Educación de la Ilustre Municipalidad de Tierra Amarilla, para conocer el estado de pago de los descuentos realizados a las remuneraciones de sus dependientes.



De la Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, mediante el cual responde dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Espina, acerca del estado de tramitación de una postulación a los beneficios de la ley Nº 19.980. 



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Vásquez, relativo a la producción nacional de madera para reemplazar los durmientes de las líneas férreas ubicadas desde la Octava Región al sur del país.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor García, sobre las autorizaciones para la salida de vehículos estatales el día 11 de diciembre de 2005.



Del señor Gobernador Provincial de Cautín, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo a las autorizaciones para la salida de vehículos estatales el día 11 de diciembre de 2005.



Del señor Director de Vialidad de la Región del Biobío, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Ruiz-Esquide, sobre el estado de tramitación del proyecto para asfaltar el camino El Carmen-Trehualemu-Castañal, en la Octava Región.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, acerca de la situación que afecta a los integrantes del Comité Habitacional “El Sueño de Todos”, de la comuna de Curacautín. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004 (boletín Nº 3.908-10). (Véanse en los Anexos, documentos     2 y 3).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación de abogados integrantes de Cortes de Apelaciones (boletín Nº 2.950-07). (Véanse en los Anexos, documentos     4 y 5).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley Nº 19.950, a fin de establecer una pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionar como delito el hurto hormiga, cualquiera que fuere el valor de la cosa hurtada (boletines Nºs 3.867-07 y 3.931-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento     6).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley Nº 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (boletín Nº 4.009-13). (Véanse en los Anexos, documentos   7 y 8).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Romero, con la que inicia un proyecto de ley que permite al Senado conocer las calificaciones de los miembros del Poder Judicial, cuando ejerza la facultad contenida en el artículo 53, número 9), de la Constitución Política (boletín Nº 4.070.07). (Véase en los Anexos, documento    9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable señor García, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de establecer la existencia obligatoria en cada Cámara de una Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (boletín Nº 4.073-06). (Véase en los Anexos, documento     10).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Del Senador señor García, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el procedimiento que rige la Cuenta Pública del Contralor General de la República (boletín Nº 4.074-07). (Véase en los Anexos, documento     11).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente: 



1.- Suprimir la sesión ordinaria del 1º de marzo, reemplazándola por una extraordinaria que se celebrará el miércoles 8 del mismo mes. 



2.- Tratar en esta sesión, con informe oral, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto relativo a la Polla Chilena de Beneficencia.



3.- Eximir del trámite de Comisión -sin que ello siente precedente- y tratar hoy, como si fuera de Fácil Despacho, la proposición de la Honorable Cámara de Diputados sobre nombramiento de un miembro del Tribunal Constitucional.



4.- Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, la designación de tres integrantes del Consejo que Administra el Fondo Mixto de Apoyo Social. 



5.- Retirar de la tabla de hoy los proyectos signados con los números 4 y 5, es decir, el que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica y el relativo a protección de derechos de la infancia y de la adolescencia, respectivamente. 



6.- Tratar la iniciativa número 7, que consagra la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición, en segundo lugar del Orden del Día de esta sesión.



7.- Sacar de la tabla el proyecto número 9, sobre prevención de la contaminación electromagnética, y enviarlo a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que emita el informe correspondiente.



8) Pronunciarse a más tardar mañana -obviamente con el respectivo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores- respecto del permiso solicitado por Su Excelencia el Presidente de la República para ausentarse del país. 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿está claro que los proyectos que vuelven a la Comisión de Constitución son los relativos a seguridad ciudadana y a protección de la infancia, a los cuales deben introducírseles ciertas correcciones técnicas? 

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, señor Senador. 

El señor ESPINA.- Gracias. 

.ORDEN DEL DÍA

REEMPLAZO DE NÓMINA DE BENEFICIARIOS DE POLLA CHILENA

DE BENEFICENCIA Y DE LOTERÍA DE CONCEPCIÓN

Y NUEVA ASIGNACIÓN DE RECURSOS

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde tratar, de acuerdo con lo resuelto por los Comités, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia, con nuevo primer informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (2815-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 18 de junio de 2002.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Hacienda (nuevo), sesión 58ª, en 17 de enero de 2006.


Discusión:



Sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005 (vuelve a Comisión de Hacienda).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la nómina actual de beneficiarios de los recursos que administran la Polla Chilena de Beneficencia y la Lotería de Concepción, y la proporción en que se distribuyen los fondos entre diversas entidades. 



Cabe recordar que en sesión de 11 de octubre del año recién pasado la Sala remitió este proyecto a la Comisión de Hacienda para que emitiera un nuevo primer informe, acordando dicho organismo técnico, por la unanimidad de sus miembros presentes, devolverlo a la Sala en los mismos términos en que lo había despachado en el primer informe.



Corresponde precisar que la Comisión de Hacienda, en atención a que originalmente la normativa era de artículo único, la discutió en general y en particular a la vez, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento.



Dicho órgano técnico aprobó la idea de legislar sobre la materia por tres votos a favor (Honorables señores Boeninger, Foxley y Ominami) y dos abstenciones (Senadores señora Matthei y señor García).



En cuanto a la discusión en particular, se efectuaron diversas modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, debido a una indicación sustitutiva formulada por el Ejecutivo, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.



El texto de la iniciativa legal aprobada por dicho órgano técnico se consigna en la parte pertinente del nuevo primer informe que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, esta iniciativa exhibe una muy larga historia, la cual no pretendo reproducir esta tarde en el Senado.



Sólo quiero decir que esta normativa se halla en la Cámara Alta desde 2002, es decir, por más de tres años. Su tramitación resultó lenta, porque en su momento se plantearon dudas de constitucionalidad respecto de la moción que la originó y que fue aprobada por la Cámara de Diputados.



Finalmente, la Comisión de Hacienda la analizó y aprobó en los términos relatados por el señor Secretario, y fue discutida por la Sala en sesión de 11 de octubre de 2005.



En general, el proyecto cambia la lista de beneficiarios de la Polla Chilena de Beneficencia y de la Lotería de Concepción.



En lo fundamental, sustituye al Comité Nacional de Jardines Infantiles y Navidad, a la Fundación Septiembre, a la Corporación de Ayuda al Menor (CORDAM) y a la Fundación CEMA-Chile.



Las tres primeras instituciones serán reemplazadas porque, según ellas mismas declararon, se disolvieron producto de distintas circunstancias. Por ejemplo, la Fundación Septiembre lo hizo dado que se cumplieron los objetivos por los cuales había sido creada. En el caso de CEMA-Chile, no se informó de sus actividades a la Comisión, y se señala, conforme a artículos publicados en la prensa, que hoy está siendo objeto de investigación judicial.



La idea, señor Presidente, es redistribuir los recursos entre las instituciones beneficiarias que permanecen, y, a su vez, agregar a la lista la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez, que existe hace más de 25 años y que realiza una actividad muy meritoria en favor de niños con infancia difícil.



Lo que hace el proyecto, en el caso de la Polla Chilena de Beneficencia, es aumentar de 2,5 a 3 por ciento el porcentaje correspondiente al Banco Nacional de Sangre, que es administrado por el Fondo Nacional de Salud; de 2,5 a 6 por ciento el del Consejo de Defensa del Niño; de 10 a 12 por ciento el del Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad (CONAPRAN); de 10 a 12 por ciento el de la Corporación de Ayuda al Niño Limitado (COANIL); de 2 a 8 por ciento el de la Cruz Roja de Chile; de 15,5 a 20 por ciento el del Cuerpo de Bomberos de Chile; de 1 a 2 por ciento el de la Fundación de Instrucción Agrícola Adolfo Matthei; de 3 a 5 por ciento el de la Sociedad de Asistencia y Capacitación; de 6 a 10 por ciento el de la Sociedad Pro-Ayuda al Niño Lisiado; de 6 a 7 por ciento el del Voto Nacional O´Higgins, y le asigna un 15 por ciento a la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez.



Esto, en cuanto a la Polla Chilena de Beneficencia.



En el caso de la Lotería de Concepción, las modificaciones son más limitadas. Lo que se hace, a partir de la eliminación del aporte a la Fundación CEMA-Chile, es dividir el 3 por ciento que correspondía a ésta entre la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad (CONAPRAN) y la Corporación de Ayuda al Niño Limitado (COANIL), que aumentan de 3 a 4,5 por ciento los recursos percibidos.



Durante la discusión en la Sala, muchos Senadores manifestaron gran interés por incorporar dentro de los beneficiarios de la Polla Chilena a la Asociación de Guías y Scouts de Chile. Ésa fue la razón por la cual se resolvió reenviar el proyecto a la Comisión de Hacienda, para ver si era posible generar una nueva indicación que cumpliera con ese propósito.



Quiero informar que existe una solución para alcanzar el objetivo hecho presente por la Sala del Senado. Hay un compromiso, expresado a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, donde se informa que el aporte de esa Cartera a la Asociación de Guías y Scouts de Chile va a ser incrementado en 50 millones de pesos, con lo cual pasará de 45 millones el año 2005 a 95 millones el 2006. Esos 50 millones de pesos equivalen exactamente a lo que le habría correspondido a dicha Asociación si hubiese sido integrada a este proyecto en los términos en que lo está la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez.



De esa manera se consigue un doble propósito: normalizar la situación existente -tres de cuatro instituciones ya habían renunciado a estos recursos- y beneficiar, conforme lo solicitó la Sala, a la Asociación de Guías y Scouts de Chile, aunque no por la vía del proyecto en debate, sino por la de la subvención que directamente se otorga a través del Presupuesto Nacional.



En definitiva, señor Presidente, de la forma mencionada se cumplen los objetivos de este proyecto y se resuelve una situación que se viene arrastrando desde hace demasiado tiempo.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en alguna medida, el señor Presidente de la Comisión de Hacienda ya respondió el planteamiento que yo iba a hacer respecto de la Asociación de Guías y Scouts de Chile. Sin embargo, lo importante es saber si existe intención de mantener hacia el futuro el aumento por la vía presupuestaria. Porque, si fuera una de las entidades beneficiarias de la Polla o de la Lotería, tendría garantizados anualmente los mayores recursos.



Señalo lo anterior en atención a que el Senado acordó, con el asentimiento de todos los Comités, que organizaciones de tal naturaleza, por la acción que desarrollan, reciban los aportes que están planteando las otras peticionarias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, deseo dejar constancia en esta Sala de que no se han escuchado los planteamientos de CEMA-Chile. El argumento de que está siendo investigada por la justicia no es válido ni suficiente para quitarle el aporte estatal con que realiza su labor. 



Se ha tejido un montón de fábulas, de ideas que no han sido probadas ni son ciertas. En CEMA-Chile existe un control establecido por la ley, verificado por notario, por los inspectores pertinentes.



Quiero dejar constancia -y creo que esto es muy grave- de que no se ha escuchado como corresponde a la referida institución.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo la moción del Diputado señor Navarro en la lógica de mejorar y hacer más eficientes los aportes que se reciben por la vía en comento.



Escuché la exposición del señor Presidente de la Comisión de Hacienda. En lo medular, hay un ánimo de racionalización a partir de un conjunto de instituciones que desaparecen y deben ser reemplazadas. Estimo que eso va en la línea correcta. Pero la argumentación que le oí en el sentido de que a CEMA-Chile -entidad que funciona, al menos en mi Región- le sería retirado el aporte por hallarse bajo investigación, no me parece apropiada. Porque muchas instituciones se encuentran en tal situación. Y habrá muchas otras que, por la ley de la vida, serán investigadas.



Entonces, considerar dicho argumento para retirar un aporte no es acertado, a menos que haya una motivación política o de otra naturaleza. Pero si se quita por una razón como aquella, fijemos una norma transitoria donde se establezca que una institución no podrá recibir recursos si está siendo investigada judicialmente. Es otra forma de plantearlo.



Asumir tal lógica, desde el punto de vista conceptual, no me parece adecuado. Imaginen los señores Senadores lo que podría pasar en INDAP u otros entes si para retirar los aportes bastara la existencia de una investigación judicial.



Señor Presidente, pido una reflexión especial acerca de este punto. Porque, si tales fueran los argumentos, yo solicitaría votación separada al respecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Se hallan inscritos para intervenir los Senadores señores Boeninger y Ominami. Pero le recuerdo a la Sala que, tratándose de un proyecto de Fácil Despacho, deben concederse cinco minutos por lado. O sea, estamos excedidos en el tiempo.



Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de lo siguiente.



Este proyecto ha estado en discusión desde hace bastante tiempo. Había sido aprobado por la Comisión de Hacienda, pero la Sala lo devolvió a ella, no por el problema de CEMA-Chile, sino exclusivamente por la aspiración de los scouts de obtener una parte del aporte.



Entonces, debo aclarar al Honorable señor Coloma que la investigación judicial de que estaría siendo objeto aquella institución no tiene nada que ver con el retiro del aporte. El texto que se está proponiendo a la Sala fue aprobado en la Comisión por la unanimidad de los cuatro Senadores presentes. La propuesta de redistribuir los recursos de CEMA-Chile obedece a otras causales: una historia institucional bastante larga y -por decir lo menos- compleja, en términos de la forma en que ha perdurado a través del tiempo.



Por ello, solicito a la Sala que apruebe el proyecto tal como viene informado.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, debo hacer dos precisiones. 



En primer lugar, CEMA-Chile fue invitada a la Comisión para que pudiera dar cuenta de las actividades que desarrolla; pero, desgraciadamente, no concurrió.



En todo caso, como dijo el Senador señor Boeninger, el argumento básico es que esa Fundación había sido objeto también de otras transferencias, particularmente de un conjunto muy importante de bienes inmuebles, y que había instituciones que tenían más necesidad de los recursos que ella.



Yo hice presente el hecho de que CEMA-Chile estaba bajo investigación judicial como un elemento adicional. Empero, no es ésa la consideración fundamental que se tuvo a la vista al momento de discutir el proyecto.


 
En cuanto a la observación que hizo el Senador señor Horvath, quiero puntualizar que el oficio del Ministerio de Hacienda respecto del aumento de la contribución a Guías y Scouts de Chile no se refiere sólo al año 2006: se trata de un incremento anual de 50 millones de pesos, con lo cual se garantiza también el propósito de mejorar de manera significativa y permanente la subvención que el Estado le entrega a dicha Asociación.

El señor ROMERO (Presidente).- Están inscritas las Senadoras señoras Frei y Matthei. Luego de que hablen Sus Señorías cerraré el debate.



Tiene la palabra la Honorable señora Frei.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, ésta es una de las últimas veces que intervendré. Y no quiero quedarme callada, por cuanto se está tocando un tema que para mí es muy sensible.



CEMA-Chile -y siento que se haya centrado la discusión en este punto- nació como creación de mi madre, María Ruiz-Tagle de Frei. Y en esa época se llegó a un número muy importante de centros de madres, los cuales beneficiaron a una cantidad enorme de mujeres que pudieron acceder, no sólo a bienes para su casa, sino también al desarrollo personal, y sobre todo, a dignificarse.



Es muy significativo poder decirlo hoy, pues a través de CEMA-Chile se formaba a las mujeres para que dejaran de ser inválidas Y se les daba un estatus de representación, de personalidad y de fomento de su propia identidad. 



Por eso, lamento que, en este punto, debamos discutir si los recursos fueron bien o mal usados. 



Yo sólo quiero dejar constancia de que CEMA-Chile fue un tremendo proyecto, que prestó gran apoyo a las mujeres. Y ojalá en los próximos cuatro años tengamos la posibilidad de acoger en la legislación todas las iniciativas que las ayuden en su desarrollo personal, en su valoración.



Recuerdo perfectamente que uno de los proyectos de mi madre fue el de arreglar la dentadura a las mujeres. ¡Era terrible ver cómo muchas de ellas se sentían disminuidas al tener que taparse la boca para sonreír!



Por lo tanto, lamento enormemente la discusión acerca de CEMA-Chile y, en especial, que se tienda un manto de duda sobre una institución que pudo haber seguido corrientes de pensamiento distintas, pero que en su origen y espíritu tuvo siempre como idea principal ayudar a las mujeres.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la primera vez que este proyecto se votó en la Comisión de Hacienda, yo me abstuve, porque al menos en mi Región CEMA-Chile funciona y sigue entregando conocimientos y prestando servicios a muchas mujeres que no tienen otra alternativa.



En Ovalle y Río Hurtado he visitado varios centros de esa institución, constatando que la labor hecha allí es estupenda.



En Ovalle vi cómo enseñan a las mujeres a hacer alfarería diaguita, partiendo de la arcilla que sacan de los cerros; o sea, realizan el procedimiento completo. Es una obra maravillosa.



Y en Río Hurtado, comuna muy desperdigada, bastante extensa, de mucha pobreza, también trabajan extraordinariamente bien.



Sin embargo, dos aspectos me llevaron finalmente a aprobar el proyecto.



Primero, el hecho de que la gente de CEMA-Chile, aunque fue invitada a la Comisión de Hacienda, no asistió. Por lo tanto, no nos contaron qué están haciendo, qué piensan hacer, en qué gastan el dinero, etcétera. Me llamó mucho la atención que no hubieran concurrido. Creo que fue una decisión mala y lamentable.



En segundo lugar, recuerdo que, cuando discutimos acerca del dinero que se iba a dar al Museo Interactivo, alegué que no era admisible entregar subvención estatal a una corporación cuya presidencia tenía nombre y apellido. Más allá de que me gustara o no la persona, yo sentía que una corporación sin fines de lucro pero que recibe dineros del Estado no podía tener permanentemente un presidente con nombre y apellido. Y en esa ocasión se cambiaron los estatutos del Museo Interactivo y, asimismo, la presidencia.



En el caso de CEMA-Chile, en cambio, eso no ha sucedido. Y, en verdad, me parece complicado que el Estado dé dinero a una corporación que es de una persona.



Ésas son las razones de mi posición.



Entonces, deseo señalar con mucha firmeza que aprecio enormemente el trabajo que hace CEMA-Chile en mi Región. Como expresé, he visitado sus centros, los conozco y valoro su labor. Sin embargo, no la pudieron defender acá, pues sus representantes no concurrieron a la Comisión, pese a haber sido invitadas.



Y en seguida está el asunto de la presidencia, que a mí por lo menos, como persona, me complica.



Por eso voté favorablemente el proyecto en la Comisión.

El señor ROMERO (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos contra 8 y 7 abstenciones) y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular.


Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Boeninger, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Canessa, Cariola, Cordero, Martínez, Romero, Stange y Zurita.



Se abstuvieron los señores Cantero, Coloma, Espina, García, Orpis, Prokurica y Vega.
DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DE CONSEJO ADMINISTRADOR DE FONDO MIXTO DE APOYO SOCIAL

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República en orden a obtener el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Administrador del Fondo Mixto de Apoyo Social a la señora Margarita Errázuriz Ossa y a los señores Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
--Los antecedentes sobre la proposición (S 833-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 48ª, en 14 de diciembre de 2005.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 54ª, en 3 de enero de 2006.


Discusión:



Sesión 56ª, en 4 de enero de 2006 (se aplaza su discusión).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La relación sobre la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República se efectuó en la sesión de 4 del mes en curso.



Cabe recordar que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Cantero, Cariola y Larraín), acordó informar a la Sala que las personas propuestas reúnen las exigencias profesionales y de idoneidad establecidas para el desempeño de las funciones de que se trata.



La aprobación de la solicitud presidencial requiere el pronunciamiento favorable de dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 31 votos afirmativos.



Finalmente, es preciso señalar que, en la misma sesión de 4 de enero, el Comité Radical Social Demócrata pidió aplazar la consideración de esta materia.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente...

El señor ROMERO (Presidente).- Los Comités acordaron tratar este asunto como si fuera de Fácil Despacho.



Asimismo, se planteó a la Mesa la posibilidad de votar en conjunto la nómina propuesta por el Presidente de la República.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



--Se aprueba la solicitud completa, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 36 señores Senadores.
DESIGNACIÓN DE SEÑOR MARCELO VENEGAS PALACIOS 
COMO MINISTRO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre el oficio de la Honorable Cámara de Diputados, enviado con fecha de hoy, mediante el cual propone al Senado designar al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios como Ministro del Tribunal Constitucional, con el propósito de llenar la vacante producida por la renuncia del Ministro señor Eugenio Valenzuela Somarriva.

--Los antecedentes sobre la proposición  figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 58ª, en 17 de enero de 2006.

El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores…

El señor CANTERO.- Aprobémosla con el mismo quórum, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará con la votación registrada en las designaciones anteriores.



--Se aprueba la designación, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 36 señores Senadores.
)---------(
El señor ROMERO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que ingrese la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet.



--Se accede.

CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE
CALIDAD DE EDUCACIÓN SUPERIOR

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde seguir la discusión particular del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece  un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de educación superior, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3224-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Educación (segundo), sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Educación (complementario del segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.

Certificado de la Comisión de Educación, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.

Discusión:



Sesiones 13ª, en 20 de julio de 2004 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 21 de julio de 2004 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (vuelve a Comisión de Educación); 50ª, en 14 de diciembre de 2005 (queda para segunda discusión); 51ª y 52ª, en 20 y 21 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión particular); 53ª, en 21 de diciembre de 2005 (se aplaza su discusión particular); 55ª, en 3 de enero de 2006 (queda pendiente su discusión particular); 56ª, en 4 de enero de 2006 (se aplaza su discusión particular).
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Sala debe pronunciarse sobre el artículo 41, que pasa a ser 42.


La Comisión sugiere agregar, entre las palabras "postgrado" y "tendrá", la siguiente frase: "correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación".



Respecto de esta norma, fueron aprobadas con enmiendas las indicaciones números 645 (3 votos) y 646 (4 votos), como asimismo la indicación N° 648 (4 votos). Pero, sin perjuicio de la unanimidad registrada, ella debe ser votada, porque el Honorable señor Larraín solicitó votación separada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Insiste en su solicitud, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que el inciso segundo, por aplicación de acuerdos anteriores, se encuentra rechazado. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Efectivamente, señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, considerando que la norma para la cual se había solicitado votación separada se halla suprimida, se daría por aprobado el artículo 42 en sus incisos primero y tercero.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, pido que el Secretario lea el inciso que quedó eliminado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El inciso segundo del artículo 42 dice: "La acreditación de programas de postgrado será obligatoria.".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bien.

El señor MARTÍNEZ.- Eso queda suprimido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Está claro, señor Senador. El inciso segundo, leído por el señor Secretario y para el que se pidió votación separada, se eliminó en virtud de un acuerdo anterior relativo a la obligatoriedad de la acreditación.



Por lo tanto, los incisos primero y tercero se dan por aprobados.



Ha pedido la palabra la señora Ministra.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Señor Presidente, sólo deseo constatar si, en consecuencia, queda aprobado el inciso segundo despachado por la Cámara de Diputados y acordado en general por el Senado, que expresa: "La opción por la acreditación de programas de postgrado será voluntaria.".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Correcto.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Exactamente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para hacer la precisión.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señor Presidente, el inciso leído por la señora Ministra fue aprobado por el Senado en la discusión general. Luego, la Comisión de Educación, en su segundo informe y en el informe  complementario, propuso reemplazar dicha norma, lo que fue rechazado. Por tanto, queda vigente el texto aprobado en general.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así se entiende.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Y, por tanto, también queda aprobado en particular.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En efecto.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ¿realmente resulta adecuada una norma que diga que "La opción por la acreditación de programas será voluntaria"? Hablar de "opción" obviamente implica que debe ser voluntaria. Hay un problema de redacción y de lógica.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Opino igual que Su Señoría, pero...

El señor VIERA-GALLO.- El inciso debiera comenzar en "La acreditación".

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en efecto existe un error de redacción. La palabra "opción" no tiene sentido. Es la acreditación la que será voluntaria. 



Recordemos que la Sala se pronunció expresamente entre la obligatoriedad y la voluntariedad, y se inclinó por esta última. De manera que lo correcto es que el inciso parta hablando de "acreditación" y no de "opción".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, la redacción del inciso segundo del artículo 42 será la siguiente: "La acreditación de programas de postgrado será voluntaria.".



--Se aprueba por unanimidad.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En el inciso primero del artículo 43 -que pasa a ser 44-, la Comisión de Educación propone sustituir la expresión "postgrado" por "magíster", y reemplazar el punto final por un punto seguido para agregar la oración: "En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.".



Respecto de estas modificaciones, aprobadas por unanimidad en la Comisión de Educación, el Senador señor Larraín pidió votación separada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que queremos objetar, fundamentalmente, es el agregado que plantea el órgano especializado, el cual autoriza a la Comisión que se crea para realizar la acreditación cuando no existan agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster. Esto no nos parece conveniente, por las razones que ya hemos mencionado en varias ocasiones. 



Por ello, nos oponemos a la segunda oración del primer inciso de este artículo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, cuando analizamos las facultades expresas de la Comisión, se rechazó incluir esta materia. Pero eso no significa que no se pueda incluir al legislar sobre la acreditación de los postgrados, en este caso, de los magísteres.



 Lo que ocurre -y en esto quisiera hacer reflexionar al Senador señor Larraín- es que la regla general establecida en el artículo 44 es que la acreditación de programas de magíster será efectuada por agencias acreditadoras nacionales, extranjeras o internacionales. Sin embargo, en la eventualidad de que no existiera ninguna de éstas para un determinado programa, la normativa quedaría con un vacío si la Comisión no estuviera autorizada para realizar la acreditación. De manera que, si se rechazara la intervención de esta entidad, que más bien sería subsidiaria, no quedaría nadie para llevar a cabo dicha función. O sea, aunque la institución interesada quisiera, voluntariamente, acreditar un programa, no tendría ningún mecanismo para hacerlo.



Por eso, solicito a la Sala que apruebe esta facultad de la Comisión, que sería excepcional y no habitual -de hecho, no quedó como tal en el artículo pertinente-, pues resulta indispensable para el caso de que no exista ninguna agencia acreditadora para un determinado programa de magíster. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tengo la impresión de que el debate acerca de esta materia ya se hizo. Pero, si los señores Senadores desean referirse a ella, no lo puedo impedir.



Según entiendo, existe acuerdo sobre la primera oración del artículo. Sólo habría que someter a votación la segunda, que es a la cual se han referido los Senadores señores Boeninger y Larraín.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega, y luego, los Senadores señores Muñoz Barra y Vásquez.

El señor VEGA.- Señor Presidente, en verdad, la segunda parte de la norma aborda una situación bastante especial -si es que se da-, como sería la de que determinada especialidad no figurara en las listas de las agencias acreditadoras. En tal caso, el problema no afectaría a la Comisión, sino a la institución que requiere la acreditación.




Por lo tanto, la única entidad afectada por este hecho -se trataría de un posgrado sobre un área muy inusual- sería la propia institución y no la Comisión. Resultaría bastante raro que ésta pudiera acreditar una especialidad no reconocida entre las más de 3 mil que existen.



En consecuencia, tal como se halla redactado, el agregado estaría absolutamente de más.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, en una oportunidad anterior el Senado se inclinó por la acreditación voluntaria, que por regla general la llevarían a cabo las agencias. Lo que se propone aquí es que la institución que no tenga ninguna entidad acreditadora pueda recurrir en forma directa a la Comisión para tal efecto.



Considero que, dentro del espíritu de voluntariedad del proceso de acreditación aprobado por esta Corporación, dicha posibilidad resulta de toda lógica. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, tal como acaba de decir la señora Armanet, la acreditación será voluntaria, lo cual otorga bastante flexibilidad al sistema. En ese sentido, parece razonable que la Comisión pueda acreditar en el caso de que no existan las agencias correspondientes.



Algunas posiciones planteadas aquí fueron acogidas tanto por el órgano técnico como por el Ejecutivo. La participación de la Comisión Nacional en esta materia realmente es fundamental para concretar seriamente los objetivos del proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez y, luego, el Senador señor Larraín. Después votaremos.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me sorprende la observación hecha por el Honorable señor Larraín, atendido lo que establece el número 21º del artículo 19 de la Constitución: “El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional”.



Se está pretendiendo que la Comisión no tenga la facultad de acreditar a la institución que lo necesita, lo que se contradice -tal como señalé respecto de otra disposición- con lo que  tradicionalmente se habla del derecho a desarrollar en forma libre una actividad económica. 



Por ello, pienso que la norma está bien redactada, porque se trata de un acto voluntario y porque, si la institución lo requiere, debiera haber una alternativa de acreditación a la cual recurrir.



En consecuencia, me parece que se debe votar a favor de la segunda oración del artículo 44.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta materia nada tiene que ver con lo que acaba de señalar el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. 



La norma dice que, en caso de que no existan agencias acreditadoras para determinado programa de magíster, la Comisión puede realizar la acreditación. Eso es lo que estamos objetando.



Ahora, si la interpretación de esta disposición es la que formuló la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet, en el sentido de que se puede solicitar a la Comisión que realice la acreditación cuando no haya agencias para hacerlo, yo la comparto. Pero no es lo que aquí se establece.



En ese caso, habría que modificar también el inciso segundo -y estaría dispuesto a hacerlo- para evitar repetir la discusión relativa al doctorado. Sugiero, por tanto, la siguiente redacción: “La acreditación de programas de postgrado será realizada” y dejar el resto de la primera oración tal como está. Y continuar en punto seguido: “En todo caso, si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.”.



Si ése es el espíritu de lo planteado por la señora Armanet -que comparto-, podemos llegar a un acuerdo para resolver el artículo 44 en la forma que he sugerido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo unánime para realizar la sustitución propuesta por el Senador señor Larraín?

El señor BOENINGER.- De acuerdo.

El señor PARRA.- No, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay unanimidad, pondré en votación el artículo 44. 



Entiendo que no hay objeción respecto de la primera parte que termina en “Título III”.

El señor LARRAÍN.- ¿No hubo unanimidad, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador. La pedí, pero no fue concedida. 



Si no hay oposición, queda aprobada la primera parte del artículo 44.



--Se aprueba.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica la segunda oración.



Votar que sí es estar a favor del agregado que sugiere la Comisión, y votar que no es rechazar su inclusión.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 16 votos a favor y 16 en contra.



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Aburto, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica, Stange, Vega y Zurita.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como hubo empate, se debe repetir la votación.

El señor LARRAÍN.- ¡Debiera rechazarse la norma!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador. Se repite la votación y, si el empate persiste, se dará por rechazada la disposición.

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?



Estoy pareado con el Honorable señor Coloma, así que se debe borrar mi voto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien. 



Pero el empate continúa, porque, según me informan colegas de la Oposición, el Senador señor Cariola también votó estando pareado. 



Por tanto, se repite la votación.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, antes de ello, deseo insistir en la fórmula que propuse antes. Pido la unanimidad, porque de esa forma se resuelve la materia a satisfacción del Ministerio y de la gran mayoría de los Senadores.



Por lo tanto, solicito al Honorable colega que no estuvo de acuerdo con mi propuesta que retire su oposición.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, recabo el asentimiento unánime de la Sala para anular la votación anterior, a fin de aprobar la frase final acordada.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La redacción del artículo 44 sería la siguiente:
“La acreditación de programas de magíster” -esto ya está aprobado- “será realizada por instituciones”…

El señor LARRAÍN.- Debe decir “programas de postgrado”.

El señor HOFFMANN (Secretario).- No. La Comisión propuso reemplazar la expresión “postgrado” por “magíster”.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la proposición es fusionar los incisos primero y  segundo del artículo 44 de la siguiente manera: “La acreditación de programas de postgrado” -así incluimos magíster y doctorado- “será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.”. Esto también lo planteó la señora Armanet y estuvimos de acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, solicito la unanimidad de la Sala para dejar sin efecto lo que se había acordado en relación con el primer inciso del artículo 44, a fin de aprobar el texto que acaba de leer el Senador señor Larraín.



--Así se acuerda.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Enseguida, el inciso segundo del artículo 44, que dice: “Por su parte, la acreditación de programas de doctorado será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación contemplada en el Capítulo II del Título I de esta ley.”, fue aprobado por tres votos a favor (Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra) y dos en contra (Senadores señores Arancibia y Vega).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación.

El señor LARRAÍN.- Ya está aprobado, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Se aprobó?

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo planteé la fusión de los incisos primero y segundo. Por eso, cambiamos “magíster” por “postgrado”. Ahí quedó subsumido lo que señalaba el primer inciso, referido al magíster, y el segundo, relativo al doctorado.



Me parece que así lo entendió la Sala.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.



Entonces, el inciso primero del artículo 44 quedó aprobado como fue leído por el Senador señor Larraín: con la enmienda señalada en la primera oración y el agregado, en la segunda, de que, si la institución lo prefiere, la Comisión puede realizar la acreditación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, la Comisión propone agregar el siguiente inciso quinto, nuevo, al artículo 44: “Por su parte, la acreditación de programas de doctorado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.”.



Esta norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión, pero el Honorable señor Larraín solicitó votarla separadamente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si la acreditación es voluntaria, no sé qué sentido tiene establecer estos plazos. Y, fundamentalmente, en el caso del doctorado me parece que ello no se justifica. 



Por eso hemos solicitado revisar esta modificación.

El señor PARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, la acreditación, como está establecida en todos los casos, tanto para el pregrado como para el posgrado, se otorga por un período determinado. El carácter voluntario no afecta en nada el hecho de que la acreditación tenga vigencia por el tiempo que determina la Comisión Nacional. En el caso de los programas de doctorado, 10 años es un plazo bastante amplio, el más extenso que contempla la ley.



Es evidente que al cabo de ese lapso las circunstancias pueden haber variado. Establecida la voluntariedad, la institución que imparte el programa de doctorado será libre para optar o no optar por una nueva acreditación. Pero una de carácter permanente, indefinida en el tiempo, no es defendible respecto de ninguna actividad, y no lo es particularmente en el caso de los programas de doctorado, que no sólo otorgan formación científica, sino que comúnmente están asociadas a los procesos científicos más avanzados, en la frontera de la ciencia, lo que, felizmente, se va extendiendo de manera permanente en nuestro tiempo.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, retiramos la petición de votación separada, para que la norma se apruebe.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se acogerá la proposición formulada por la unanimidad de la Comisión.



--Se aprueba el inciso quinto, nuevo, del artículo 43, que pasa a ser 44.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Quisiera consultar al Senador señor Larraín si también retira su solicitud para votar el inciso sexto, nuevo, del mismo artículo.

El señor LARRAÍN.- No.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Comisión de Educación propone agregar dicha norma, que expresa lo siguiente:



“Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de doctorado, presentar un recurso de reposición ante la Comisión, dentro del plazo de 30 días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. La Comisión resolverá en un plazo de 30 días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo fundado de la mayoría de sus miembros, previo informe de un Comité asesor de postgrado.”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que ya hay un acuerdo respecto de la forma como se efectúan las apelaciones de las decisiones de la Comisión. Pido que ese mismo criterio se aplique en el caso que nos ocupa, para lo cual sólo se debe hacer extensiva la redacción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, conforme a lo que se aprobó en un artículo anterior, en una situación similar contemplada por la iniciativa, se podría concluir que siempre existe el recurso de reposición ante la Comisión, pero que debe mediar una segunda instancia. Y a pesar de que muchos de nosotros no tenemos una opinión muy favorable respecto de que ello le competa al Consejo Superior de Educación, lo aceptamos. Y me parece que es algo que también debiera ser aplicable a esta norma.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, lo expuesto por el Senador señor Larraín corresponde exactamente a lo ocurrido en la Sala. En consecuencia, debe seguirse el criterio ya adoptado en una ocasión anterior.



En esa oportunidad hice constar mi abstención, por las razones que expresé; y en esta ocasión quiero que igualmente quede registrada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo conveniente aceptar lo que han estado planteando algunos señores Senadores, porque la disposición en análisis no contempla la apelación respecto de los pronunciamientos sobre la solicitud de acreditación de un programa de doctorado. Y ahora se sugiere, entonces, la apelación al Consejo Superior de Educación. Así, efectivamente, se conversó y acordó en la Comisión.



En consecuencia, invito a aceptar lo que se señala y a seguir avanzando en el proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Estaríamos de acuerdo, por lo tanto, en eliminar en este inciso -como se hizo en una norma anterior- la referencia a la presentación de la reposición ante la Comisión, sin perjuicio del recurso ante el Consejo Superior de Educación.

El señor LARRAÍN.- Se entiende sustituido el texto por la redacción a que se ha hecho referencia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es decir, por aquella que determina el mecanismo de la apelación.



--Así se acuerda.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Respecto del artículo 48, la Comisión de Educación recomienda reemplazar el punto final (.) por una coma (,) y agregar la siguiente frase: “, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios y directivos, a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.



Ello fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y dos en contra, de los Senadores señores Arancibia y Vega.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, fui autor de la indicación que dio origen a lo que se propone. Y el párrafo en que se inserta la norma es el que tiene que ver con el sistema de información pública, que, felizmente, pasa ahora a instituirse y a oficializarse.



Los antecedentes que se sugiere requerir a las instituciones, en cuanto a su naturaleza jurídica, socios y directivos, situación patrimonial y financiera y balance auditado, son absolutamente relevantes. No cabe duda de que ayudan a elegir bien y, además, a que la gente sepa qué hay detrás de cada entidad de educación superior.



El Senado ha desplegado una preocupación sostenida en los últimos años para dar el máximo de transparencia a todas las actividades en el país. Y, evidentemente, aquella que efectúan tales instituciones deben estar sometidas al mismo criterio.



Una muy destacada periodista en el ámbito nacional, doña María Olivia Mönckeberg, quien ha brillado por sus trabajos en el campo del periodismo investigativo, acaba de publicar un libro bastante extenso sobre las universidades chilenas. Y ha debido realizar un esfuerzo enorme -porque los antecedentes no están en el Ministerio de Educación ni se encuentran a disposición de quien quiera consultarlos- para dedicar unas páginas a un “quién es quién” en el mundo universitario, las cuales han resultado sorprendentes, en muchos casos, y desde luego, altamente ilustrativas.



El que la situación patrimonial y financiera de un plantel resulta un dato importante para los estudiantes es algo que creo que difícilmente puede discutirse. Desgraciadamente, más de una vez, instituciones de educación superior -no sólo universidades- han entrado en crisis por una razón vinculada con ese aspecto. Y quienes se habían matriculado en ellas no sólo han vivido sobresaltos, sino que también, en muchas ocasiones, han debido ser reubicados en otras entidades, mediante soluciones de emergencia.



Estimo que la demanda de transparencia debe abarcar todas las actividades relevantes; y no me cabe duda de que la educación superior está entre las de mayor importancia. Y, por la misma razón, abogo por la aprobación de la norma propuesta por la Comisión de Educación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero formular una consulta al Honorable señor Parra.



Cuando se menciona la información “relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios y directivos, a su situación patrimonial y financiera”, entiendo que se trata de la situación patrimonial y financiera de la entidad, no de los socios y directivos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Por cierto, señor Presidente, se alude a la institución.



La referencia a la naturaleza jurídica de ésta obedece a que la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza exige a las universidades tener el carácter de una corporación. Pero los institutos profesionales y los centros de formación técnica pueden organizarse perfectamente bien de cualquiera de las otras maneras que conoce nuestra legislación común.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

El señor VIERA-GALLO.- Excúseme, señor Presidente, pero quisiera terminar.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Sólo quiero decir que, conforme a lo explicado por el Senador señor Parra, la norma es obvia y lógica.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, cuando un alumno se matricula en primer año en una universidad, lo que pretende, obviamente, es terminar su carrera en ésta. Por lo tanto, creo que tiene derecho a saber en qué condiciones financieras ella se encuentra.



Si la entidad está perdiendo mucho dinero; si se halla con un balance en rojo; si tiene poco capital, lo más probable es que en la mitad de la carrera enfrente problemas graves. Y esto ha sucedido en el pasado.



Espero que lo propuesto se aplique también a las universidades estatales. Porque lo mismo ha ocurrido, por ejemplo, con la Universidad de Santiago, que en algún momento fue de calidad, con buenos profesores, con buenas aulas, con todo bueno. Sin embargo, ha registrado una gestión desastrosa. Ha incurrido en una cantidad de deudas impresionante –varios profesores han conversado conmigo- y se ha echado a mucha gente: docentes, investigadores, etcétera. 



Por lo tanto, eso también debe estar en conocimiento de los alumnos. Porque si alguien se matricula en una universidad suponiendo que ella cuenta con una determinada planta de profesores y al poco tiempo se entera de que los mejores han sido despedidos para tratar de economizar debido a la pésima gestión del plantel, creo que eso de alguna manera constituye también un fraude en contra del estudiante.



Por lo anterior, me manifiesto a favor de la norma y sólo pido que sea aplicada a todos por igual.



Gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, quiero expresar, primero, que concuerdo con la argumentación de la Senadora señora Matthei en cuanto a que al estudiante le asiste el derecho de saber cuál es la estabilidad que presenta la institución que escogió.



Segundo, el artículo 48 se refiere a “las instituciones de educación superior”, sin ningún distingo; vale decir, las considera a todas. Así que el deseo de mi Honorable colega se encuentra contemplado explícitamente.



Por último, debo hacer presente que la norma en cuestión corresponde a una deducción lógica de lo ya aprobado respecto del artículo 47, el cual, al referirse al Sistema Nacional de Información, señala que éste deberá apuntar a “la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior”. En consecuencia, la disposición que nos ocupa no hace más que dar forma a esa exigencia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo que hay concordancia en todos los sectores acerca de lo oportuno de esta norma. No vale la pena recordar la cantidad de estafas que han afectado a estudiantes que ingresan a institutos de educación superior y que, llegado el momento de establecer responsabilidades, se encuentran con que los administradores ni siquiera son dueños de una silla, de una mesa o de un pizarrón, los cuales han sido traspasados a otros organismos. Hay una larga historia en ese sentido.



Coincido con lo planteado por la Honorable señora Matthei -lo que, felizmente, fue aclarado por el Senador señor Boeninger- en cuanto a que la norma debe ser buena para uno y otro lado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ya se ha inscrito a todos los que han pedido la palabra.



Primero intervendrá la señora Ministra, quien tiene preferencia.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Sólo deseo destacar, señor Presidente, que ya se cuenta con una ley de la República -en su estudio participó esta Corporación- que comprende facultades para que las universidades estatales entreguen toda la información necesaria, lo cual condice con las exigencias para las sociedades anónimas.



Por consiguiente, la preocupación de la Senadora señora Matthei está claramente cubierta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, considero que los principios de publicidad y transparencia que aprobamos en la Constitución obligan a las entidades públicas y a las que prestan servicios públicos, como las instituciones de educación superior, a proporcionar toda la información. De manera que, en principio, también estoy de acuerdo con aprobar la norma en debate.



Quizás, el texto adolece de falta de precisión en determinados aspectos, los cuales ya se han ido aclarando. Desde luego, no se distingue en el tipo de educación superior. Es algo que se encontraba entendido y que y es bueno subrayar.



En seguida, tratándose de la naturaleza jurídica de la institución, lo que concluyo que se solicita –y lo ha ratificado el autor de la indicación- es que sea explicitada: si es una corporación, una sociedad de responsabilidad limitada, en fin.



La expresión “socios y directivos” no necesariamente es feliz en lo que dice relación a determinado tipo de instituciones, porque, a modo de ejemplo, las universidades estatales no tienen socio, como tampoco la Universidad Católica. En consecuencia, el vocablo debe estimarse referido al propietario. Si el titular de la institución es el Estado, el término debe tomarse en esa acepción. Vale decir, la norma no es muy precisa sobre el particular.



De lo que se trata, simplemente -y me parece que así debería entenderse para la historia fidedigna de la ley-, es de la individualización de los socios, propietarios, directivos y titulares, en lo cual también debe incorporarse al Estado.



Además, me parece muy importante precisar que, cuando se alude “a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado”, la disposición apunta a las instituciones de educación superior y no a los socios, fundadores, directivos, etcétera. O sea, no es el caso de las personas naturales o jurídicas que pueden ser socios, sino simplemente de la entidad respecto de la cual se informe.



Con estas aclaraciones –ojalá sean compartidas por todo el Senado-, considero que el artículo se podría acoger. Y aunque ello no ocurriera, repito que la entidad a que se alude, en virtud de la aplicación de los principios de transparencia y publicidad, debería entregar igualmente la información. Por lo tanto, es mejor aprobarlo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa se permite sugerir -al parecer, sobre esto hay acuerdo, salvo en lo relativo a la interpretación- un cambio en el orden de las condiciones establecidas al final del inciso primero del artículo 48 y separarlas por puntos y comas, para dejar más clara la redacción. Vale decir, esa parte quedaría de la siguiente manera: “así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado; a sus socios y directivos”.

El señor LARRAÍN.- Yo pondría: “y a la individualización de sus socios y directivos”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Porque, efectivamente, la norma, tal como se encuentra redactada, permite dos interpretaciones.



El criterio del Senado, entonces, sería que la situación patrimonial y lo relativo al balance están referidos a la institución y no a lo socios ni a los directivos.

El señor BOENINGER.- De acuerdo. Pero sería bueno consignar lo atinente a la individualización.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, la verdad de las cosas es que la definición abstracta en la redacción me hizo votar por su rechazo.



Porque todos sabemos lo que finalmente significa la información pública y las tergiversaciones que pueden derivarse de ella, respecto de una universidad, su estabilidad y su futuro. A lo mejor, los problemas son muy menores, pero es posible que se multipliquen justamente por la competencia y por las deducciones que podrían sacarse de cosas tan básicas como las contenidas en forma desordenada en este artículo.



Por consiguiente, si se acepta el orden propuesto, no tengo inconveniente en cambiar mi voto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, estimo que el artículo 48 contempla claramente, en su fondo, todos los planteamientos que aquí se han formulado. Se refiere, por supuesto, a instituciones tanto públicas como privadas, con lo cual se satisface la inquietud que, con fundamento, manifestó la Senadora señora Matthei. 



Además, alude a unas y otras cuando menciona a sus asociados o directivos. Desde luego, las públicas no tienen asociados; las privadas, sí. Las primeras sólo cuentan con directivos. 



En consecuencia, la norma, en el fondo, se encuentra redactada con tal habilidad que permite ir resolviendo todos esos problemas.



Tal vez, la solución estaría -como bien lo planteó el señor Presidente- en que de alguna manera se demarque más una idea respecto de la otra poniéndoles puntos y comas, en lugar de comas. Me parece que ello podría arreglarlo la Secretaría por esa vía. Pero reitero que el artículo satisface en plenitud todas las dudas planteadas en la Sala.



Soy partidario de aprobar el texto en esos términos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, me asalta una duda de tipo constitucional, porque, en la forma como se han presentado los antecedentes respecto de esta disposición, se aprecia un cambio en la condición de una universidad privada que podría afectar la definición consignada en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



¿Por qué señalo que podría haber un problema relacionado con la Carta? Porque se exigiría una modificación en la definición de la empresa educacional –ella es tan noble como cualesquiera otras, de modo que el empleo de esa expresión no debe escandalizar, y todo depende de la finalidad, el manejo y el proyecto que exponga- y podría haber detrás un aspecto constitucional que no la haría operable. Si redefinimos a la universidad privada, como un ente privado –no me refiero a la pública-, no cabe olvidar que éste se encuentra sujeto a determinadas restricciones. Es cierto que deben aplicarse todos los controles pertinentes por las instituciones encargadas de hacerlo, pero no por ello podría dejar de plantearse la cuestión a que hago referencia.



Ése es el punto de vista que deseaba consignar, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa propone aprobar el artículo con las dos modificaciones indicadas, en el sentido de cambiar el orden y reemplazar por puntos y comas (;) las comas (,) que separan las frases. El texto propuesto para la última parte del artículo sería el siguiente: “a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado; y a la individualización de sus socios y directivos.”.



¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Perfecto.

El señor CORDERO.- Así es.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, hago reserva de constitucionalidad respecto de este artículo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor MARTÍNEZ.- En contra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el artículo 48 en los términos planteados, con el voto en contra del Senador señor Martínez.



Acordado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Enseguida, corresponde tratar la letra b) del artículo 50.



La Comisión de Educación propone reemplazar el término “duplicar” por “triplicar”, modificación aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra y los contrarios de los Honorables Senadores señores Arancibia y Vega.



Sin embargo, la Comisión de Hacienda volvió atrás y sugiere cambiar “triplicar” por “duplicar”, enmienda acordada por tres votos a favor de los Honorables señores Boeninger, García y Orpis y el voto en contra del Senador señor Ominami.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se pondrá en votación lo propuesto por la Comisión de Hacienda en la letra b) del artículo 50, que es “duplicar”.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Cómo?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Quienes votan que Sí, son partidarios de “duplicar”.

El señor MUÑOZ BARRA.- Pero la Comisión de Educación acordó cambiar “duplicar” por “triplicar”.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Pero la de Hacienda, señor Senador, propone “duplicar”.

El señor MUÑOZ BARRA.- Entonces vamos a pronunciarnos acerca del informe de la Comisión de Hacienda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se vota el último informe.



Quienes no estén de acuerdo con la Comisión de Hacienda, es decir, los que prefieren “triplicar”, votan “No”. Quienes concuerden con “duplicar”, votan “Sí”.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Hacienda respecto de la letra b) del artículo 50 (18 votos contra 6 y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero,  Cordero, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Núñez, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Parra, Silva y Vásquez.



No votó por estar pareado el Senador Cariola
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación corresponde tratar el artículo 53, que tiene rango de ley orgánica constitucional. Fue aprobado casi en su totalidad en forma unánime.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se tocarán los timbres. Si no existe quórum suficiente, se suspenderá la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La norma referida al número 11 del artículo 53 fue votada a favor por los Honorables señores Moreno y Parra y en contra por el Senador señor Arancibia; y la atinente a la indicación número 757, se aprobó con los votos de los Honorables señores Arancibia, Moreno y Vega, el contrario del Senador señor Muñoz Barra y la abstención del Honorable señor Parra. Estas disposiciones son las únicas respecto de las cuales hubo votación dividida. 



El resto del artículo fue aprobado íntegramente por unanimidad.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en mis registros figuran votaciones divididas en los números 6, 10, 13 y 26.



Son cuatro los puntos que nos interesa que se voten separadamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Su Señoría habría pedido votación separada respecto...

El señor LARRAÍN.- La información que tengo es que en esos cuatro números hubo votación dividida.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Efectivamente, señor Senador. Se ha solicitado también respecto del número 6.



Yo tenía anotadas solo tres; pero se irán comprobando en cada caso.

El señor MUÑOZ BARRA.-  El Honorable señor Larraín tiene razón en lo que dice.



Estamos viendo los números 6, 10, 13 y 26, que también modifican la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de continuar, quiero saber si hay quórum.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Se encuentran en la Sala 31 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, lo tenemos.



La Mesa propone que adoptemos acuerdo respecto del resto del artículo 53, del cual no se solicitó votación separada.



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 31 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde que nos pronunciemos acerca de las normas en que hubo votación dividida.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El texto del número 6 dice:



"6.-Reemplázase el inciso tercero del artículo 39 por el siguiente: 



"Las instituciones de educación superior que hayan obtenido su total autonomía y que en ejercicio de ella abrieren nuevas sedes deberán cumplir las exigencias que se señalan en los artículos siguientes y quedarán sometidas al licenciamiento en la misma forma que si se tratara de una nueva institución.".



Este número se aprobó por los Honorables señores Moreno y Parra, y votó en contra el Senador señor Arancibia.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sucede lo siguiente: en esta norma se establece una nueva exigencia de licenciamiento, que viene a sumarse a las ya existentes. Una institución nueva tiene que acreditarse o licenciarse para alcanzar la autonomía.



Hemos dispuesto que deberán acreditarse las carreras y las universidades. Es decir, habría tres procesos.



El precepto busca que la institución que abra una nueva sede tendrá que conseguir también su licenciamiento. A mi juicio, es un exceso. Bastaría con las exigencias ya vigentes. Debemos dejar que la autonomía de las universidades funcione. El control se dará a través de la acreditación de ellas y de sus carreras, el cual se va a realizar en las respectivas sedes.



En mi opinión, se trata de un control adicional innecesario.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, el artículo realmente tiene mucho sentido.



En diferentes ocasiones hemos analizado en la Sala la realidad de algunas universidades dentro del plano de la educación superior. 



Hace  un tiempo comentábamos que más de seis mil carreras se imparten en ese nivel. Hay aproximadamente 542 sedes universitarias;  y los señores Senadores presentes conocen muchas de ellas. En verdad algunas dejan bastante que desear: funcionan prácticamente en una casa corriente -muchas veces arrendada- que no reúne las condiciones ni características necesarias. Incluso más, ciertas sedes no terminan en forma normal y regular las carreras ofrecidas por ellas. 



Por lo tanto, debe crearse algún orden en tal sentido y terminar con la anarquía existente en la educación superior, que se imparte en alrededor de 52 universidades. Cada una de éstas –hablo tanto de las públicas como de las privadas; o sea no me estoy refiriendo a un solo sector- cuenta con nueve o diez sedes, como mínimo.



Evidentemente, ese “ofertón” de carreras ha determinado -de acuerdo con un estudio realizado hace dos años- que cerca de 50 mil jóvenes titulados, de entre 25 y 30 años,  no encuentren trabajo debido a la proliferación de carreras. De tal modo que la norma en debate no sólo es positiva para el sector privado universitario en el sentido de no engañar a las familias en sus perspectivas ni despilfarrar los recursos que invierten en sus hijos, sino también para el sector público, que en alguna medida entrega fondos importantes para la educación llamada "tradicional".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, este artículo es fruto del diagnóstico que muy bien ha hecho el Honorable señor Muñoz Barra. Pero el problema es saber si en el futuro esto va a seguir así o no. Porque si ahora hemos establecido un sistema de acreditación serio, lo normal sería que las universidades se comportaran no ya como fábricas para buscar ingresos para sus dueños, sino también que cumpliesen la función que esta iniciativa de ley establece.



Además, no me queda claro qué se entiende por "sede". Por ejemplo, la de la Universidad de Talca en Santiago, me parece bastante seria: imparte cursos y realiza actividades que considero absolutamente legítimos. 



Entonces, hay de todo. Algunos hechos pueden oler a negocio y otros obedecen a la legítima expansión de una universidad ya acreditada como autónoma. El problema radica en saber hasta dónde se debe regular. Si una universidad seria desea abrir una nueva sede –por ejemplo, la Universidad de Chile o la Federico Santa María-, por qué se lo vamos a impedir.



Tengo muchas dudas sobre la materia. Me parece lógico el artículo por el diagnóstico, pero se supone que esto va a cambiar.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en la misma línea de razonamiento del Honorable señor Viera-Gallo, creo que no debemos confundir dos procesos.



Uno es el licenciamiento, que le da autonomía a la universidad, y que, después de un período de examen, de análisis y de recolección de toda clase de antecedentes, le entrega un voto de confianza, para que pueda ampliarse.



Una cosa diferente es el proceso de acreditación. Éste tiene que ver precisamente -en eso coincido con el Senador señor Viera-Gallo- con el aseguramiento de la calidad. De manera que el hecho de que una universidad haya aprobado su licenciamiento no significa que escape del proceso de acreditación respecto de la sede u otra forma de expandirse.



Por eso, para no confundir estos dos planos, no considero pertinente la  disposición que se propone. No soy partidario –insisto- de mezclar la acreditación con el licenciamiento. La primera debe velar por que las sedes u otras formas de expansión –como las carreras nuevas dentro de un mismo plantel- tengan la calidad necesaria. Creo que eso las incentiva. La acreditación es suficiente para que prácticamente toda universidad –es lo que ha ocurrido en el hecho, aun antes de que la iniciativa en debate se apruebe- opte por la acreditación. Porque ésta va a  diferenciar en poco tiempo más lo que en opinión de la ciudadanía son universidades de primera y las que, por no acreditarse, pasarán a ser de segunda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, coincido plenamente con los argumentos de los Senadores señores Viera-Gallo y Boeninger, por lo cual no voy a insistir en ellos. Sin embargo, hay un tema que me preocupa y no sé bien como salvarlo.



Señalaba hace un rato que un alumno tiene derecho a saber cuál es la situación financiera de una universidad en la que se va inscribir, para no correr el riesgo de que ella deje de existir en la mitad de su carrera y pierda lo invertido. Porque hay planteles universitarios que abren sedes en distintas ciudades y después las cierran, dejando  a los estudiantes en el aire.



Por ejemplo, una universidad ofreció la carrera vespertina de Derecho en Ovalle. Prometió a los alumnos que ese horario se mantendría durante un lustro; sin embargo, al año les dijo que debían continuar sus estudios en La Serena y en jornadas diurnas.



Sus Señorías comprenderán que a una persona matriculada en un lugar en cursos vespertinos se le hace bastante difícil viajar a otro, y más aún en horarios diurnos.



En mi concepto, en tales casos debiera haber una especie de garantía. Creo que no tiene sentido irse por el lado del licenciamiento, porque éste no va a resolver el problema que señalo. La solución tendría que venir por la parte económica, y que se garantice al alumno que la sede en que se matriculó permanecerá por lo menos hasta que concluya su carrera; desde luego, en un plazo razonable, porque si demora diez años en terminarla, ya no es problema de la universidad.



No sé si el tema en cuestión está abordado en otra ley. De no ser así, podría resolverse perfectamente en otro cuerpo legal, a fin de no retrasar el despacho de éste, porque lo que se propone ahora no contribuye a la solución de algo complicado que, al parecer, no se ha abordado debidamente.



Por las razones expuestas, votaré en contra del inciso tercero que se propone en el número 6.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, como autor de la indicación que la Comisión sugiere como número 6, quiero invitar a mis distinguidos colegas a analizar el asunto con el máximo de objetividad.



El proceso de licenciamiento conduce a la obtención de la autonomía. En principio, ésta confiere a la institución un amplio abanico de derechos. Por desgracia, las entidades que han ido alcanzando la autonomía entendieron que ello, ante todo, las habilitaba  para abrir sedes a lo largo del país al margen de cualquier control. Algunas, en un período muy breve, al año inmediatamente siguiente a aquel en que la consiguieron, han creado múltiples filiales a través del territorio.



El hecho de que esa decisión sea de su exclusiva incumbencia y responsabilidad y el de que esté al margen de toda supervisión ha originado problemas como los señalados particularmente por el Senador señor Muñoz Barra y por la Honorable señora Matthei en su última intervención.



¿Qué hace que el proceso de licenciamiento conduzca a la autonomía? Simplemente, que el Consejo Superior de Educación verifique que la institución ha realizado su proyecto institucional y que, como consecuencia de su concreción, está  en condiciones de manejarse hacia el futuro sin el control o la tutela estatal inicial, a cargo de dicha institución.



Pero el licenciamiento, señores Senadores, está referido al proyecto institucional que entonces se presentó, y la autonomía da cuenta de que aquél puede ser sostenido y manejado por la institución en el tiempo. Evidentemente, no puede producirse un efecto extensivo -no es éste el espíritu de la ley en proyecto- y abarcar cualquier cosa que la institución resuelva hacer, en condiciones distintas, a partir de ese momento.



Si Sus Señorías examinan bien la norma, beneficia a las propias instituciones, aunque -¡claro!- aparece como un mecanismo más de control en la eventualidad de que decidan abrir nuevas sedes. Y debemos entender por “sedes”, los lugares en que imparten programas de pregrado o posgrado; donde realizan docencia en alguno de los niveles para los cuales se hallan habilitadas, no aquellos en los cuales puedan desarrollar accidentalmente, por ejemplo, programas de investigación.



¿Por qué afirmo que la disposición beneficia a las propias instituciones? Porque en caso de que hayan creado sedes y, en forma  voluntaria -como ocurre hoy día y ha quedado establecido también en este trámite de la iniciativa-, se sometan al proceso de acreditación, la evaluación abarcará el conjunto de sus actividades.



Así lo ha entendido la Comisión del Ministerio de Educación encargada de la acreditación. En mi propia casa de estudios superiores -la Universidad de Concepción-, la Facultad de Derecho, la segunda más antigua del país, fundada en 1865 y sólidamente asentada, enfrenta problemas en el proceso de acreditación, porque sus autoridades acordaron impartir también esa carrera en Chillán. Y, como están tratando de acreditarla, pensaron que el proceso recaería en la que se dicta en Concepción. Sin embargo, la Comisión está efectuando la evaluación de ambas. Una es novísima y se dicta en condiciones bastante diferentes de aquella que tiene la larga tradición histórica a que me he referido.



¿Qué va a ocurrir, en consecuencia, si no separamos el licenciamiento -exigible respecto de las nuevas sedes que abran las universidades- de la acreditación, que es voluntaria?: simplemente, que las instituciones optarán por mantenerse al margen del proceso de acreditación y, por tanto, la ley en proyecto dejará de producir los efectos que se buscan con su dictación.



Resulta indispensable que cuanto tenga que ver con la educación superior se efectúe con un grado de seriedad y responsabilidad muy alto, y que la autonomía que se otorgue no confiera derechos absolutos que se puedan asociar, sin más, al derecho de propiedad o a las libertades económicas que consagra la Constitución. Se trata de un campo en que, sin lugar a dudas, el bien común -así lo establece el mismo Texto Fundamental- exige tomar resguardo.



Por eso, me pareció necesario realizar esta separación. Creo que con ello no se detiene la creación de sedes, el desarrollo de la oferta en la educación superior, sino que se vela por que se lleven a cabo en debida forma y por que existan los controles que para ello establece la legislación.



Por lo tanto, pido aprobar esta disposición.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez. 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, en todas las interesantísimas intervenciones de los señores Senadores ha quedado la sombra, la visión de que la libertad de emprender, la libertad de crear de que tanto se habla hoy día, está siendo coartada cada vez más.



A la institución madre que ya se encuentra reconocida, que cuenta con autonomía, se le agregan nuevos controles. Y aquí surge algo muy delicado: la figura de las personas -porque alguien tiene que responder por la entidad- aparece siempre puesta en duda; se desconoce su sentido de responsabilidad.



¡Claro que ha habido casos de sedes que han causado dolor a quienes creyeron en ellas…! Se ha burlado la buena fe de la gente. Pero no por ello vamos a destruir un sistema que significa emprender, crecer. 



Se pretende añadir otros requisitos legales a algo que ya existe. Entonces, ¿el Estado finalmente es el dueño de todos nosotros…?



Quiero plantear este aspecto con la máxima seriedad. Y no intento crear un problema, sino transmitir inquietudes. 



Aquí se desconoce, por ejemplo, el efecto del prestigio de las universidades. Esos planteles son celosos de su prestigio. Y éste, que se encuentra unido a la excelencia académica -del todo necesaria, porque la competencia cada día es más fuerte y la gente posee mayor información e ilustración-, constituye en sí un incentivo para buscar la mejor docencia, el mejor producto humano. 



En consecuencia, me sorprende que durante toda la tramitación de la iniciativa haya estado siempre rondando la duda del Estado en la capacidad de los chilenos para emprender seriamente una actividad de tan alta importancia como la de la educación: se insiste en intervenir; se insiste en fijar nuevos requisitos; se insiste en interferir en el crecimiento de esta área.



Con tal predicamento, ¿por qué no se termina con el sistema y se entrega todo al Estado? Porque los privados podrían decir: “Arreglen ustedes el problema, ya que se duda de nosotros”. A mi juicio, eso es sumamente grave. 



Detrás de esto se trasunta una cuestión ideológica. La respeto, pero no es buena. ¿Cómo vamos a seguir creciendo si establecemos disposiciones que lo único que hacen es disminuir la iniciativa en este ámbito; frenar la creación de nuevas sedes? Se olvida que el acceso a la información es cada día más grande y se legisla para los casos mínimos; nunca para la mayoría de la población que lee, que se informa y juega bien sus cartas. Y si lo hiciéramos y algún precepto se prestara para algún engaño o fracaso, habría que consignar un mecanismo para determinar responsabilidades y sancionarlas. Pero, ¡por favor…! ¡Hasta cuándo imponemos reglas que coartan la libertad de emprender y de crear!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, mediante el proceso de acreditación institucional se verifica, precisamente, lo contemplado en el proyecto: que las nuevas sedes funcionen con los mismos criterios de calidad y excelencia de la casa matriz. En muchas de ellas esto no es así. Y voy a dar un solo ejemplo, para no ser odioso con algunas universidades.



Hay entidades de educación superior que han sido evaluadas positivamente por el Consejo Superior de Educación; pero la calidad de las sedes que han abierto dista mucho de ser igual, lo que constituye, incluso, un impedimento para que otras obtengan similar acreditación.



Por consiguiente, la norma propuesta es válida. Y debo recordar algo que tal vez moleste, asuste o se pueda interpretar de modo equivocado: la educación de nivel superior es sin fines de lucro. 



Creo que va a costar mucho no reconocer que un porcentaje importante de tales establecimientos se mueve según el concepto de fines de lucro. Yo no me opondría a esto si se tratara de una empresa común y corriente. Pero en ese nivel de la educación se juega con las cifras. Por ejemplo, un joven que hoy quiere ingresar a una carrera como Medicina, debe pagar un arancel de alrededor de 270 mil pesos mensuales. ¡Mensuales! O sea, estamos hablando de una carrera que cuesta de 15 a 20 millones de pesos, cifra que, indudablemente, no se halla cercana a ningún hogar de la clase media hacia abajo. ¡Para qué hablar de los trabajadores más modestos...!



Por eso, señor Presidente, es necesario incluir -como se señaló aquí- algún control. El proyecto no tiene carácter estatista ni el propósito de terminar, como se señaló, con la libertad de enseñanza. ¡No! Pero debe existir un ente que verifique que la calidad de la enseñanza de una sede es similar a la de la casa matriz a la cual pertenece. Lo contrario implicaría seguir engañando a muchas familias chilenas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor LARRAÍN.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Han pedido la palabra los Senadores señores Ruiz-Esquide y Vega, quienes, al igual que Su Señoría, tienen derecho a hacer uso de ella. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en el ánimo de acortar el discurso, quiero acoger toda la argumentación de los Senadores señores Muñoz Barra y Parra.



A mi juicio, el diagnóstico está hecho. Y nadie duda en esta Sala de que las sedes que abren diversas universidades son absolutamente distintas de la casa matriz. Es lógico que así sea. Evidentemente, no pueden ser del mismo nivel. 



El problema radica en que se ha exagerado demasiado la nota y muchos planteles han abierto sedes -por lo menos en la Región que yo represento, y creo que pasa lo mismo en otras- en diferentes lugares, pero de una calidad tal que, francamente, se rompe la buena fe. Porque los jóvenes chilenos creen estar estudiando bien y después ven que no tienen ninguna posibilidad, porque no poseen la capacidad para competir con los de otras sedes universitarias.



En ese sentido, creo que la norma en comento es perfectamente pertinente, adecuada y necesaria.



Por otra parte, hay otros elementos a los que deseo referirme. El primero, señalado aquí, es que se busca que la ley en proyecto tenga por efecto el mejoramiento de tales sedes. Eso podría ser así en el caso de que hubiera habido una experiencia mejor. Pero, de no mediar una norma como ésta, no creo que vaya a cambiar la manera de actuar de las universidades al abrir planteles sin ninguna calidad. Porque, dando vuelta el argumento, también es verdad que se ha tenido que legislar sobre el particular a raíz de la brutal falta de compromiso de las universidades con su misión, con lo que deben hacer como tales, con el respeto que han de tener por la educación. Porque no es igual que abrir una empresa cualquiera. Si esto mismo se argumentara en el área hospitalaria y se dijera que cualquier control es un exceso, yo digo que no lo es. Ambos temas están ligados a la esencia de lo que deben ser: algo que va más allá del simple fin de lucro de una empresa.



Por ello, no creo que ese argumento sea válido ni que las universidades vayan a actuar distinto si no aprobamos esta disposición.



También se ha sostenido que la norma constituye una forma de llegar a un control exagerado por parte del Estado, o que de algún modo se estaría prohibiendo o limitando la libre empresa.



Pienso que ése es un tema que, cuando se pone en discusión, obliga a un debate más serio. Pero, en un par de palabras, no creo -y es mi punto de vista- en la libertad absoluta que pueda tener una persona, ni que el mercado vaya a regular cuando se trata de educación o de salud.



Lo que estamos haciendo aquí es crear todo un entramado de acreditación, de licenciamiento, etcétera, en instituciones absolutamente descentralizadas del Estado. Por eso considero que carece de validez esa argumentación.



Asimismo, es necesario distinguir entre el derecho a emprender y el derecho a emprender cualquier cosa. A mi modo de ver, el bien común exige que en esta materia se transformen las regiones, las sedes, la fe pública, la situación de los jóvenes, de una manera distinta de la que algunos señores Senadores están planteando, como que esto fuera una coacción hacia la empresa privada. No lo es. El derecho a emprender es absolutamente respetado en este ámbito. Lo que sí creo que debemos aclarar es que lo pasado demuestra que necesitamos cambiar el sistema de control.



Reitero: cuando se dice que con esta ley en proyecto bastará, creo que no va a ser así. Porque, como digo, tratándose de las universidades, se supone que las manejan los mejores de la sociedad, la intelligentsia, por decirlo de algún modo; con la mayor bondad y la máxima sabiduría. Sin embargo, no ha sido así. Y no veo por qué van a actuar de otra manera si suprimimos el texto en comento.



Respecto de las aprensiones de un señor Senador en cuanto a que esto pudiera significar un entorpecimiento al desarrollo de los planteles de educación superior, deseo hacer dos consideraciones.  



En esta materia, pienso que hay algo lamentable pero cierto: la existencia de sedes inadecuadas en distintos lugares de Chile, especialmente de universidades privadas. Pero esta responsabilidad la han dejado de cumplir también las tradicionales. Ésa es la realidad objetiva y, por lo tanto, son responsables de ello. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Concluyo de inmediato, señor Presidente.



El segundo aspecto es que la experiencia nos demuestra que lo sucedido con esas sedes universitarias obliga a un control mínimo. Porque no han sido visionarias en ese sentido. Y era obvio que debía llegar a plantearse esta materia.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.-
Señor Presidente, sólo quiero decir que en este punto tan específico del licenciamiento debemos ser bastante flexibles. No podemos ni debemos olvidar que estamos tratando de salir del subdesarrollo y que de la noche a la mañana no es posible tener universidades y sedes de primer nivel, al estilo de Harvard.



 La acreditación de la calidad va a constituir un paso adelante, porque nos van a certificar en función de normas internacionales (las ISO y otras), y ésa va a ser una exigencia fundamental para las universidades.



Cuando una casa de estudios superiores posee autonomía, es obvio y natural que abra nuevas sedes, como sucedió con la Federico Santa María, por ejemplo, en Santiago, que es de primera calidad nacional. Por lo tanto, una buena institución de enseñanza normalmente tenderá a ello, porque tiene toda la experiencia del mundo. Las universidades más nuevas seguirán extendiéndose -conozco algunas en Temuco y Puerto Montt- y están haciendo los mejores esfuerzos económicos, técnicos e intelectuales para que también alcancen su nivel. 



No debe olvidarse que las universidades privadas han logrado un efecto realmente espectacular en Chile: de los 130 mil ó 140 mil universitarios que había a comienzos de los años 80, hoy día hay 600 mil. Es cierto que existen problemas de desarrollo económico, del modelo en aplicación, que impiden la absorción de los nuevos técnicos y profesionales. Sin embargo, estos miles de jóvenes provenientes de familias muchas veces modestas han logrado un nivel profesional o técnico que, por lo general, les permite ganar sueldos dos o tres veces superiores a los que perciben quienes carecen de especialización.



Estimo que, independiente de la calidad, que sabemos que está en desarrollo, que es incipiente, lo que les han entregado esas universidades a los jóvenes chilenos ha sido un tremendo beneficio.



Por lo tanto, yo sería bastante consecuente y flexible en este punto. Seamos conscientes de que dicho proceso está recién iniciándose. Démosles una oportunidad a las instituciones de educación superior, obviamente, con los controles que en la misma ley en proyecto se establecen, para que puedan seguir adelante en su particular desarrollo, porque será beneficioso para nuestras generaciones presentes y futuras.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Cerrado el debate. 



En votación electrónica el número 6 del artículo 53 aprobado por la Comisión de Educación. La norma es de quórum de ley orgánica constitucional. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Votar a favor significa acoger el criterio de la Comisión?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el Nº 6 que propuso la Comisión, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (13 votos a favor y 12 en contra).


Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Foxley, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Chadwick, Fernández, García, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis y Vega.

La señora MATTHEI.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- ¿Se requerían 27 votos?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, había 25 señores Senadores en la Sala. Entonces, no sé por qué se puso en votación el referido numeral. Yo me pronuncié en contra. Pero, en justicia, me parece que antes debió verificarse el número de Senadores presentes.



En consecuencia, solicito que se anule la votación.



Yo voy a seguir pronunciándome en contra. Probablemente, no se alcanzará el quórum de ley orgánica constitucional. Sin embargo, no estimo aceptable que, habiendo 25 Senadores en la Sala, se ponga en votación una norma para cuya aprobación se requieren 27  votos afirmativos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo que no resulta aceptable, Su Señoría, es que no exista asistencia suficiente. Nosotros contamos el número de Senadores presentes cuando iniciamos la votación, y había 27.



Ahora bien, se votó el numeral, con el resultado que todos conocemos, y ello significó su rechazo.



A continuación están los números 10, 13 y 26, que versan sobre una materia análoga.

El señor VÁSQUEZ.- ¿También son de quórum especial?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es.



Si le pareciera a la Sala, podríamos suspender su votación hasta mañana. La Mesa no tiene inconveniente.

El señor NARANJO.- ¡Pero si los vamos a aprobar con 27 votos!

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, denos al menos cinco minutos para traer a los Senadores que faltan. No soy de la idea de suspender el tratamiento de los preceptos pertinentes, pero sí de hacer un esfuerzo porque esté la mayor cantidad posible de colegas en la Sala.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Vamos a tocar los timbres con más fuerza.

La señora MATTHEI.- Con mayor insistencia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, tenemos tres votaciones referidas básicamente al mismo asunto: autorizar al Ministerio de Educación para que, cuando haya incumplimiento de normas, cierre carreras o sedes de universidades, de centros de formación técnica o de institutos profesionales.



Por tanto, propongo a la Sala hacer una sola discusión sobre los tres números y después votarlos en forma independiente.



Acordado.



En discusión los números 10, 13 y 26.



Tiene la palabra la señora Jefa de la División de Educación Superior.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza autoriza al Ministerio de Educación para cerrar una universidad, instituto profesional o centro de formación técnica cuando incurre en faltas gravísimas, como violar su propio estatuto o atentar contra el orden público.



Nosotros estamos solicitando -y la Comisión lo aprobó- que el Ministerio, en conocimiento de que alguna de esas causales concurre respecto de una sede o de una carrera, pueda cerrar una u otra sin afectar a la universidad entera.



Ése es el objetivo de la autorización que estamos pidiendo para el Ministerio de Educación en los referidos tres números del artículo 53.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la legislación en proyecto, cuyo despacho estamos concluyendo, establece un sistema de control precisamente para evitar que existan carreras, sedes o instituciones, en último término, que atenten contra el debido desarrollo de las actividades académicas.



En eso consiste al final el proceso de acreditación. Y, a pesar de que establecimos ésta con carácter voluntario -como lo es hoy-, se ha informado que prácticamente el cien por ciento de las instituciones se está acreditando. De manera que, en el espíritu de la libertad, se cumple el objetivo de la ley, incluso antes de su dictación, por la aplicación de normas transitorias de legislaciones anteriores.



Por consiguiente, cuando haya una institución, una carrera o una sede que no funcione, el sistema de acreditación va a sancionar esa circunstancia.



Distinto es entregar tal atribución al Ministerio de Educación. A estas alturas, lo considero peligroso. Porque esta Cartera ejerce la labor de determinar el nivel y funcionamiento de la institución para ver si cumple con sus fines; si realiza actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional; si incurre en infracciones graves con relación a sus propios estatutos, o si deja de otorgar títulos profesionales. Es decir, para ver si cumple sus funciones globales.



Ahí tiene sentido que dicha Secretaría de Estado cuente con esa atribución. No queremos quitársela. Pero no nos parece del caso agregarle la facultad de determinar el destino de una carrera o de una sede de una universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.



Existen miles de carreras y cientos de sedes, y se pretende entregar al Ministerio de Educación una obligación cuyo cumplimiento implicaría el desarrollo de una burocracia gigantesca, de un sistema de información y fiscalización enorme.



Yo me pregunto, entonces, para qué creamos el sistema de acreditación. ¡Si lo que hace éste es precisamente sancionar con la no acreditación el no funcionamiento de una institución, de una carrera o de una sede!



Insisto: agregar tal atribución adicional significaría otorgar al Ministerio referido un control absolutamente excesivo, exagerado e innecesario.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, tengo la impresión de que estas normas simplemente otorgan, dentro de las facultades que hoy día confiere la LOCE al Ministerio de Educación, la alternativa de una solución menos draconiana. Porque con la atribución que da esa ley para cerrar una institución completa, si existiera un problema de cierta envergadura con relación a una sede, esa Secretaría de Estado podría sentirse tentada a aplicar una solución en exceso drástica.



En consecuencia, al no haber una fórmula intermedia, soy partidario de mantener la norma tal como viene propuesta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo que estamos ante una situación de elemental lógica. Porque si la LOCE permite el cierre de una institución completa, resulta incomprensible que no se pueda suprimir una carrera.



Entonces, pienso que aquí, simplemente, se trata de armonizar algo de absoluta lógica y sentido práctico.



Por consiguiente, también anuncio mi voto favorable al artículo que propone la Comisión, porque no puede ser que lo más no permita lo menos.

)------------------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de continuar, quiero saludar a los alumnos, a las alumnas y a la directora de una escuela muy lejana, quienes se encuentran en las tribunas y nos visitan desde la isla Toto, en la Región de Aisén.



--(Aplausos en la Sala).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Nos da mucho placer que estén acá.



Bienvenidos al Congreso Nacional.



Cuando vuelvan a casa, denles a sus familias, a sus profesores y a sus conciudadanos los saludos de todos los Senadores.

)---------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, la objeción del Honorable señor Larraín puede tener fundamento respecto de las carreras, pero no de las sedes. Era lo que planteaba la Senadora señora Matthei.



Yo, por lo menos, creo que el Ministerio de Educación debería tener facultad para cerrar una sede si está funcionando mal, si se aparta de toda lógica en lo que concierne a su proyecto institucional.



Lo de las carreras resulta más discutible, porque en ese caso se puede lesionar la autonomía universitaria.



Tal vez podríamos llegar a una solución -no sé si para el Ministerio será satisfactoria- en el sentido de que la norma opere sólo en relación con las sedes.



Para tal efecto, propongo votar en forma separada la palabra “carreras”, de manera que el Ministerio pueda cerrar, o la universidad entera, o una sede con funcionamiento inadecuado, que esté mal abierta, etcétera.



Lo de las carreras es más complejo, porque implicaría inmiscuirse mucho en la vida de todas y cada una de las universidades del país.



Gracias, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- ¡Qué vamos a hacer sin usted, Honorable colega!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Correspondería cerrar el debate.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, el Honorable señor Viera-Gallo hizo una propuesta. 

La señora MATTHEI.- La considero razonable.

El señor BOENINGER.- Habría que ver si existe acuerdo. Yo por lo menos doy mi asentimiento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo a los efectos de que la facultad de cierre fuera sólo para sedes?

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, señora Ministra.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Señor Presidente, queremos manifestar nuestro beneplácito con la sugerencia del Senador señor Viera-Gallo.



Muchas gracias.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que al menos existe acuerdo en que las carreras sean excluidas de la facultad ministerial.



Yo, en todo caso, soy partidario de que también se saquen las sedes.



Me da lo mismo cómo se vote. Pero podríamos pronunciarnos de forma tal que se asegure que la disposición se aplique respecto de las sedes.



En lo personal, considero suficiente lo que hay.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo que ocurre, señor Senador, es que no se ha pedido votación dividida. Entonces, para ello tendría que recabar el asentimiento unánime de la Sala.



¿Habría consenso para una votación dividida en el numeral 10?

,

Si fuera así, tendría que poner en votación la norma,…

La señora MATTHEI.- Sí, porque existe quórum suficiente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- …ya que al parecer todos estarían a favor de eliminar la palabra “carreras” y dejar el término “sedes”.

El señor LARRAÍN.- No todos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pero sí habría un acuerdo bastante mayoritario.

El señor LARRAÍN.- Para excluir a las carreras.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para eliminar las carreras?

El señor PARRA.- No, Señor Presidente.

El señor VÁSQUEZ.- No existe acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, no…

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Se trata de una cosa y la otra, porque podemos quedar sin pan ni pedazo.



Entonces, la votación dividida no serviría.



El raciocinio se ha hecho para convencer. Pero si no se logra este objetivo, debemos votar todo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como no se ha convencido, tendremos que pronunciarnos sobre el número 10 tal cual fue despachado por la Comisión.

El señor LARRAÍN.- Votemos los tres numerales juntos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Vamos a votar el número 10 propuesto por la Comisión, que posibilita el cierre de una o más carreras o sedes.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite una reflexión de orden, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para referirse al procedimiento, tiene la palabra Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Sobre el procedimiento, quiero hacer la siguiente reflexión.



En cuanto a la afirmación de que podemos quedarnos sin pan ni pedazo, resulta evidente que, si se vota de manera integral, se van a caer ambas proposiciones, por falta de quórum.



Por lo tanto, la única forma de rescatar una parte del número 10 es la votación dividida.



Entonces, propongo que se mantenga la idea de pronunciamiento separado. Porque no tiene sentido decir “Votémoslo todo”, ya que se pueden perder las dos cosas.



Así que apelo a la lógica para que se acepte la votación dividida.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El problema radica en que no existe unanimidad para eso, señor Senador.

La señora MATTHEI.- Sí la hay.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, Su Señoría. El Honorable señor Parra no está de acuerdo.

El señor PARRA.- Sí lo estoy, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En ese caso, si le pareciera a la Sala, votaríamos en forma separada el numeral 10 en cuanto a la inclusión de las sedes y carreras. Y, en tal virtud, correspondería pronunciarse primero sobre la eliminación del término “carreras”.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Por qué no procedemos al revés, señor Presidente? Porque si se aceptara dejar lo de las sedes, ya sería una gran cosa y el Senador señor Larraín perdería en buena ley. Y después veríamos lo de las carreras.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, la Mesa recoge la insinuación metodológica del Honorable señor Viera-Gallo y pone en votación electrónica la mantención de la facultad del Ministerio para, en casos muy extremos, eliminar sedes de una universidad.



Votar “sí” significa aprobar lo propuesto por la Comisión, y “no”, rechazarlo.

El señor MUÑOZ BARRA.- Entiendo que las bancadas del frente van a votar afirmativamente. 

El señor LARRAÍN.- No necesariamente.

El señor MUÑOZ BARRA.- Así lo entendí.

El señor VIERA-GALLO.- Sólo algunos se pronunciarán a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la sugerencia de la Comisión, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (19 votos a favor, 7 en contra y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Boeninger, Cantero, Chadwick, Flores, Foxley, Gazmuri, Horvath, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Bombal, Canessa, Fernández, García, Martínez, Orpis y Romero.



Se abstuvieron los señores Larraín y Vega.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sugiero repetir el resultado de la reciente votación en cuanto a las carreras -ello es evidente-, y también para los números 13 y 26 del mismo artículo, sobre institutos profesionales y centros de formación técnica, respectivamente.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Su Señoría está proponiendo la aprobación de lo relativo a las carreras?

La señora MATTHEI.- ¡No!

El señor LARRAÍN.- ¡No! 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No hay quórum para aprobar nada.

El señor LARRAÍN.- Entiendo que la Mesa ha extendido la eliminación de sedes a los institutos profesionales y a los centros de formación técnica.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El mismo criterio.

El señor LARRAÍN.- Porque no ha habido pronunciamiento en cuanto a la supresión de carreras, que debería ponerse en votación ahora.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Lo de las carreras, no.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El acuerdo de votación separada era sólo para el número 10.



Ahora nos pronunciaremos sobre el número 13, a fin de que el procedimiento sea claro.

El señor FERNÁNDEZ.- ¿También es de quórum especial?

El señor LARRAÍN.- Hay que votar primero lo tocante a las carreras.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Alguien propone para el número 13 votar separadamente lo relativo a las carreras y sedes?



Nadie.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que la idea es pronunciarse con el mismo criterio respecto de las tres normas. 



En el número 10, ya votamos lo de las sedes. No nos hemos pronunciado en cuanto a las carreras. En consecuencia, corresponde votar lo concerniente a estas últimas y aplicar ambos criterios a las disposiciones restantes.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Yo entendí que si se rechazaba lo de las sedes igual cosa ocurría con las carreras.



Consulté a la Sala si la primera votación valía también para las carreras mencionadas tanto en el número 10 como en los números 13 y 26. 

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no se comprendió así, para abreviar el trámite, se votará lo atinente a las carreras en el caso del número 10.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- O sea, habiéndose rechazado en el número 10 la facultad para eliminar sedes, ahora corresponde pronunciarse respecto de la atribución para suprimir carreras señalada en el mismo numeral.

El señor PARRA.- ¿Votar “sí” implica estar de acuerdo con el criterio de la Comisión?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es, Su Señoría.



En votación electrónica.

El señor HOFFAMNN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (14 votos en contra y 11 a favor).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica, Romero y Vega. 



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Flores, Foxley, Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Ruiz-Esquide, Silva y Vásquez.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sugiero a la Sala repetir la votación para las sugerencias de la Comisión recaídas en los números 13 y 26, por no reunirse el quórum constitucional requerido.



--Así se acuerda y, en consecuencia, quedan rechazados estos números por 14 votos en contra y 11 a favor.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Aún no hemos terminado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Corresponde pasar a los artículos transitorios.



La Comisión de Educación propone eliminar el artículo 2º transitorio, que dice: "Corresponderá al Consejo Superior de Educación arbitrar las medidas conducentes para la puesta en marcha de la Comisión Nacional de Acreditación.".



Esta supresión fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia, Parra y Vega, y los votos en contra de los Honorables señores Moreno y Muñoz Barra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Es de quórum especial esta norma, señor Secretario?

El señor HOFFMANN (Secretario).- No, es de quórum simple.

El señor MUÑOZ BARRA.- Yo retiro mi oposición.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Senador señor Muñoz Barra, ¿ponemos en votación el artículo?

El señor MUÑOZ BARRA.- Que se apruebe la proposición de la Comisión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en tal sentido.



--Se aprueba la eliminación del artículo 2º transitorio. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Enseguida, corresponde pronunciarse sobre el artículo 5º transitorio, que pasó a ser 4º.



La Comisión propone reemplazar este artículo mediante tres indicaciones, todas las cuales fueron aprobadas por tres votos contra dos. Votaron a favor de ellas los Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y en contra,  los Honorables señores Arancibia y Vega.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el artículo 4º transitorio.



Tiene la palabra la señora Pilar Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, para que este artículo sea consistente con lo aprobado anteriormente, se debería reemplazar la palabra "criterios" por "pautas" en los dos incisos.



En su oportunidad, se señaló que los criterios los fijaba la ley y las pautas, la Comisión Nacional de Acreditación.



Por lo tanto, para darle consistencia al precepto, es preciso realizar las sustituciones que he indicado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Habría acuerdo para aprobar lo propuesto por la Comisión y acoger la solicitud de la señora Pilar Armanet, en el sentido de reemplazar "criterios" por "pautas" en ambos incisos del artículo 4º transitorio?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.



--Se aprueba el artículo 4º transitorio, con la modificación señalada.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Informo a los señores Senadores que hemos llegado a la hora de término del Orden del Día. Para prorrogarla hasta el despacho del proyecto, es necesaria la autorización unánime de la Sala.

El señor LARRAÍN.- Sí.

La señora MATTHEI.- Terminemos la discusión del proyecto, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, la Comisión de Educación propone eliminar el artículo 6º transitorio por cuatro votos (Senadores señores Arancibia, Moreno, Parra y Vega) contra uno (Senador señor Muñoz Barra).

El señor MUÑOZ BARRA.- Retiro mi oposición, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



Entonces, si le parece a la Sala, se acogería la proposición de la Comisión.



--Se aprueba la eliminación del artículo 6º transitorio. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Corresponde votar los artículos 22 y 39, que pasó a ser 40, que habían quedado pendientes por requerir quórum especial.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hay acuerdo sobre esto.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sobre esta materia hay acuerdo. Lo que falta es votar la fórmula de aplicación de las normas.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Efectivamente, señor Senador. 



Cabe precisar que se rechazó la propuesta de la Comisión respecto del artículo 22. Por tanto, debe votarse el texto que fue aprobado en general, el cual requiere quórum de ley orgánica constitucional.

La señora MATTHEI.- Délo por aprobado, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La discusión ya está hecha. Recuerdo que hubo acuerdo en ambos temas y que suspendimos la votación de estas normas solamente por no contar con el quórum necesario.



Por lo tanto, propongo a la Sala aprobar en conjunto los artículos 22 y 39, que pasó a ser 40.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 27 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Finalmente, quedaría por resolver la indicación Nº 634, que fue renovada reglamentariamente y que no se votó intencionadamente por no existir quórum en ese momento.



La indicación fue presentada por los Senadores señores Canessa y Fernández, y propone sustituir el artículo 39, que acaba de ser aprobado,  por el siguiente:



"Artículo 39.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.



“De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.



“Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva.".

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, ¿me permite una consulta?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- ¿No se había acordado que se podía acudir de reposición a la Comisión Nacional y de apelación al Consejo Superior de Educación?

El señor SILVA.- Está de más esta indicación.

El señor VIERA-GALLO.- Eso ya lo habíamos acordado.



Yo creo que los autores deberían retirar la indicación renovada.

El señor BOENINGER.- El tema ya está resuelto, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entiendo que no nos hemos pronunciado todavía sobre esta indicación.



La voy a poner en votación, si no es retirada.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo entiendo que lo que se discute aquí son los plazos, pues hay una diferencia de días.



Si no fuera eso, yo estoy de acuerdo con su planteamiento. Pero entiendo que lo que se está discutiendo en el inciso...

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señor Senador, al parecer, la diferencia entre una y otra norma es el agregado del adjetivo “hábiles” que propone la indicación.

La señora MATTHEI.- En el último inciso no figura esa palabra. Es mejor que se incluya también.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, por lo que leyó el señor Secretario, la diferencia estriba en que la indicación renovada permite que se pueda reclamar ante el Consejo Superior de Educación, pero habíamos acordado que se podría reclamar ante la Comisión y apelar al Consejo. Eso es lo que se aprobó.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si se mantiene el criterio ya fijado en cuanto a que de las resoluciones de la Comisión se podrá reclamar ante  el Consejo -el tema de los plazos no es el más relevante-, no tengo ningún inconveniente. Creo que todos estamos de acuerdo en establecer el mismo sistema para esta norma.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces habría que retirar la indicación.

El señor LARRAÍN.- Como quiera, señor Presidente. Si se retira, la discusión sobre el artículo quedaría cerrada. El camino reglamentario da igual.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No. 



Aunque se retire la indicación, hay que votar el artículo. Éste no fue votado, porque existía una indicación.

El señor LARRAÍN.- La idea es modificarlo para aplicar el mismo criterio que ya aprobamos. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Mientras aclaramos este enredo, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, tengo entendido que lo expresado por el Senador señor Viera-Gallo corresponde a una decisión adoptada con anterioridad. En consecuencia, ruego a la Mesa verificar la votación respectiva, porque es posible que el tema ya esté zanjado.





Aunque nos demoremos un poco, habría que revisar las actas. Si no me equivoco, acordamos la posibilidad de ejercer los dos recursos que mencionó el señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se examinará la votación anterior.

El señor LARRAÍN.- A mayor abundamiento, señor Presidente, lo que la indicación plantea es, precisamente, la apelación de las resoluciones de la Comisión ante el Consejo. Y ése es el criterio que hemos establecido.



Por lo tanto, creo que...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo que nosotros acordamos fue eliminar el recurso de reposición, porque éste ya existe -era inútil incluirlo-, y consagrar la instancia de apelación ante el Consejo.

El señor LARRAÍN.- Y es lo que señala la indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ya hemos aprobado varias normas con ese criterio.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, entonces, ¿por qué no aprobamos la indicación y...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Aquí se trata de una cuestión de plazos. Entiendo que la diferencia no es otra.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor VIERA-GALLO.- Es sólo eso.

La señora MATTHEI.- El punto es el Consejo versus la Comisión.

El señor LARRAÍN.- El tema es el mismo, señor Presidente. Por eso está bien.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Me queda claro.

El señor LARRAÍN.- Habría que aprobar la indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de efectuar la votación, sería necesario verificar el número de Senadores presentes en la Sala.

El señor LARRAÍN.- Sugiero que se apruebe la indicación, señor Presidente, y que sea redactada bajo la misma pauta de las otras normas que hemos acordado sobre la materia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



Mientras se reúne el quórum, vamos a aprovechar de dar cuenta de asuntos que han llegado a la Mesa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

)------------------(

El señor HOFFMANN (Secretario).- Se ha recibido un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, con las enmiendas que indica. (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Asimismo, han llegado dos proyectos de acuerdo:



Uno, suscrito por los Senadores señores Prokurica, Pizarro, Novoa, Vega, Muñoz Barra, Sabag, Romero, García, Gazmuri, Ruiz de Giorgio, Horvath, Coloma y Cantero, para pedir a Su Excelencia el Presidente de la República que adopte las medidas necesarias y conducentes a crear una mesa de negociación bilateral con Argentina, con el fin de solucionar los graves problemas que enfrentan los transportistas chilenos en su tránsito por ese país. (Véase en los Anexos, documento       13).


Y otro, presentado por los Honorables señores Vásquez, Frei, Horvath, Vega, Prokurica y Orpis, para solicitar al Primer Mandatario la realización de un estudio de impacto ambiental de los terrenos correspondientes al aeropuerto de Cerrillos, previo a su cierre y al cambio de uso de suelo de ellos, en el que se incluyan todos los efectos para la salud de las personas y su calidad de vida, y los que se producirían en los servicios que presta la aviación y que no puedan ser resueltos por la segunda pista del aeropuerto de Pudahuel, además del aceleramiento de la  expansión     urbana. (Véase en los Anexos, documento      14).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria siguiente.

)------------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En este momento se ha reunido el quórum suficiente.



Pongo en votación la indicación renovada Nº 634, de los Senadores señores Canessa y Fernández, para reemplazar el artículo 39, que pasa a ser 40.



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 27 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, el texto final del artículo será redactado por Secretaría tomando como parámetro otras disposiciones aprobadas por el Senado sobre la misma materia.



--Así se acuerda, y el proyecto queda despachado en este trámite.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:56.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 54ª, ESPECIAL, EN MARTES 3 DE ENERO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Director de Presupuestos, don Mario Marcel, el señor Presidente del Banco Central, don Vittorio Corbo, el señor Vicepresidente del Banco Central, don José De Gregorio, la señora Coordinadora del Área Macroeconómica del Ministerio de Hacienda, doña Bernardita Piedrabuena, la señora Jefa de la División de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, doña Claudia Suárez y el señor Gerente de la División de Estudios del Banco Central, don Rodrigo Valdés.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04);



2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (Boletín N° 4.009-13);



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 1° de la ley N° 20.059, sobre Modernización del Ministerio de Educación (Boletín N° 4.062-04), y



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el quinto, retira y hace presente la urgencia, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata” respecto del proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín N° 4.061-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar al señor Carlos José Cerda Fernández como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (con la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 838-05).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 1° de la ley N° 20.059, sobre Modernización del Ministerio de Educación (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.062-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo, comunica que en sesión 64ª, de 21 de diciembre de 2005, desechó en general, por no alcanzarse el quórum constitucional requerido, el proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín N° 4.061-07), originado en el Mensaje N° 472-353, del que se dio cuenta en esa Corporación el día 20 de diciembre de 2005.



Agrega que, Su Excelencia el Presidente de la República ha solicitado la remisión al Honorable Senado del referido Mensaje, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, para los efectos contemplados en el artículo 68 de la Constitución Política de la República. 



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual informa que, el día 21 de diciembre de 2005, ha elegido como su Presidente, para el período comprendido entre el 6 de enero de 2006 y el 5 de enero de 2008, al Ministro señor Enrique Tapia Witting.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Presidente de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, mediante el cual solicita que se exprese la más amplia solidaridad con ese Congreso, a fin que se impida la construcción de un muro en la frontera de los Estados Unidos de América con México y la aprobación de la ley que lo impulsa.



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre investigación de eventuales irregularidades en la Ilustre Municipalidad de Llanquihue.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con el primero, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de mejorar la infraestructura portuaria de la Región de Aysén destinada a la atención de los pasajeros de los cruceros. 



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y García, sobre el proyecto denominado “Depósito Controlado de Residuos Sólidos San José”, en la comuna de Vilcún.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece una compensación para quienes se desempeñen como vocales de mesas receptoras de sufragios.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, mediante el cual reitera dos oficios, relativos a la posibilidad de liberar de pago de peaje en el Túnel Las Raíces a los vehículos con permiso de circulación otorgado por las Ilustres Municipalidades de Lonquimay y Curacautín, y al Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José, respectivamente,



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a las medidas que el Gobierno adoptará para la temporada triguera 2005-2006.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los gastos efectuados en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas, durante el año 2005, por la Secretaría de Estado a su cargo y sus organismos dependientes.


Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre de la Corporación, relativo a la presentación a trámite legislativo de una iniciativa que recoja la idea contenida en una Moción declarada inadmisible, presentada por los Honorables Senadores señores Fernández, Horvath, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés) que establece la obligación del Estado de retribuir la carga pública de desempeñarse como vocal en los actos de votaciones populares.



Con el tercero, da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece una compensación para quienes se desempeñen como vocales de mesas receptoras de sufragios.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre gastos efectuados en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas durante el año 2005, por la Secretaría de Estado a su cargo y sus organismos dependientes.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al cambio del uso del suelo de los terrenos que ocupaban las empresas petroleras en el sector Las Salinas, en la comuna de Viña del Mar.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), sobre la posibilidad de destinar al Liceo Marta Narea, de la ciudad de Antofagasta, dos casas que le pertenecían y que están entregadas en comodato a otras instituciones públicas.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al estudio de creación de las comunas de La Junta, Mañihuales, Islas Huichas y Puerto Tranquilo-Guadal, en la Región de Aysén. 


Del señor Subsecretario de Justicia, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los gastos efectuados en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas, durante el año 2005, por el Ministerio de Justicia y sus organismos dependientes.



Del señor Director del Servicio Electoral, mediante el cual comunica el cronograma electoral de actividades relacionadas con el comicio presidencial a celebrarse el domingo 15 de enero de 2006.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre los problemas crediticios que afectan a seis organizaciones indígenas del sector Maquehue, de la comuna de Padre Las Casas.



Del señor Jefe de Gabinete del General Director de Carabineros de Chile, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre problemas de delincuencia que afectan a los vecinos de la Población El Bosque, de la ciudad de Angol.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de La Araucanía, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los problemas de saneamiento que afectan a los habitantes de  Villa Trinte, de la comuna de Los Sauces.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud, Subrogante, de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los problemas de salud pública que enfrentan los vecinos del sector Pampa del Ingeniero, de la ciudad de Angol.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a la señora Margarita Errázuriz Ossa y a los señores Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte, como integrantes del Consejo que administra el Fondo Mixto de Apoyo Social (Boletín N° S 833-05).



-- Queda para tabla. 

Censura



Comunicación de los Honorables Senadores señores Sabag, Muñoz Barra y Naranjo, en representación de los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Por la Democracia y Partido Socialista, respectivamente, mediante la cual, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento del Senado, presentan un voto de censura al Presidente de la Corporación.



-- Queda para ser votada inmediatamente después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.

Moción



Del Honorable Senador señor Ávila, con la que inicia un proyecto de ley que regula la jornada laboral respecto de los contratos de servicios y suministro de trabajadores (Boletín 4.066-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien respecto de la tramitación dada a la remisión, por la Honorable Cámara de Diputados, del Mensaje Nº 472-353, correspondiente al proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín Nº 4.061-07), para los efectos contemplados en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, solicita se deje constancia expresa de que al momento de darse Cuenta de esta materia ningún señor Senador expresó opinión respecto de la constitucionalidad de la misma.

- - -

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Director de Presupuestos, el señor Vicepresidente del Banco Central, la señora Coordinadora del Área Macroeconómica del Ministerio de Hacienda, la señora Jefa de la División de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos y el señor Gerente de la División de Estudios del Banco Central.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente saluda a los dirigentes de los gremios de la producción y del comercio, y de las entidades exportadoras que se encuentran en las tribunas.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente propone a la Sala que el tiempo para intervenir en esta sesión, distribuido por Comités, sea el siguiente: Comité Partido Demócrata Cristiano, 19 minutos; Comité Partido Unión Demócrata Independiente, 17 minutos; Comité Partido Renovación Nacional, 11 minutos; Comité Partido Socialista, 8 minutos; Comité Partido Por la Democracia, 3 minutos; Comité Partido Radical Social Demócrata, 3 minutos; Comité Institucionales 1, ocho minutos y Comité Institucionales 2, seis minutos.



Agrega el señor Presidente que al señor Ministro de Hacienda y al señor Presidente del Banco Central les corresponderá un total de 40 minutos.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Ominami.



Consultada la Sala, se acuerda efectuar las intervenciones en esta sesión, de conformidad con la proposición del señor Presidente.

____________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación convocada con el fin de tratar el efecto del dólar en el sector exportador chileno y cómo, en especial, está afectando a los sectores de pequeños y microempresarios en las áreas industrial, agrícola ganadera, fabril y pesquera.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada por acuerdo unánime de los Comités.



En seguida, el señor Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala, concede la palabra al Honorable Senador señor Foxley, a la Honorable Senadora señora Matthei y a los Honorables Senadores señores Ominami, García, Ríos, Muñoz Barra y Larraín.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al señor Presidente del Banco Central.

- - -



El señor Presidente, en atención al escaso tiempo que resta para la hora de término del Orden del Día y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento del Senado, solicita el asentimiento unánime de la Corporación, con el fin de prorrogarla para que pueda continuar con el uso de la palabra el señor Presidente del Banco Central e, inmediatamente, efectúe su intervención el señor Ministro de Hacienda.



La Sala así lo acuerda.



El señor Presidente del Banco Central continúa haciendo uso de la palabra.



Seguidamente, el señor Ministro de Hacienda hace uso de la palabra.

- - -

_____________________________



El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

_______________________________



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 55ª, ORDINARIA, EN MARTES 3 DE ENERO DE 2.006



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, la señora Ministra de Educación, doña Marigen Hornkohl, el señor Ministro de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, don Jaime Estévez y la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones quincuagésima primera, ordinaria, de 20 de diciembre de 2005, y quincuagésima segunda, extraordinaria, y quincuagésima tercera, ordinaria, ambas de 21 de diciembre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________

ACUERDO DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, ha adoptado el siguiente acuerdo:



Votar, sin fundamento, la censura al Presidente de la Corporación, presentada por los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Por la Democracia y Partido Socialista, de conformidad al artículo 25 del Reglamento del Senado.

___________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, informa que ha decidido retirar de tramitación ante el Congreso Nacional el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Colombia para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Cartagena de Indias, el 22 de enero de 2.000; complementado por el Acuerdo Interpretativo celebrado por intercambio de Notas de fechas 9 y 30 de marzo de 2.000 (Boletín N° 2.959-10).


-- Queda retirado el proyecto, se manda comunicar a la Honorable Cámara de Diputados, y archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que, en virtud de lo establecido en el número 1 del artículo 54 de la Carta Fundamental, ha decidido retirar de tramitación ante el Congreso Nacional, por constituir tratados internacionales suscritos por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria, los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional:



1) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre Cooperación y Asistencia Mutua en Materia Aduanera”, suscrito en Moscú, el 4 de octubre de 2002 (Boletín Nº 3.759-10).



2) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Marco de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile, por una parte, y el Gobierno de la Región Valona y el Gobierno de la Comunidad Francesa de Bélgica, por otra parte”, suscrito en Santiago el 31 de julio de 1997 (Boletín Nº 3.750-10).



3) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Líbano”, suscrito en Santiago, el 26 de noviembre de 1997 (Boletín N° 3.760-10).



4) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo General de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Marruecos”, suscrito en la ciudad de Rabat, el 14 de mayo de 1999 (Boletín Nº 3.807-10). 



5) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación Científica y Técnica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall”, suscrito en Santiago, el 14 de octubre de 2002 (Boletín Nº 3.751-10).



6) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en Materia de Educación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, suscrito en Santiago, el 21 de enero de 1998 (Boletín Nº 3.742-10).



7) Proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear” y sus anexos A y B, suscritos en Seúl, República de Corea, el 12 de noviembre de 2002 (Boletín N° 3.920-10).



8) Proyecto de acuerdo referido a la aprobación de las enmiendas al artículo XIII del Convenio Constitutivo de la Unión Latina, adoptada por la Resolución Nº 11 del XVI Congreso de la Organización, reunido en París, entre los días 6 y 7 de diciembre de 1994 (Boletín N° 1.679-10).


-- Quedan retirados los proyectos, se manda comunicar a la Honorable Cámara de Diputados, y archivar el documento junto a sus antecedentes.

Oficios



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, mediante el cual comunica que en el proceso rol N° 22.405-2005, seguido ante ella, se resolvió el desafuero del Honorable Senador señor Ávila; acompaña copias autorizadas de las sentencias de primera y segunda instancia recaídas en los autos antes señalados, e informa que a la fecha dichas sentencias se encuentran ejecutoriadas. 



-- Se toma conocimiento.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo: 



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, sobre la situación de las comunidades de la provincia de Iquique afectadas por el terremoto de 13 de junio de 2005.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la posibilidad de modificar los programas gubernamentales a fin de mejorar la calidad de las viviendas sociales.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre los problemas crediticios que afectan a cinco organizaciones indígenas del sector Maquehue, de la comuna de Padre Las Casas.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a los créditos otorgados a la Asociación Gremial de Productores de Hortalizas Ñuke Mapu.



Del señor Gobernador Provincial de Malleco, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a las autorizaciones otorgadas para salidas específicas de vehículos estatales el día domingo 11 de diciembre de 2005.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por medio de la cual solicita recabar el acuerdo de la Sala para que le autorice a discutir en general y en particular, en su primer informe, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín N° 3.626-07).



-- Si le parece a la Sala, se accedería a lo solicitado.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia (Boletín N° 3.792-07).



De las Comisiones de Economía y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



Dos de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaídos en los siguientes asuntos, en primer trámite constitucional:



1) Proyecto de ley sobre prevención de la contaminación electromagnética (Boletín N° 3.150-12).



2) Proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (Boletín Nº 3.286-12).



-- Quedan para tabla. 

_______________

- - -



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien manifiesta su sorpresa respecto del acuerdo adoptado por los Comités, en cuanto a no fundamentar el voto en el tema de la censura, expresando su deseo de que ello no constituya un precedente.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien solicita se exima del trámite ante la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología al proyecto de ley que modifica el artículo 1º de la ley Nº 20.059, sobre Modernización del Ministerio de Educación, correspondiente al Boletín Nº 4.062-04, de manera de poder tratarlo en la sesión del día de mañana.



Sobre el particular, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Moreno, el que le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda discutir en general y en particular a la vez la referida iniciativa.



El señor Presidente consulta a la Sala sobre la autorización solicitada y, asimismo, sugiere tratar el proyecto de ley en la sesión ordinaria del día de mañana, una vez que se de Cuenta del informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Así se acuerda.

- - -

 

Inmediatamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, el que señala que, como los representantes del Comité Partido Radical Social Demócrata no asistieron a la reunión de los Comités, pueden solicitar votación nominal y fundamento de voto respecto de la censura presentada.



El señor Presidente consulta a los Honorables señores Senadores que conforman el Comité respectivo si se oponen al acuerdo adoptado por los Comités, en cuanto a votar, sin fundamento, la censura.



Los referidos señores Senadores no manifiestan oposición.



El señor Presidente recuerda que el artículo 19 del Reglamento de la Corporación preceptúa que “Ningún Senador podrá oponerse a los acuerdos adoptados, dentro de su competencia, por la unanimidad de los Comités.”.



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, el que como representante del Comité Partido Socialista le solicita que el señor Secretario General de lectura al texto de la censura presentada.



El señor Presidente expresa que en la sesión especial, celebrada en el día de hoy, se dio Cuenta de la censura y, por otro lado, indica que algunos señores Senadores se oponen a que se de lectura de la misma.



El Honorable Senador señor Naranjo le solicita al señor Presidente que la votación de la censura se realice en forma nominal.

___________

VOTACIÓN DE LA CENSURA AL SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO



El señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento de la Corporación, pone en votación nominal la proposición de censura presentada por los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Socialista y Partido Por la Democracia, y solicita al señor Vicepresidente que se encargue de presidir la sesión.



El señor Presidente, Honorable Senador señor Gazmuri, concede la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien le consulta acerca de los pareos existentes.



El señor Presidente informa que la Mesa no tiene registrado ningún pareo, de manera que los que existan corresponden a acuerdos adoptados de palabra entre los señores Senadores.



En votación la censura al Presidente de la Corporación, se rechaza por 22 votos en contra, 21 a favor y 2 pareos de los Honorables Senadores señores Cariola y Páez.



Votan en contra los Honorable Senadores señora Matthei y señores Aburto, Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Coloma, Cordero, Chadwick, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica, Ríos, Romero, Stange, Vega y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Boeninger, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).

- - -



El señor Presidente, Honorable Senador señor Gazmuri, declara que la censura al Presidente del Senado queda rechazada y suspende la sesión por cinco minutos.



Reanudada la sesión, el señor Presidente, Honorable Senador señor Romero, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 137 y 138 del Reglamento de la Corporación, primeramente llama al orden al Honorable Senador señor Pizarro, luego lo amonesta y seguidamente lo censura.



Inmediatamente, el señor Presidente suspende la sesión y convoca a una reunión de los Comités.

- - -



Reanudada la sesión, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien reclama formalmente sobre la situación acaecida antes de la votación de la censura, en cuanto a no haberse dado lectura del texto de la misma y, específicamente, de sus fundamentos.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, el que le solicita haga presente, en su calidad de Presidente de la Corporación, a la autoridad correspondiente, la preocupación por el hecho de que el Ministerio de Salud no da respuesta a los oficios que le son enviados.

- - -

- - -



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien expresa que ha recibido un oficio de respuesta de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en el que se indica la anexión de una minuta, la que no fue enviada, por lo que solicita se expida el oficio pertinente requiriendo el documento faltante.



El señor Presidente señala que se enviará el oficio que corresponda.

________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y Certificado de la Comisión de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y Certificado de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.224-04, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General que los correspondientes informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y el informe de la Comisión de Hacienda dejan constancia que los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 22, 28, 29, 40 y 53, permanentes, y el artículo 5º transitorio deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 19 número 11.º y 38 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular, se encuentran en las actas correspondientes a las sesiones 48ª, ordinaria, de 13 de diciembre de 2005; 50ª, ordinaria, de 14 de diciembre de 2005; 51ª, ordinaria, de 20 de diciembre de 2005; 52ª, extraordinaria, de 21 de diciembre de 2005 y 53ª, ordinaria, de esta misma última fecha.



El señor Secretario General expresa que en sesión 53ª, ordinaria, de 21 de diciembre de 2005, quedó pendiente la discusión en particular de la iniciativa de ley.



El señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el artículo 17 del proyecto de ley, que fue aprobada por 4 votos a favor y una abstención.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, quien retira su voto de abstención.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, el que solicita votación separada del artículo 17 de la iniciativa de ley.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger, Moreno, Muñoz Barra y Parra.



El señor Presidente, en atención a las expresiones de los Honorables señores Senadores que han intervenido, sugiere a la Sala reemplazar, en el inciso primero del artículo 17, la frase “los criterios” por “las pautas” y en el inciso segundo la frase “Dichos criterios” por “Dichas pautas”.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del artículo 17, con las enmiendas señaladas, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Luego, el señor Secretario General anuncia que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología referida a la sustitución del inciso cuarto del artículo 18 del proyecto de ley, que fue aprobada por 4 votos a favor y uno en contra.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General señala que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología que incorpora un inciso quinto, nuevo, al artículo 18 de la iniciativa de ley, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Stange, cuyo objetivo es reemplazar los incisos séptimo y octavo del artículo 18 del proyecto de ley, por el siguiente:



“La institución que se acredita designará a las personas naturales o jurídicas que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquéllas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.”.



En discusión la mencionada indicación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Larraín, Boeninger y Moreno.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación renovada, es aprobada por 17 votos a favor y 12 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica, Stange, Vega y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Boeninger, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Ominami, Parra, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Inmediatamente, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología referida al inciso primero del artículo 19 del proyecto de ley, a cuyo respecto el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger, Parra, y Martínez.



El señor Presidente, en atención a las opiniones manifestadas por los señores Senadores que han intervenido, declara cerrado el debate y sugiere a la Sala pronunciarse solamente respecto de la inclusión, en el inciso primero del artículo 19, de la expresión “y en un nivel de excelencia”. 



Puesta en votación la referida proposición, es rechazada por 19 votos en contra y 9 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Prokurica, Sabag, Stange, Vega y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Viera-Gallo.



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología que suprime la oración final del artículo 20, del siguiente tenor: “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión”, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Boeninger.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, es rechazada, dejándose constancia que votaron por mantener la supresión de la oración final del artículo 20 los Honorables Senadores señores Moreno, Parra y Vásquez.



En consecuencia, señala el señor Presidente, permanece en el texto del artículo 20 su frase final.



Seguidamente, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el inciso primero del artículo 22 del proyecto de ley, disposición que tiene el carácter de norma orgánica constitucional, respecto de la cual el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Viera-Gallo, Muñoz Barra, Boeninger, Zaldívar (don Andrés) y Silva.



El señor Presidente declara cerrado el debate respecto de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el inciso primero del artículo 22 del proyecto de ley, dejando pendiente la votación para la próxima sesión ordinaria.



A continuación, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología referida a los incisos segundo y tercero del artículo 22, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra, disposiciones que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



El señor Presidente, en consideración a que estos dos incisos están vinculados con la decisión que se adopte respecto del inciso primero, propone a la Sala dejar pendiente su discusión y votación.



Así se acuerda.



En seguida, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse del artículo 23 del proyecto de ley, respecto del cual el Honorable Senador señor Larraín ha pedido votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger, Muñoz Barra, Moreno y Viera-Gallo.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Larraín solicitó al señor Presidente aplicar el inciso segundo del artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, fundamentándose en que al haber sido rechazada la letra f) del artículo 7º, que consagraba una facultad genérica para la Comisión Nacional de Acreditación de informar al Ministerio de Educación, disposición que tenía el carácter de norma orgánica constitucional, consiguientemente se deben entender rechazados los artículos 23 y 27.

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 23, es rechazado por 10 votos en contra, 8 a favor y una abstención del Honorable Senador señor Gazmuri.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica y Vega.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, Frei (don Eduardo), Moreno, Muñoz Barra, Parra, Sabag, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



El señor Presidente, en atención a que el artículo 27 del proyecto de ley regula una materia directamente relacionada con el contenido del artículo 23, sugiere a la Sala darlo por rechazado con la misma votación precedentemente consignada.



Así se acuerda.



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en cuanto a reemplazar el epígrafe del Título III, que fue aprobada por 4 votos a favor y un voto en contra.

- - -



El señor Presidente solicita la autorización de la Sala para que la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación pueda hace uso de la palabra, en esta sesión, respecto del proyecto de ley en análisis.



La Sala otorga la autorización solicitada.

- - -

 

En discusión, hace uso de la palabra la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología que agrega una frase al inciso segundo del artículo 25, que fue aprobada por 4 votos a favor y un voto en contra.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra a la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, quien, respecto del artículo 26, que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone eliminar por la unanimidad de sus integrantes, indica que correspondería que la Sala se pronunciara sobre el texto aprobado en general, puesto que establece la acreditación obligatoria para las carreras vinculadas al área de la medicina y de la pedagogía.



El señor Presidente recaba el asentimiento de la Corporación para votar el texto del artículo 26 aprobado en general.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Martínez, Larraín y Boeninger, la Honorable Senadora señora Matthei, la señora Ministra de Educación y el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



El señor Presidente, en atención a la voluntad manifestada por la Sala, somete a votación el texto del artículo 26 aprobado en general, el que resulta aprobado con el voto en contra del Honorable Senador señor Martínez y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa a la agregación de un artículo 26, nuevo, que fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, a cuyo respecto el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien deja constancia de que, en su opinión, la determinación del perfil de egreso de la respectiva carrera o programa la define la pertinente institución. 



Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín señala que retira su petición de votación separada.



A continuación, el señor Secretario General manifiesta que cabe ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Stange, cuyo objetivo es reemplazar en el inciso primero del artículo 29 la frase que se inicia con las siguientes palabras: “corresponderá a la Comisión” hasta el punto seguido, por la siguiente: “corresponderá a evaluadores designados por la institución de entre aquellos inscritos en un registro especial que para este exclusivo efecto llevará la Comisión, desarrollar tales procesos de acreditación, conforme a las normas de esta ley.”.



Agrega el señor Secretario General que la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del inciso primero del artículo 29 fue aprobada, en una parte, por 3 votos a favor y 2 en contra, y, en la otra, por 4 votos a favor y uno en contra.



En discusión la mencionada indicación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín y Viera-Gallo.

- - -



El Honorable Senador señor Viera-Gallo, durante su intervención, opina que la indicación renovada es inadmisible, puesto que entrega la facultad, a un organismo público, para crear un registro especial, materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



El señor Presidente declara inadmisible la indicación renovada.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien, en atención a que la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología es el resultado de tres indicaciones parlamentarias, le solicita que adopte una resolución similar.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Vega.



Seguidamente, el señor Presidente declara inadmisible la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del inciso primero del artículo 29.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra a la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, quien estima que correspondería votar el texto del inciso primero del artículo 29 aprobado en general.



El señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en inciso final del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, pone en votación el texto del inciso primero del artículo 29 aprobado en general.



Puesto en votación el texto del inciso primero del artículo 29 aprobado en general, es rechazado por 9 votos en contra y 8 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Canessa, Cariola, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis y Prokurica.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Sabag, Vega y Viera-Gallo.



El señor Presidente, en consideración a una interpretación coherente de la decisión recién adoptada, indica que corresponde rechazar el inciso segundo del artículo 29 y propone a la Sala concordar con esta idea.



Así se acuerda y queda rechazado el inciso segundo del artículo 29.



Seguidamente, el señor Secretario General expresa que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el reemplazo del artículo 31, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General manifiesta que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa a la sustitución del artículo 32, que fue aprobada por 3 votos a favor, uno en contra y una abstención.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del artículo 32, es aprobada con el voto en contra del Honorable Senador señor Martínez, quien fundamenta su voto y deja constancia que considera inconstitucional su contenido.



A continuación, el señor Secretario General indica que cabe ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Stange, cuyo objetivo es suprimir el artículo 33 del proyecto de ley. La proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto de esta norma fue acordada por la unanimidad de sus miembros.



En discusión la indicación renovada, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación renovada, es rechazada por 10 votos en contra y 6 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Boeninger, Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Prokurica, Sabag, Vega y Viera-Gallo.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Canessa, Cariola, Larraín, Martínez y Orpis.



Luego, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa a la sustitución de la letra a) del artículo 36, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión la referida proposición, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre la sustitución de la letra a) del artículo 36, resulta rechazada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Larraín y Boeninger.



A continuación, el señor Presidente pone en votación el texto de la letra a) del artículo 36 aprobado en general, el que es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Stange, cuyo objetivo es sustituir el artículo 40 del proyecto de ley por el siguiente:



“Artículo 40.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.



De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.



Aplicada una multa, ésta deberá ser pagada en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.”.



El señor Secretario General agrega que la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del artículo 40 fue acordada por la unanimidad de sus miembros. Esta disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión la indicación renovada, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Muñoz Barra, Boeninger y Parra.



El señor Presidente declara cerrado el debate y expresa que la votación se efectuará en la próxima sesión ordinaria.



Queda pendiente la discusión en particular de este proyecto.

_____________

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Sabag, el que, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta en un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, correspondiente al Boletín Nº 4.044-09, le solicita recabe el asentimiento de la Corporación para incorporarlo en la Tabla de fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana.



Consultada la Sala, así se acuerda.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Contralor General de la República, acerca de un convenio suscrito entre INDAP y CELARE.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, sobre la protección de los humedales de la cuenca del Río Baker.



2) A la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, respecto de la factibilidad de declarar de interés turístico al sector comprendido en la confluencia de los Ríos Neff y Baker.



--Del Honorable Senador señor Larraín:



1) Al señor Ministro de Defensa Nacional, acerca de la demora en la dictación del Reglamento sobre el establecimiento del Servicio Religioso Castrense Evangélico.



2) Al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, y al señor Director Nacional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, respecto de las dificultades que enfrentan los productores de berries de la comuna de Colbún. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.
_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE SOLICITA AL SENADO DESIGNAR AL SEÑOR MARCELO ENRIQUE VENEGAS PALACIOS COMO MINISTRO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

De conformidad con lo establecido en el artículo 92, letra b), y la disposición decimocuarta transitoria de la Constitución Política de la República, la Cámara de Diputados en sesión celebrada el día de hoy, acordó proponer a ese H. Senado al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios para que sea designado como Ministro del Tribunal Constitucional, con el objeto de llenar la vacante producida por la renuncia del Ministro señor Eugenio Valenzuela Somarriva.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Gabriel Ascencio Mansilla, Presidente de la Cámara de Diputados.— Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y BOLIVIA SOBRE CONTROLES INTEGRADOS DE FRONTERA

(3908-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de junio de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 14 de septiembre de 2005, disponiéndose su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.




A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Ministro de Relaciones Exteriores Subrogante, señor Cristián Barros; el Jefe de la Dirección Jurídica, señor Claudio Troncoso; el Director para América del Sur Subrogante, señor Carlos Olguín; el Primer Secretario para América del Sur, señor Axel Cabrera, y el Jefe de Gabinete del señor Subsecretario, señor Juan Angulo, todos funcionarios de la misma Secretaría de Estado.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Convenio tiene por objetivo mejorar y facilitar las condiciones de tránsito fronterizo de personas y el tráfico de vehículos, cargas y otros bienes por los puntos habilitados en la frontera común, regulando de forma ágil y moderna los controles de entrada y de salida, preferentemente en un solo recinto, evitando con ello su duplicación. Añade que, de este modo, se logra optimizar las condiciones de flujo por los pasos fronterizos, teniendo en cuenta la conveniencia que presenta un control expedito, que disminuya el tiempo de detención y los trámites fronterizos. Asimismo, es un importante avance en los mecanismos de integración con Bolivia.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 22 de junio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y la de Hacienda.





La primera de ellas estudió y aprobó la materia en sesión efectuada el día 16 de agosto de 2005, por unanimidad. Posteriormente, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en sesión celebrada el día 30 de ese mismo mes y año, por siete votos a favor y una abstención.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 13 de septiembre de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 67 votos a favor, 9 en contra y 1 abstención.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un preámbulo y de IX Capítulos, en los que se distribuyen los 30 artículos que lo conforman.





El Capítulo I, denominado “Definiciones”, contiene en el artículo 1º, su única disposición, los conceptos básicos para su entendimiento, tales como “control”, “control integrado”, “punto habilitado de frontera”, “país sede”, “país limítrofe”, “área de control integrado”, “recinto”, “ruta”, “funcionario”, “libramiento” y “organismo coordinador”.





En el Capítulo II, “Disposiciones Generales”, se establece el funcionamiento del sistema de control integrado, incluyendo disposiciones relativas al establecimiento de recintos aptos para el mismo en uno o ambos lados de la frontera. Este apartado detalla el alcance y forma del ejercicio de competencias de control por los funcionarios de cada país, la legislación aplicable, y el procedimiento a seguir en caso de rechazo a la circulación de mercancías o personas de un país al otro. Asimismo, contempla la posibilidad de que los organismos nacionales de control de frontera propongan la celebración de acuerdos a sus Ministerios de Relaciones Exteriores con el fin de facilitar la aplicación del Convenio, sin perjuicio de los acuerdos específicos sobre materias operativas o relativas a la seguridad que en el ámbito de sus respectivas competencias puedan celebrar, los que deben ser consultados previamente con sus respectivas autoridades.





El Capítulo III hace referencia a la “Percepción de Tributos, Tasas y Otros Gravámenes” por parte de los organismos de control de cada país en el área de control, conforme a la legislación vigente y el traspaso directo y libre de tales fondos.





El Capítulo IV, se ocupa de los “Funcionarios y la Coordinación Administrativa”, estableciendo la obligación del país sede de otorgar protección y ayuda a los funcionarios del país limítrofe, la de los Organismos coordinadores de intercambiar la nómina completa de los funcionarios de los organismos que intervienen en el área de control integrado, la de aquéllos de llevar en el país sede sus uniformes nacionales y de exhibir el documento de acreditación correspondiente. También se prevé la situación de los funcionarios no comprendidos en la nómina y de las personas del país limítrofe ligadas al movimiento internacional de personas, al tráfico internacional de mercancías, y a medios de transporte, dependientes de organismos de ese Estado; así como la del personal autorizado de empresas prestadoras de servicios, estatales o privadas del país sede.





En el Capítulo V se tratan el procedimiento a seguir, jurisdicción aplicable y otras disposiciones relativas a los Delitos e Infracciones cometidos por Funcionarios en las áreas de control integrado, así como aquellos no relacionados directamente con las actividades de control pero ejecutados en dicha área.




El Capítulo VI se refiere a la Ruta, como parte integrante del área de control, y establece la facultad y modalidades de un procedimiento de “verificación” posterior o en caso de falta de control fronterizo.





En cuanto a los Recintos, Materiales, Equipos y Bienes para el ejercicio de funciones en el área de control integrado, el Capítulo VII dispone la obligación del país sede de poner a disposición de los servicios del país limítrofe los recintos donde se llevará a cabo el control, y se refiere al contenido de los acuerdos citados en el segundo párrafo del artículo 2º. Esto es, gastos de construcción y mantenimiento de los edificios del país sede; servicios generales; horarios de atención; y otros aspectos necesarios. Asimismo, se incluye un precepto relativo a las telecomunicaciones y otro a los materiales necesarios para el desempeño de los funcionarios del país limítrofe en el país sede en razón de su servicio, precisando en este último caso su exención o no (de acuerdo a su carácter fungible) de restricciones de carácter económico, de derechos, tasas, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza a la importación del país sede.





El Capítulo VIII aborda el funcionamiento de los Organismos Coordinadores en el Área de Control Integrado, los individualiza, y presenta la figura del coordinador local, a cargo de ejercer las funciones y facultades inherentes a la coordinación de las actividades comunes del lugar, cumpliendo las responsabilidades que le sean asignadas y las directivas específicas que al respecto se le impartan por el Organismo Coordinador de su país, del cual depende.





Finalmente, el Capítulo IX se refiere a la vigencia y Duración, estableciendo las cláusulas finales sobre entrada en vigencia, duración y denuncia del instrumento.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, abrió el debate y otorgó la palabra al Ministro de Relaciones Exteriores Subrogante, señor Cristián Barros.





El Ministro de Relaciones Exteriores Subrogante, señor Cristián Barros, señaló que el proyecto en estudio es de gran importancia para el tráfico entre ambas naciones, pues permitirá un desplazamiento más fluido y menos engorroso.





Asimismo, indicó que el establecimiento de estos controles integrados facilitará la lucha contra el contrabando y la delincuencia. Agregó que, en todo caso, su puesta en marcha será de largo plazo.





No obstante, explicó que el Convenio en comento se enmarca en un proceso de avance en las relaciones con Bolivia. En ese sentido, solicitó su aprobación a la Comisión.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Martínez. 

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 18 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Jorge Martínez Busch.




Sala de la Comisión, a 18 octubre de 2005.

(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,
Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y BOLIVIA SOBRE CONTROLES INTEGRADOS DE FRONTERA

(3908-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que lo aprobó en general y en particular, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.


A la sesión en que vuestra Comisión de Hacienda consideró este asunto asistieron la Directora Nacional de Fronteras y Límites, Embajadora señora María Teresa Infante y el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommes.


Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

DISCUSIÓN

La Directora nacional de Fronteras y Límites informó que la Cancillería y el Ministerio del Interior estimaron que era importante intensificar la cooperación con Bolivia en materia fronteriza y que fruto del trabajo del Comité de Fronteras que se reunió anualmente desde 1998 se logró acuerdo en torno a este Convenio, que refleja la voluntad del gobierno de Chile de trabajar para prevenir irregularidades en la zona fronteriza.


Destacó la relevancia que para la cooperación e integración con Bolivia tiene el Convenio, precisando que la I Región está profundamente vinculada a Bolivia en lo referente al movimiento de personas, de bienes, vehículos, uso de puertos, etc. Puso de relieve que los controles integrados constituyen una medida moderna y un instrumento jurídico apto para una administración adecuada en el futuro.


Explicó que el Convenio contempla la posibilidad de tener, en un mismo recinto, servicios chilenos y bolivianos, de manera que quien salga de Chile e ingrese a Bolivia haga una sola detención en la frontera chileno boliviana y lo mismo a la salida de Bolivia e ingreso a Chile.


Manifestó que se estima que, desde el punto de vista político de las relaciones con Bolivia, el Convenio en informe es cualitativamente más importante que lo que se ha implementado hasta la fecha con Argentina.


El Honorable Senador señor Ominami consultó por los puntos en que operaría, informándosele que ellos serían Chungará-Tambo Quemado en Chile, y Colchane-Pisiga en Bolivia, y que podría haber también en Antofagasta, en el paso ferroviario Ollagüe.


El mismo señor Senador manifestó preocupación por la calidad de las instalaciones, haciendo presente que las ya existentes en el paso fronterizo Los Libertadores, por ejemplo, son deficientes.


El Honorable Senador señor García hizo presente que el Convenio en informe cuenta con el respaldo de la comunidad de Arica. Informó que al visitar dicha ciudad la Comisión de Economía del Senado, que él preside, distintos sectores de la población local solicitaron la implementación del Convenio.


Los personeros de la Cancillería señalaron que no hay costo fiscal directo en el proyecto en informe, porque Chile tiene que invertir de todas formas en complejos fronterizos.


El Honorable Senador señor Ominami enfatizó la importancia de que junto a la aprobación de estos Convenios el Gobierno de Chile haga lo necesario para instalar adecuadamente los complejos fronterizos.


- Puesto en votación particular el proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.


Por igual unanimidad la Comisión acordó oficiar al señor Ministro de Hacienda para hacerle presente que se hace necesario consultar los recursos necesarios para la debida habilitación, implementación e infraestructura del control integrado a que se refiere el Convenio en informe, como asimismo de los demás controles fronterizos de este tipo que existen en el país.

- - -

FINANCIAMIENTO


Como ya se señaló, los representantes de la Cancillería afirmaron que el proyecto de Acuerdo no representa en sí gasto fiscal. Sobre el particular no se adjunta informe financiero.

- - -


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:


PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004.”.

- - -


Acordado en sesión realizada el día 4 de enero de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE SISTEMA DE REGULACIÓN DE ABOGADOS INTEGRANTES DE CORTES DE APELACIONES

(2950-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Diputados señora Marcela Cubillos y señores Víctor Pérez, Rodrigo Álvarez, Marcelo Forni e Iván Moreira.



A la sesión en que se estudió el proyecto de ley, concurrieron, especialmente invitados, el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado; el Jefe del Departamento de Estudios de dicha Secretaría de Estado, señor Fernando Dazarola, y el Asesor del señalado Ministerio, señor Rodrigo Romo.
- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2° y 3° permanentes y primero y segundo transitorios.


2.-
Indicaciones aprobadas: números 1, 2, 6, 7 y 8.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 5.



4.-
Indicaciones rechazadas: número 3.



5.-
Indicaciones retiradas: no hay.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: número 4.

Cabe dejar constancia de que la letra b) del número 1 del artículo 1° del proyecto fue objeto de modificaciones que la Comisión, unánimemente, acordó introducirle en mérito de lo dispuesto por el inciso final de artículo 121 del Reglamento del Senado. De ello se dará cuenta al analizarse esta disposición.



Del mismo modo, debe hacerse presente que los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del artículo 1°, y los artículos primero y segundo transitorios, son normas orgánicas constitucionales, por ser materias relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 77 de la Constitución Política. En consecuencia, deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Debe recordarse, asimismo, que por vincularse algunas disposiciones de la presente iniciativa con la administración financiera y presupuestaria del Estado, debe pasar, en trámite reglamentario de segundo informe, a la Comisión de Hacienda.

Igualmente, al haberse introducido en este trámite enmiendas que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales que no han sido conocidas por la Corte Suprema, se ha hecho necesario remitirla nuevamente al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

DISCUSION EN PARTICULAR



Se efectúa, a continuación, una relación de las indicaciones que se presentaron, explicándose su contenido, así como las disposiciones del proyecto en que inciden. Del mismo modo, se consignan los acuerdos adoptados por la Comisión en relación a cada una de ellas.


Asimismo, se da cuenta de aquella disposición que sin haber sido objeto de indicaciones, sufrió modificaciones en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 1°

Número 1)

Letra b)

El número 1) artículo 1° del proyecto modifica el artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales.





Este artículo 198 dispone que a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones les serán aplicables las causales de implicancia o recusación de los jueces y que, además, será causal de recusación respecto de ellos la circunstancia de patrocinar negocios en que se ventile la misma cuestión que  debe resolver el tribunal.





Los incisos segundo, tercero y cuarto regulan la forma en que los abogados o procuradores de las partes podrán recusar a los abogados integrantes.


La letra b) del número 1) reemplaza el inciso segundo del referido artículo 198 por otro del siguiente tenor:





“Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes, que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso eliminar la frase final del texto recién transcrito que reza “que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida”. Fundó su planteamiento en la circunstancia de que, tratándose de una causal de recusación, ésta debía consagrarse en los términos más objetivos posibles.

Los demás miembros presentes de la Comisión coincidieron con este planteamiento.


En consecuencia, en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Prokurica y Viera-Gallo, se resolvió suprimir la frase final del nuevo inciso segundo.
Número 2)


Este número 2) del artículo 1° del proyecto introduce enmiendas al artículo 215 del Código Orgánico de Tribunales.

Esta disposición consagra la institución de los abogados integrantes para las Cortes de Apelaciones. Preceptúa que para las situaciones en que, por falta o inhabilidad de alguno de sus miembros quedare una Corte o cualquiera de sus salas sin el número de jueces necesario para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, ellas se integrarán por los miembros no inhabilitados del mismo tribunal, con sus fiscales y con los abogados que se designen anualmente con este objeto.

A este numeral se presentó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Parra, que suprime el adverbio “anualmente”.


El Subsecretario de Justicia, señor Arellano, explicó que el proyecto propone aumentar de uno a cinco los años durante los cuales los abogados designados para integrar Cortes ejercerán esas funciones. Por ello, sostuvo que la indicación corrige un vacío que presenta la iniciativa.


Por lo expuesto, la indicación fue aprobada unánimemente, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Aburto, Prokurica y Viera-Gallo.
Número 3)


El número 3) del artículo 1° del proyecto introduce enmiendas al artículo 217 del Código Orgánico de Tribunales.

Esta disposición consagra la institución de los abogados integrantes para la Corte Suprema, los que son designados anualmente para esos cargos.

A este numeral se presentó la indicación número 2, también del Honorable Senador señor Parra, para incorporarle una nueva letra a), mediante la cual se suprime, en el inciso primero del artículo 217 del Código Orgánico de Tribunales, el adverbio “anualmente”.


Por las consideraciones expuestas al tratar la primera indicación, la indicación N° 2 fue aprobada por la misma unanimidad anterior.
Letra a)


Este literal del número 3) del artículo 1° del proyecto reemplaza el inciso cuarto del aludido artículo 217, por el siguiente:





“El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento. Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio. Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.


A este literal se presentó la indicación número 3, del mismo señor Senador, para eliminar en el nuevo inciso cuarto que se propone, la expresión “,luego de oído el interesado,”.


El Subsecretario de Justicia, señor Arellano, informó que una de las innovaciones que presenta la nueva regulación sobre abogados integrantes consiste en ofrecer a éstos la posibilidad de manifestar su interés por integrar salas según la especialización que ellos han alcanzado por su propia formación y desempeño profesional.


En atención a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Prokurica y Viera-Gallo, rechazó la indicación.
Número 4)

Letra a)


El número 4) del artículo 1° del proyecto enmienda el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales.



Este precepto contiene el procedimiento que deberá seguir el Presidente de la República para designar abogados integrantes; el número de éstos que se nombrarán para cada Corte; el período por el cual serán nombrados; los requisitos y condiciones que deben cumplir y la forma de nombrar a sus reemplazantes.


La letra a) de este número reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 219, por los siguientes:





“Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 





Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.


A la letra a) del número 4) se formuló la indicación número 4, del Honorable Senador señor Parra, para aumentar de ocho a nueve el número de abogados integrantes para la Corte de Apelaciones de Concepción.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, declaró inadmisible esta proposición en atención a que ella incide en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por cuanto se relaciona con la administración financiera o presupuestaria del Estado.

Letra b)


Este literal modifica el inciso tercero del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales con la finalidad de establecer que los abogados integrantes cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.


La indicación número 5, del mismo señor Senador, plantea, en cambio, que los abogados integrantes queden exceptuados de esta limitación y puedan ejercer esos cargos sin límite de edad. Para este fin, suprime lo siguiente:


“con excepción del límite de edad establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile,”.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo concordó con la indicación por considerar que personas mayores de 75 años están plenamente habilitadas para ejercer en forma normal las labores de abogado integrante.


El señor Subsecretario de Justicia expresó que el Ejecutivo considera más conveniente hacer extensiva a dichos abogados la regla general establecida para los jueces en el artículo 77 de la Carta Fundamental, según la cual éstos permanecerán en sus cargos sólo hasta cumplir 75 años de edad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, manifestó que este tema es esencialmente opinable y que respecto de él pueden sostenerse sólidos argumentos a favor y en contra. Propuso, por ello, resolver este punto con un criterio de justicia que consiste en mantener el límite de edad como regla general pero, al mismo tiempo, permitir que, en casos calificados, un interesado de 75 o más años pueda acceder al cargo o un abogado integrante pueda permanecer en él más allá de los 75 años, tanto en las Cortes de Apelaciones como en la Corte Suprema.


La Comisión, en definitiva, aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, la indicación número 5, con modificaciones, de manera de acoger la proposición formulada por su Presidente. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Aburto, Prokurica y Viera-Gallo.

Letra c)


Este literal sustituye el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales. Su texto reglamenta el procedimiento para formar las listas de postulantes a los cargos de abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, de las cuales las Cortes elaborarán las correspondientes ternas.


La frase final del inciso cuarto propuesto es del siguiente tenor:


“No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.

Las indicaciones números 6 y 7, de los Honorables Senadores señores Parra y Ríos, respectivamente, proponen eliminar esta oración final.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo coincidió con la supresión planteada pues, a su juicio, no debe limitarse a quienes reúnen las condiciones y los méritos para integrar Cortes por la circunstancia de haberse desempeñado en la Administración o haber sido parlamentario.


El Honorable Senador señor Aburto también concordó con la propuesta de las indicaciones. Señaló que existen diversos ejemplos de destacados políticos o ex Ministros de Estado que, posteriormente, han servido con mérito y con criterio independiente el cargo de abogado integrante. Agregó que la oración que se sugiere eliminar aparece como una suerte de descalificación, que no justifica ni comparte.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, se manifestó partidario de la norma aprobada por la Cámara de Diputados e hizo presente que estimaba inconveniente que personas del ámbito político intervinieran en el desempeño del Poder Judicial.


Puestas en votación estas indicaciones, fueron aprobadas por dos votos a favor y uno en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Aburto y Viera-Gallo. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Prokurica.

Letra d)


Este literal modifica el inciso quinto del mismo artículo 219 para regular la formación de las listas de postulantes a los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema.


El inciso quinto propuesto contiene una frase final idéntica a la del inciso cuarto, que prohíbe concursar a ex funcionarios públicos, ex parlamentarios y ex militantes de partidos políticos, que en los dos últimos años previos al concurso hayan tenido esa condición.


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Parra, elimina esta oración final.


Por las consideraciones expresadas al analizar las indicaciones anteriores, la Comisión, aprobó esta indicación, con la misma votación. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Aburtoy Viera-Gallo. El Honorable Senador señor Prokurica rechazó esta indicación.
- - - -
MODIFICACIONES PROPUESTAS

Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acogido en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°
Número 1)
Letra b)





Suprimir la frase final “que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida” y la coma (,) que la precede. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. (3 x 0).
Número 2)
Letra a), nueva





Incorporar como tal  la siguiente, pasando las actuales letras a) y b) a ser b) y c), respectivamente:





“a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.”. Indicación número 1. (3 x 0).
Número 3)
Letra a), nueva





Incorporar la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y b) a ser b) y c), respectivamente:





“a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.”. Indicación número 2. (3 x 0).
Número 4
Letra b)





Sustituirla por la siguiente:





“b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“Las ternas para abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre del año respectivo, enviarán a la Corte Suprema las respectivas Cortes de Apelaciones. En esta lista deberán figurar abogados que tengan su residencia en la ciudad que sirve de asiento al tribunal respectivo, que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad”. Indicación número 5. (3 x 0).
Letra c)




Eliminar su oración final, que comienza con la expresión “No podrán participar…”. Indicaciones números 6 y 7. (2 x 1).
Letra d)




Reemplazarla por la siguiente:





“d) Sustitúyese su inciso quinto por el siguiente:





“Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte. Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad. A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.  Indicaciones números 5 (3 x 0) y 8 (2 x 1).
- - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 





1) Modifícase el artículo 198 en la forma que se indica:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 198. Las causales de implicancia o recusación de los jueces, serán aplicables a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones.”.





b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes.”.





2) Modifícase el artículo 215 de la siguiente manera:





a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.





b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “por el orden de su designación en la lista de su nombramiento” por la siguiente: “según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oído a los nombrados.”.





c) Agrégase el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





3) Modifícase el artículo 217 de la siguiente manera: 





a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.





b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:





“El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento. Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio.  Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.




c) Agrégase al artículo 217 el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





4) Modifícase el artículo 219 en la forma que se indica:





a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:





“Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 





Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.





b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“Las ternas para abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre del año respectivo, enviarán a la Corte Suprema las respectivas Cortes de Apelaciones. En esta lista deberán figurar abogados que tengan su residencia en la ciudad que sirve de asiento al tribunal respectivo, que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad”.





c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:





“Estas listas contendrán el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas por la Corte Suprema. Para las referidas listas, la Corte de Apelaciones respectiva llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.





d) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:





“Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte. Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad. A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.





e) Intercálase, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:





“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.





f) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, la frase “Si por cualquiera causa alguno de los abogados designados para la Corte Suprema”, por la expresión: “Si a consecuencia de lo señalado en el inciso anterior, o por cualquier otra causa, alguno de los abogados designados para la Corte Suprema o para las Cortes de Apelaciones”.





g) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, por el siguiente:





“La Corte Suprema remitirá al Presidente de la República las ternas, y adjuntará las copias autorizadas de los antecedentes invocados en las postulaciones para abogados integrantes que sirvieron de base  para la elaboración de las respectivas listas y ternas, tanto en la Corte Suprema como en las Cortes de Apelaciones, según sea el caso.”. 





h) Agréganse, al final del artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:





“A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”.





5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 221, la expresión “treintava” por la siguiente: “veinteava”.





6) Introdúcese, a continuación del artículo 221, el siguiente artículo 221 bis:





“Artículo 221 bis. Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades.”.





7) Agrégase, en el artículo 323 bis, el siguiente inciso final: 





“La obligación señalada en este artículo regirá también respecto de los abogados integrantes a que se refieren los artículos 215 y 217. El abogado integrante que no haya dado cumplimiento a este requisito no podrá integrar sala en la Corte que haya sido nombrado.”.





Artículo 2º.- La presente ley comenzará a regir el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.





Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.

Disposiciones transitorias





Artículo primero transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley, el concurso público que se introduce en el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales por la modificación contenida en la letra c) del numeral 4) del artículo 1º, se llevará a efecto en el mes de septiembre inmediatamente siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o, en su caso, dentro de los quince días siguientes si se publicare en dicho mes o en uno posterior.





Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.





De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho período.





Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 





Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de diciembre de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Marcos Aburto Ochoa y José Antonio Viera-Gallo Quesney.

Sala de la Comisión, a 16 de diciembre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,
Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE SISTEMA DE REGULACIÓN DE ABOGADOS INTEGRANTES DE CORTES DE APELACIONES

(2950-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Diputados señora Marcela Cubillos y señores Víctor Pérez, Rodrigo Alvarez, Marcelo Forni e Iván Moreira.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado y el asesor del señalado Ministerio, señor Rodrigo Romo.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas: ---


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ---.

III.- Indicaciones rechazadas: ---


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto del artículo 1°, número 4 letra a) y número 5) y artículo 3°, permanentes, y artículo 2° transitorio del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN





Al darse inicio al análisis de la iniciativa, los representantes del Ejecutivo explicaron que el proyecto persigue básicamente profesionalizar la tarea de los abogados integrantes, proponiendo que los nombramientos se realicen sobre la base de concursos públicos; que la duración de los nombramientos sea de cinco años; que los abogados integrantes estén sujetos a un régimen similar al de la judicatura titular, con inhabilidades para el ejercicio profesional en áreas correspondientes a su la labor jurisdiccional y sometidos a un sistema de calificaciones.




Señalaron que el Ejecutivo pretende hacer atractivo el tema para los profesionales del derecho que se destaquen dentro de cada uno de los territorios de Corte, y sobre esa base se han propuesto fundamentalmente dos medidas, que tienen como objetivo asegurar el mayor número posible de integraciones:





- Los abogados tendrían 20 días de integración al mes y la idea es que cada uno de ellos pueda aprovechar al máximo esos días, para lo que se reduce el número de integrantes para cada Corte. La reducción se hizo sobre la base de calcular cuál ha sido el número de integraciones efectivas separadas por cada territorio jurisdiccional de cada una de las Cortes de Apelaciones del país. Puntualizaron que se está intentando una aproximación al número real en que ha sido necesario recurrir al complemento para integrar las Salas.





- Además, se aumenta la división porcentual de la remuneración que se asigna a los abogados integrantes por cada día de audiencia, de un treintavo a un veinteavo.





Precisaron que como existe un ítem específico al que se carga la cantidad de integraciones y se está reduciendo el número de integrantes, se estima que el mismo fondo será suficiente y que, por lo tanto, el proyecto no irrogará costos adicionales para el Estado.





El Honorable Senador señor Ominami solicitó información acerca del número de abogados integrantes y de las listas para la elaboración de ternas, según la ley vigente y según el proyecto en informe.

Artículo 1°

Número 4)

Letra a)


El número 4) del artículo 1° del proyecto enmienda el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales.



Este precepto contiene el procedimiento que deberá seguir el Presidente de la República para designar abogados integrantes; el número de éstos que se nombrarán para cada Corte; el período por el cual serán nombrados; los requisitos y condiciones que deben cumplir y la forma de nombrar a sus reemplazantes.


La letra a) de este número reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 219, por los siguientes:





“Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 





Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.


A la letra a) del número 4) se formuló la indicación número 4, del Honorable Senador señor Parra, para aumentar de ocho a nueve el número de abogados integrantes para la Corte de Apelaciones de Concepción.


- La Comisión no se pronunció acerca de la indicación número 4, que fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.




- El artículo 1°, número 4, letra a), fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, y con la abstención del Honorable Senador señor García.

Artículo 3°





Establece que el mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.





- Fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor García se abstuvo.

Artículo segundo transitorio





Es del siguiente tenor:





“Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.





De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho período.





Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 





Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.





- El artículo 2° transitorio fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor García se abstuvo.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 11 de julio de 2005, señala que “Atendiendo a los estudios elaborados por Ministerio de Justicia, se concluye que el proyecto de ley, en su globalidad, no irroga mayor gasto fiscal.”.


En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 





1) Modifícase el artículo 198 en la forma que se indica:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 198. Las causales de implicancia o recusación de los jueces, serán aplicables a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones.”.





b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes.”.





2) Modifícase el artículo 215 de la siguiente manera:





a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.





b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “por el orden de su designación en la lista de su nombramiento” por la siguiente: “según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oído a los nombrados.”.





c) Agrégase el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





3) Modifícase el artículo 217 de la siguiente manera: 





a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.





b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:





“El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento. Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio.  Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.




c) Agrégase al artículo 217 el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





4) Modifícase el artículo 219 en la forma que se indica:





a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:





“Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 





Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.





b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“Las ternas para abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre del año respectivo, enviarán a la Corte Suprema las respectivas Cortes de Apelaciones. En esta lista deberán figurar abogados que tengan su residencia en la ciudad que sirve de asiento al tribunal respectivo, que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad”.





c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:





“Estas listas contendrán el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas por la Corte Suprema. Para las referidas listas, la Corte de Apelaciones respectiva llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.





d) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:





“Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte. Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad. A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.





e) Intercálase, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:





“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.





f) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, la frase “Si por cualquiera causa alguno de los abogados designados para la Corte Suprema”, por la expresión: “Si a consecuencia de lo señalado en el inciso anterior, o por cualquier otra causa, alguno de los abogados designados para la Corte Suprema o para las Cortes de Apelaciones”.





g) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, por el siguiente:





“La Corte Suprema remitirá al Presidente de la República las ternas, y adjuntará las copias autorizadas de los antecedentes invocados en las postulaciones para abogados integrantes que sirvieron de base  para la elaboración de las respectivas listas y ternas, tanto en la Corte Suprema como en las Cortes de Apelaciones, según sea el caso.”. 





h) Agréganse, al final del artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:





“A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”.





5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 221, la expresión “treintava” por la siguiente: “veinteava”.





6) Introdúcese, a continuación del artículo 221, el siguiente artículo 221 bis:





“Artículo 221 bis. Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades.”.





7) Agrégase, en el artículo 323 bis, el siguiente inciso final: 





“La obligación señalada en este artículo regirá también respecto de los abogados integrantes a que se refieren los artículos 215 y 217. El abogado integrante que no haya dado cumplimiento a este requisito no podrá integrar sala en la Corte que haya sido nombrado.”.





Artículo 2º.- La presente ley comenzará a regir el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.





Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.

Disposiciones transitorias





Artículo primero transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley, el concurso público que se introduce en el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales por la modificación contenida en la letra c) del numeral 4) del artículo 1º, se llevará a efecto en el mes de septiembre inmediatamente siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o, en su caso, dentro de los quince días siguientes si se publicare en dicho mes o en uno posterior.





Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.





De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho período.





Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 





Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 4 de enero de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA LA LEY Nº 19.950, A FIN DE ESTABLECER PENA EN CASO DE HURTO FALTA EN GRADO DE FRUSTRADO Y SANCIONAR COMO DELITO EL HURTO HORMIGA

(3867-07 y 3931-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Diputado señor Patricio Walker Prieto y copatrocinada por los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, José Ramón Barros Montero y Leopoldo Sánchez Grunert.


La iniciativa ha sido declarada de suma urgencia por el Presidente de la República, según oficio del que se dio cuenta al Senado en la sesión de 3 de enero de 2006.
- - - - - -


A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto asistieron, en representación del Ejecutivo, el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil y el Director de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes. 
- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que el artículo único del proyecto fue objeto de sólo dos Indicaciones, las que se aprobaron refundidas y con modificaciones.


De conformidad con lo establecido en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión propone discutir este proyecto en general y en particular a la vez.

- - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Como se explicara en el primer informe, esta iniciativa legal tiene por finalidad complementar la ley Nº 19.950, que aumenta las sanciones a los hurtos y facilita su denuncia e investigación, estableciendo la pena de multa respecto del hurto falta cuando se encuentra tanto en el grado de tentativa como en el de frustrado. Asimismo, sanciona la reincidencia en la comisión de estos ilícitos.
- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES


a) Código Penal:


En lo que respecta al presente proyecto, cabe mencionar las siguientes disposiciones:


El artículo 7º, que dispone que son punibles no sólo el crimen o simple delito consumado, sino el frustrado y la tentativa.


El inciso segundo de esta norma señala que hay crimen o simple delito frustrado cuando el delincuente pone de su parte todo lo necesario para que el crimen o simple delito se consume y esto no se verifica por causas independientes de su voluntad.


El inciso tercero agrega que hay tentativa cuando el culpable da principio a la ejecución del crimen o simple delito por hechos directos, pero faltan uno o más para su complemento.


El artículo 9º, que establece que las faltas sólo se castigan cuando han sido consumadas.


El artículo 12, el cual, entre las circunstancias agravantes de la responsabilidad penal, contempla la de ser reincidente en delito de la misma especie (Nº 16). 


El artículo 50, conforme al cual a los autores de delito se impondrá la pena que para éste se halle señalada en la ley.


El inciso segundo de dicho artículo precisa que, siempre que la ley designe la pena de un delito, se entiende que la impone al delito consumado.


El artículo 51, que dispone que a los autores de crimen o simple delito frustrado y a los cómplices de crimen o simple delito consumado, se impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley para el crimen o simple delito.


El artículo 52, que en su inciso primero sanciona a los autores de tentativa de crimen o simple delito, a los cómplices de crimen o simple delito frustrado y a los encubridores de crimen o simple delito consumado, con la imposición de la pena inferior en dos grados a la que señala la ley para el crimen o simple delito.


El artículo 60, cuyo inciso primero establece que la multa se considera como la pena inmediatamente inferior a la última en todas las escalas graduales.


El artículo 494 bis, agregado al Código por la ley Nº 19.950, conforme al cual los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio (de 1 a 40 días de privación de libertad) y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales
, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual
.


El inciso segundo dispone que, en caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo (de 41 a 60 días de privación de libertad).


El inciso tercero agrega que, en los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentada en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.


El inciso final establece que se sancionará también la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º.


b) Ley Nº 19.950, que aumenta las sanciones a los hurtos y facilita su denuncia e investigación.

- - - - - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe recordar que la presente iniciativa tiene por finalidad salvar los inconvenientes de la ley Nº 19.950, puestos en evidencia por un fallo de la Corte Suprema que consideró incompleta la figura penal, porque no señala precisa y determinadamente la pena que corresponde al hurto falta cuando se halle en los grados de frustrado o de tentativa.



Fueron presentadas dos Indicaciones al texto del proyecto de ley contenido en el Primer Informe, las que fueron analizadas por la Comisión en forma conjunta.


A continuación se describen brevemente el artículo del proyecto aprobado en general y las Indicaciones presentadas, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.

Artículo Único


Sustituye el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal por otro, mediante el cual se establece que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º del mismo Código, la falta de que trata el mencionado artículo 494 bis se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se configura en grado de frustrada.

Indicación Nº 1)


Del Honorable Senador señor Fernández, para reemplazar el artículo único del proyecto por otro, que modifica el artículo 494 bis del Código Penal, en dos aspectos.

En el inciso segundo, que fija como pena para el caso de reincidencia en hurto falta la de prisión en grado máximo, agrega lo siguiente: “salvo que el fiscal solicite una pena menor de prisión o multa, o de ambas conjuntamente. Se entenderá que el imputado es reincidente cuando haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento.”.


Además, sustituye el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“La falta a que se refiere este artículo se sancionará como consumada desde que esté en estado de tentativa, y serán siempre aplicables los incisos precedentes.”.


La Comisión advirtió que la referencia debe entenderse hecha al inciso cuarto, que estipula que la falta frustrada y la tentativa se sancionarán conforme a las definiciones del artículo 7º.

La presente indicación tuvo su origen en el proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández, relativo al hurto falta, correspondiente al Boletín 
Nº 3.969-07 y que actualmente cumple su primer trámite constitucional en el Senado, en esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


A pesar de que dicho proyecto trata similar materia a la contenida en la iniciativa sobre la que versa el presente informe, la acumulación de ambos proyectos no era factible, por cuanto uno de ellos se encuentra en el segundo trámite constitucional (Boletín Nº 3.867-07), en tanto que el otro (Boletín Nº 3.969-07), como se dijo, está en el primero.


La acumulación de iniciativas en diferente estado de tramitación significaría privar a la cámara revisora de sus facultades para analizar, en segundo trámite constitucional, el proyecto que actualmente se encuentra en primer trámite en el Senado (Boletín Nº 3.969-07), lo que transgrede el inciso segundo del artículo 69 de la Constitución Política de la República, que requiere que todos los proyectos aprobados en la cámara de origen sean examinados por la revisora.


Considerando esta circunstancia, la Comisión, en su primer informe dejó constancia de que las disposiciones contenidas en el Boletín Nº 3.969-07 serían integradas al articulado del proyecto en informe por vía de indicación, y que se propondrá el archivo del referido boletín, una vez despachado el presente proyecto en el segundo trámite constitucional.
Indicación Nº 2)

Del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazar el artículo único del proyecto por otro, que modifica el artículo 494 bis del Código Penal, en los siguientes términos.


Sustituye el inciso final, relativo a la sanción de la falta frustrada y de la tentativa, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro Unidades Tributarias Mensuales si se encontrare en grado de frustrada.”.


Elimina el inciso segundo y agrega el siguiente nuevo inciso final:


“En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo. No obstante, si el autor hubiere reincidido anteriormente, el juez impondrá la pena de presidio o reclusión menores en su grado mínimo.”.

DEBATE Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN


El Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa, señaló que, al tenor de las indicaciones presentadas, habría que revisar, a lo menos, las siguientes materias: el establecimiento de una pena para la tentativa de hurto falta -y no sólo para la falta frustrada-, la sanción para el caso de reincidencia y el establecimiento de una escala de agravamiento o de aumento progresivo de la pena en relación al número de reincidencias.


Explicó que el Ejecutivo es partidario de sancionar no sólo el hurto falta consumado o frustrado, sino que también la tentativa. Recalcó que ésa ha sido su opinión incluso desde la tramitación del proyecto que dio origen a la ley Nº 19.950.


Recordó que durante el curso del primer trámite constitucional del presente proyecto de ley en la Cámara de Diputados, se eliminó la penalización de la tentativa, por estimarse que ello podría dar lugar a abusos, en el sentido de que la norma se podría extender a situaciones demasiado extremas y llegar a comprender, por ejemplo, los casos en que las personas toman los productos de un supermercado simplemente para revisarlos y no para comprarlos. 


Sin embargo, advirtió, el Ejecutivo teme el riesgo contrario, esto es, que los jueces terminen calificando en grado de tentativa delitos que, en verdad, se han frustrado y, por tanto, dejándolos sin sanción. Por tal razón, indicó, sería aconsejable establecer también una pena, aunque sea mínima, para la tentativa de este ilícito. 


Por otro lado, añadió, en esta materia resulta particularmente importante que exista un registro de sanciones, para los efectos de configurar la reincidencia y, así, quienes se dediquen en forma habitual a estas actividades sean efectivamente castigados.


El Honorable Senador señor Espina recordó que lo que ha motivado el presente proyecto de ley es precisamente la gran cantidad de casos que quedan en la impunidad fruto de la calificación de los hechos delictivos en grado de tentativa o frustración, lo que impide sancionar a los responsables, por cuanto en la legislación actual dichos grados del iter criminis no tienen asignada una sanción específica, como lo exige el principio de legalidad de la pena. 


El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, precisó que el problema se acentúa si se considera que, en este tipo de ilícitos, determinar el límite entre la tentativa y la frustración es tarea muy compleja, lo que dificulta la calificación de los hechos y, en definitiva, propicia la impunidad.


Agregó que el camino para salvar dicho problema es establecer expresamente una sanción para ambos ilícitos -la falta tentada y la frustrada-, de modo que ninguno de ellos pueda quedar excusado al amparo del otro.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, coincidió con lo anterior y puntualizó que, para tales efectos, se puede establecer una misma sanción para la tentativa y la frustración o bien, establecer penas diferenciadas para cada grado. 


El Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que la indicación Nº 1) sanciona la falta frustrada con la misma pena que la consumada.


El Honorable Senador señor Aburto indicó que ésta no sería la primera vez que en nuestra legislación un hecho punible se considera como consumado y se sanciona como tal desde que se encuentra en grado de tentativa y citó como ejemplo el hurto de animales. Por consiguiente, concluyó, sería perfectamente factible que la falta que se estudia se sancione como consumada desde que se configure la tentativa.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, discrepó de lo anterior señalando que podría resultar excesivo sancionar la simple tentativa de hurto hormiga con una pena privativa de libertad, lo que, por lo demás, podría generar un total desacuerdo en la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Chadwick propuso mantener la pena ya establecida para la falta consumada y establecer una pena inferior para la falta en grado de tentativa o de frustrada. Explicó que asignar a estas dos últimas una misma sanción, inferior a la consumada, permite diferenciar claramente aquéllas de ésta.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina propuso eliminar de la norma en estudio la frase “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código,”, por estimarla innecesaria.


La Comisión estuvo conteste con ambas sugerencias y las aprobó.


Asimismo, rechazó la frase “salvo que el fiscal solicite una pena menor de prisión o multa, o de ambas conjuntamente.”, contenida en la indicación Nº 1), letra a), por cuanto ella está en la lógica de sancionar la falta frustrada con la misma pena que la consumada, idea que fue desestimada.


Enseguida, en materia de reincidencia, la Comisión acordó trasladar al inciso final el actual inciso segundo del artículo 494 bis en análisis, que reza: “En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo” y agregar, a continuación, la norma propuesta por la indicación Nº 1), letra a), en su segunda parte, esto es, “se entenderá que el imputado es reincidente cuando haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento.”.


Los miembros de la Comisión coincidieron en estimar que esta ubicación de la regla sobre reincidencia, como inciso final, la hace aplicable tanto a la falta consumada como a la tentativa y a la frustrada.


A continuación, se analizó la posibilidad de establecer una escala de agravamiento de la pena con motivo de sucesivas reincidencias, es decir, el aumento progresivo de la sanción para el caso de incurrir en varias reincidencias.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó de acuerdo con establecer dicha escala de agravamiento, sobre todo en consideración a que normalmente quienes protagonizan estos hechos son delincuentes que han hecho de este comportamiento un hábito.


El Honorable Senador señor Aburto advirtió que respecto de la reincidencia también operan las normas sobre prescripción, por lo que debe considerarse esa circunstancia.


En vista de ello, se añadió un inciso final al precepto, que regula la prescripción de la agravante, fijando el mismo plazo que el artículo 94 señala para la prescripción de la acción penal por faltas.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, indicó que, en todo caso, justamente el objetivo es castigar al que hurta de manera frecuente, al que incurre en la misma conducta delictiva una y otra vez. 

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Espina, planteó la necesidad de dejar comprendidos en esta regla de la reincidencia no sólo al autor -como acota el inciso primero- sino que igualmente a cómplices y encubridores, para que también se aplique a su respecto.


El Director Jurídico del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, indicó que, si se trata de cómplices o encubridores que han sido previamente condenados en calidad de tales, proceden igualmente las normas de la reincidencia y se les aplica la pena que corresponda. Hizo presente que, en todo caso, conforme a la regla especial de pena que acá se está estableciendo, siempre se aplicaría, a lo menos, la de multa. 


El Honorable Senador señor Espina propuso, para despejar toda duda respecto de la procedencia de la regla sobre reincidencia, cualquiera que sea el grado de participación criminal, agregar en el inciso respectivo un párrafo que establezca que, si el o los responsables han reincidido anteriormente, la pena que les corresponda 
-según su grado de participación- se elevará en un grado.


El Honorable Senador señor Chadwick se manifestó de acuerdo con dicha fórmula amplia, señalando que, de ese modo, el juez dispone de toda la escala de penas para aplicar a cada partícipe la sanción que le corresponda.


La Comisión, en forma unánime, aprobó la referida sugerencia.


- Puestas en votación las indicaciones Nos 1 y 2, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick y Espina. 
- - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo Único


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:


“Art. 494 bis. Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual.


La falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se encuentra en grado de tentativa o frustrada.


En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentadas en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.


En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo. Se entenderá que hay reincidencia cuando el responsable haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento. No obstante, si el responsable ha reincidido dos o más veces se aumentará la pena en un grado.

La agravante regulada en el inciso precedente prescribirá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104. Tratándose de faltas, el término de la prescripción será de seis meses.”.”.
- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:


“Art. 494 bis. Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual.


La falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se encuentra en grado de tentativa o frustrada.


En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentadas en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.


En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo. Se entenderá que hay reincidencia cuando el responsable haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento. No obstante, si el responsable ha reincidido dos o más veces se aumentará la pena en un grado.

La agravante regulada en el inciso precedente prescribirá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104. Tratándose de faltas, el término de la prescripción será de seis meses.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de enero de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa y Andrés Chadwick Piñera. 

Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2006.
(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE AMPLIA CONCEPTO DE ACCIDENTE DEL TRABAJO CONTEMPLADO EN LA LEY Nº 16.744, SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 

(4009-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado, oportunamente, por la Sala del Senado.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Marisol Aravena, acompañada de la Jefa del Departamento Jurídico de esa Subsecretaría, señora Nadia Tobar, y el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Ampliar el concepto de accidentes del trabajo a los que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Os hacemos presente que deben aprobarse con quórum calificado los dos artículos del proyecto, por cuanto regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de esa Ley Fundamental.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El Código del Trabajo.


2.- La ley Nº 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


3.- La ley Nº 19.345, que dispone aplicación de la ley Nº 16.744 a trabajadores del sector público que señala.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se inicia este proyecto de ley señala que el Gobierno estima imprescindible abordar la situación que afecta a muchos trabajadores que, necesariamente, se desplazan durante el día laboral entre distintos lugares de trabajo, que corresponden a diferentes empleadores, atendido que hoy en día los accidentes que sufren no pueden ser considerados accidentes del trabajo, con el consecuente impacto económico, social y humano que ello significa para los eventuales afectados.


Agrega que respecto a esta sensible problemática social, debe reconocerse, especialmente, la contribución y colaboración de los Honorables Diputados señoras Adriana Muñoz y Carolina Tohá, y señores Fulvio Rossi, Alejandro Navarro, Eduardo Saffirio y Rodolfo Seguel, quienes han impulsado una moción parlamentaria que aborda adecuadamente la realidad descrita precedentemente.


Por lo anterior, el Gobierno, recogiendo, en lo esencial, los contenidos y objetivos de esa moción en curso, como lo anunciara previamente, somete a la consideración del Congreso Nacional una normativa que permite subsanar el vacío legal que impide reconocer esta realidad laboral. Es así, como el proyecto de ley incorpora al concepto de accidente del trabajo los que se produzcan en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque sean de distintos empleadores.


Añade que el proyecto que se presenta busca también evitar cualquier duda de constitucionalidad en relación a la aludida moción parlamentaria, por cuanto la materia a regular se refiere a prestaciones de seguridad social, cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República.


A mayor abundamiento, el Mensaje connota que para cuantificar en términos relativos el número de personas beneficiadas con la iniciativa, se ha partido del supuesto de que quienes se desplazan entre dos lugares distintos de trabajo tienen, a lo menos, dos empleadores. Así, de acuerdo a los antecedentes existentes en el sistema del Seguro de Cesantía, respecto a las personas afiliadas a dicho seguro, quienes registran imposiciones para dos o más empleadores ascenderían, durante el período de vigencia del Seguro, a un porcentaje cercano al 3% del total de cotizantes.


Por último, el Mensaje hace presente que la iniciativa de ley no tiene impacto ni incidencia fiscal, que será financiada, en lo pertinente, con los recursos del seguro contemplado en la ley Nº 16.744, y que su aprobación proporcionará una mayor protección a los trabajadores, pues los accidentes a que se refiere el proyecto, actualmente, se consideran como un accidente común, con las consecuencias asociadas a dicha errónea calificación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En primer término, cabe señalar que la Asociación de Mutuales A.G. hizo llegar un documento con sus opiniones respecto del proyecto en análisis, cuya copia se encuentra a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En dicho documento se destaca que las Mutualidades de Empleadores reunidas en la Asociación de Mutuales A.G. están absolutamente de acuerdo en que se legisle respecto de la materia de que trata esta iniciativa legal, de manera que los accidentes en cuestión queden cubiertos por la ley Nº 16.744, no obstante lo cual plantean que resultaría más propio considerarlos como accidentes con ocasión del trabajo y no como accidentes de trayecto.


En esa línea, hacen presente que al contemplarlos como accidentes de trayecto y no con ocasión del trabajo, se genera un efecto en el financiamiento del seguro social, ya que los accidentes de trayecto no se imputan a las tasas de siniestralidad que se consideran para el cálculo de la cotización adicional de cargo de los empleadores y, por ende, el costo de dichos accidentes debe ser asumido por los administradores del sistema, con cargo a la cotización básica general fija, esto es, los accidentes de trayecto no son un factor del cálculo de la cotización adicional.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio no estuvo de acuerdo con el planteamiento anterior, ya que el proyecto sólo pretende hacerse cargo de un vacío de la ley que no consideraba este tipo de accidentes de trayecto, y que hoy es necesario contemplar, atendido el creciente número de trabajadores que laboran para más de un empleador.


No corresponde contemplar como accidentes del trabajo en la empresa a aquéllos a los que se refiere el proyecto, por cuanto, de acuerdo a este sistema de seguro social, cuando se trata de los primeros existe todo un conjunto de normas relacionadas con la prevención de los mismos, en que participan los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, adoptando acciones y medidas, justamente, para prevenir tales contingencias, cuestión que no es factible respecto de estos accidentes de trayecto, que no son posibles de prever y, en consecuencia, son ajenos a la voluntad del empleador y del propio trabajador.


Su Señoría agregó que no es propiamente materia de este proyecto el análisis del financiamiento del sistema por medio de las tasas de cotizaciones, asunto que, en todo caso, no tendría inconveniente en debatir, con motivo de otra iniciativa que lo abordare.


La señora Subsecretaria de Previsión Social afirmó que el objetivo del proyecto es subsanar un vacío que tiene la Ley sobre Accidentes del Trabajo, a raíz de las nuevas modalidades de empleo, que hacen cada vez más frecuente que un trabajador tenga más de un empleador. En efecto, se está produciendo una menor cobertura de los accidentes de trayecto, lo que no fue el espíritu del legislador, generándose para los administradores del sistema un ahorro no deseado por aquél.


Recalcó que este proyecto busca asegurar una mayor protección a los trabajadores.


En cuanto a los argumentos económicos a que se refiere el documento de la Asociación de Mutuales A.G., la señora Subsecretaria manifestó que, de acuerdo a la información que manejan los organismos técnicos, a saber, la Superintendencia de Seguridad Social, durante el año 2004 las Mutuales habrían tenido un margen operacional de un 4,4% y una rentabilidad de un 12,2%. Los costos estimativos que generaría este proyecto de ley, incluso considerando que todos los trabajadores con más de un empleador se accidentaran, sería de $ 340.000.000; por lo tanto, con el margen operacional y la rentabilidad aludidos, las Mutuales no tendrían riesgos financieros.


El Honorable Senador señor Parra señaló que el proyecto está muy bien fundamentado y resulta absolutamente necesario. Su Señoría no tiene reparos respecto de la estructura de la iniciativa.


El señor Senador resaltó que le llamó la atención el número de trabajadores que tienen más de un empleador, cuestión que se refleja en las estadísticas contenidas en el Mensaje del Ejecutivo.


Por otra parte, en lo relativo a los planteamientos de la Asociación de Mutuales A.G., Su Señoría no estima que esos organismos pudieran enfrentar situaciones financieras delicadas, pues ello no se condice con las importantes inversiones periódicas que realizan en infraestructura física.


Finalizó su intervención, anunciando que aprobará este proyecto en general y en particular.


El Honorable Senador señor Canessa expresó su total acuerdo con la iniciativa en examen, toda vez que viene a llenar un vacío legal, atendiendo a las nuevas realidades laborales, de manera justa y adecuada.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto consta de dos artículos, los cuales se describen a continuación.

Artículo 1º

Modifica el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 16.744, para agregar al final del mismo, lo siguiente:


“, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro”.


Cabe consignar que el citado artículo 5º, en su inciso primero, establece qué se entiende por accidente del trabajo para los efectos de esa ley.


Su inciso segundo agrega, textualmente, lo siguiente:


“Son también accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre la habitación y el lugar del trabajo.”.

Artículo 2º


Preceptúa que la ley en proyecto regirá a partir del 1º del mes subsiguiente al de su publicación.


- En virtud de las consideraciones expuestas a propósito de la discusión en general del proyecto, vuestra Comisión aprobó, unánimemente, sus artículos 1º y 2º, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 16.744, agregando, antes del punto final (.), lo siguiente: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso, se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro”.


Artículo 2º.- La presente ley regirá a partir del 1º del mes subsiguiente al de su publicación.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Augusto Parra Muñoz (Presidente Accidental), Julio Canessa Robert y José Ruiz De Giorgio.


Sala de la Comisión, a 23 de diciembre de 2005.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE AMPLIA CONCEPTO DE ACCIDENTE DEL TRABAJO CONTEMPLADO EN LA LEY Nº 16.744, SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 

(4009-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que vuestra Comisión de Hacienda consideró este proyecto asistieron, además de sus miembros, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Marisol Aravena y los asesores jurídicos señores Pedro Contador y Francisco del Río.

El proyecto de ley en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Cabe destacar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que discutió el proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado en su oportunidad por la Sala del Senado.


En lo referente a las normas de quórum, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo consignado al respecto en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - - 

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre el artículo 1° del proyecto, en los términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN





Al darse inicio al análisis del proyecto, el Honorable Senador señor García hizo presente que no obstante que el informe financiero del proyecto señala que éste no involucra costo estima que la extensión de una cobertura siempre significa un costo. Destacó que en su opinión lo relativo a accidentes del trabajo opera bien en el país y que no quisiera que por la vía de agregar algunas cosas se contara al final con una ley que en los hechos termine desfinanciada.





Los representantes del Ejecutivo explicaron que en la materia lo que se está haciendo es completar e incorporar a la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales a los trabajadores que tienen más de un empleo, otorgándoles una protección que dicha normativa legal no contempló al momento de su dictación, porque no existían las modalidades de trabajo que hay en la actualidad. Para ello se incorpora a la definición de accidente del trayecto, que es el que ocurre entre la casa y el trabajo y a la inversa, aquellos que ocurran entre dos trabajos.





Informaron que de acuerdo a los antecedentes que obran en su poder existen 75.000 trabajadores incorporados al seguro de cesantía que tendrían dos o más contratos de trabajo.





Afirmaron que el costo estimado es de un máximo de $340 millones, suponiendo que ocurriesen todos los accidentes de trabajo que pudieran darse, que ascenderían a 658. Aseguraron que, considerado el costo y los márgenes operacionales financieros de las Mutualidades de Empleadores, el porcentaje menor  de nuevos accidentes que pudieran producirse se considera irrelevante. Pusieron de relieve que la tasa y estructura de cotización de los empleadores es un tema que las Mutualidades aceptaron discutir en una mesa de trabajo llamada a ese efecto, en un contexto distinto al del proyecto en informe.





El Honorable Senador señor García hizo notar que si en el país hay en la actualidad casi 6 millones de trabajadores un porcentaje no inferior al 20% de esa cifra tiene más de un trabajo.





Los personeros del Ejecutivo explicaron que los accidentes de trayecto son una asimilación a los accidentes del trabajo, y que por tanto, la protección general que se les da es de accidentes del trabajo.





Pusieron de relieve que según las estadísticas del seguro de desempleo, dentro de los 6 millones de trabajadores hay aproximadamente 3,5 millones de trabajadores dependientes, que son los que cotizan. De ellos, de los afiliados al seguro de cesantía, los trabajadores que tienen entre dos y siete empleos suman aproximadamente 74.000 personas. Esto podría proyectarse a cerca de 150.000 cotizantes por aquellos que aún no se incorporan al seguro de desempleo.





Precisaron que la afirmación de que el proyecto no involucra costo se basa en la circunstancia de que hoy en día respecto de las 74.000 personas existe un ahorro indebido por el vacío de la ley que no se puso en el caso de la persona que tiene dos empleos. En efecto, respecto de la persona que se traslada desde un trabajo a otro habría un empleador que está ahorrándose los accidentes del trayecto que están cubiertos en la tasa que él paga, porque el trabajador no vendría desde su domicilio, sino desde su otro empleo. Estimaron que el universo de accidentes no variará por efectos de la ley y por ende no habrá mayor costo para las Mutualidades.





El Honorable Senador señor Ominami solicitó antecedentes acerca del total de población activa, personas que están en el seguro de desempleo y personas que tienen más de un trabajo, los que los representantes del Ejecutivo señalaron que harían llegar directamente a los miembros de la Comisión.

Artículo 1°




Modifica el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 16.744, agregando, antes del punto final (.), lo siguiente: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso, se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro”.




El referido artículo 5º, en su inciso primero, establece qué se entiende por accidente del trabajo para los efectos de esa ley.





Su inciso segundo agrega lo siguiente:





“Son también accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre la habitación y el lugar del trabajo.”.





- Sometido a votación el artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de noviembre de 2005, señala que “Esta iniciativa no involucra un costo fiscal.”.

En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 16.744, agregando, antes del punto final (.), lo siguiente: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso, se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro”.





Artículo 2º.- La presente ley regirá a partir del 1º del mes subsiguiente al de su publicación.”.

- - -

Acordado en sesión realizada el día 4 de enero de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.

- - -

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,





Secretario.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ROMERO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE AL SENADO CONOCER CALIFICACIONES DE MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL, CUANDO EJERZA LA FACULTAD CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 53, NÚMERO 9, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(4070-07)

HONORABLE SENADO:


El artículo 53 número 9 de la Constitución Política del Estado establece que es atribución exclusiva del Senado "aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional".  Dicha facultad se ha venido ejerciendo ininterrumpidamente desde fines de 1997, ocasión en la cual se estableció un nuevo sistema en la designación de los miembros de la Corte Suprema.


El Senado de la República, en uso de sus atribuciones, estableció que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento debe emitir un informe sobre la materia y la referida Comisión ha invitado a los Ministros de Corte designados por el Presidente de la República a fin de conocer sus planteamientos sobre el quehacer del Poder Judicial.


La realización de este sistema de audiencias ha ido perfeccionándose con el tiempo y ha dejado establecida la enorme utilidad y conveniencia de recurrir a esta práctica que permite que los senadores de la Comisión puedan informar cabalmente y de manera fundada sobre los diversos aspectos que se deben tener en cuenta para que la Sala del Senado adopte una resolución acerca de la solicitud del Presidente de la Republica.


En este sentido resulta de particular interés e importancia que el Senado pueda conocer las calificaciones que en su vida funcionaria ha detentado la persona que es sometida a la aprobación de la Cámara Alta.  Sin embargo, el artículo 274 del Código Orgánico de Tribunales dispone en su letra c) inciso segundo, que "Las calificaciones individuales que realiza cada calificador deberán ser debidamente suscritas por éste, se archivarán en la secretaría del órgano calificador y tendrán el carácter de reservadas, salvo para el calificado, el órgano calificador, el Presidente de la República y el Ministro de Justicia.


Dicha norma resulta un impedimento para que el Senado pueda conocer la trayectoria funcionaria de la persona sobre la cual se debe tomar la resolución de designarla para integrar la Corte Suprema.  Razón por la cual, dada la trascendencia de la materia llamada a resolverse, resulta necesario introducir una modificación al referido articulado a fin de dejar establecido expresamente que se le debe comunicar al Senado las calificaciones del Ministro de Corte que ha sido designado por el Presidente de la República cuando este solicita que la Cámara Alta actúe conforme al artículo 53 número 9 de la Constitución Política del Estado.


Por lo anterior, es que vengo a presentar la siguiente moción parlamentaria:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Introdúcese al artículo 274 del Código Orgánico de Tribunales, al final del inciso segundo de la letra c), lo siguiente:

"y el Senado de la República cuando ejerza la facultad contenida en el artículo 53, número 9 de la Constitución Política del Estado".

(Fdo.):SERGIO ROMERO PIZARRO,

Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GARCÍA CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA EXISTENCIA OBLIGATORIA EN CADA CÁMARA DE UNA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN

(4073-06)

HONORABLE SENADO:

La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, N° 18.918, dispone, en su artículo 17°, que el Senado y la Cámara de Diputados establecerán en sus respectivos reglamentos las comisiones permanentes que consideren necesarias para informar los proyectos sometidos a su consideración. Con ello, la ley reconoce la tradicional modalidad en que ambas Cámaras del Congreso Nacional organizan el trabajo legislativo, regulada tradicionalmente en sus respectivos reglamentos. De esta forma, las Cámaras someten los proyectos de ley sujetos a su aprobación al análisis y estudio previo de comisiones técnicas, formadas por parlamentarios, que informan a la Sala respectiva sobre la materia, proponiendo la aprobación, modificación o rechazo de la iniciativa.
No obstante su autonomía para establecer las comisiones que estimen convenientes, por mandato del precepto legal citado las Cámaras se encuentran obligadas tener una comisión de hacienda, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas. Esta comisión, en todo caso, debe indicar en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto, y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.
Esta saludable disposición está destinada a precaver que los proyectos de ley puedan causar efectos negativos en la economía del país. Y es tanta la importancia que la ley atribuye al informe de la Comisión de Hacienda, que cuando en su artículo 21 admite que, por acuerdo unánime de la Sala, las Cámaras omitan el trámite de comisión de un proyecto que se halle en primer o segundo trámite constitucional o de observaciones del Presidente de la República, haciendo excepción a la obligatoriedad de que sean siempre informados por la comisión respectiva, precisa que esta facultad no se aplica en el caso de los asuntos que, según esta ley, deben ser informados por la comisión sobre hacienda, en cuyo caso, no es posible omitir el estudio por la respectiva Comisión de Hacienda.
De la manera indicada, el legislador ha demostrado su especial preocupación por que se mantengan los equilibrios en la economía nacional, de manera de que la legislación no afecte negativamente el progreso y desarrollo del país.
Como es sabido, el actual artículo 3° de la Carta Fundamental, recientemente modificado por la reforma introducida por la ley N° 20.050, de 26 de agosto de 2005, ha impuesto a los órganos el Estado un nuevo deber, el cual consiste en que éstos deben promover el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.
Esta nueva obligación, que se añade al mandato constitucional de que la administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley, representa un nuevo avance en el proceso regionalizador, al promover su fortalecimiento y profundización, lo que constituye una aspiración compartida por todos los sectores de la vida nacional.
El permanente cumplimiento de este deber por parte legislador debe constituir una preocupación especial de los parlamentarios, como representantes de la voluntad popular, particularmente por parte de los Senadores, representantes por excelencia de las regiones del Chile.
Creemos que el cumplimiento de este deber constitucional se vería reforzado y cautelado en mejor forma si, al igual como ocurre en materia presupuestaria y financiera del Estado, en que la ley ha previsto la existencia de una comisión sobre hacienda, la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dispusiera expresamente que deberá existir en cada Cámara una comisión de gobierno, descentralización regionalización, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en descentralización de la administración del Estado, así como de lo tocante a la promoción del fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo entre las regiones, provincias y comunas.
Por las razones expresadas, tenemos el honor de proponeros el siguiente
Proyecto de Ley:
Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de la manera siguiente:
1)
Agrégase al artículo 17°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Habrá asimismo, en cada Cámara, una comisión de gobierno, descentralización y regionalización encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en la descentralización de la administración del Estado, así como en lo tocante a la promoción del fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.
2) Agrégase, al final del artículo 21, la frase siguiente: "o por la de gobierno, descentralización y regionalización.".
(Fdo.):José García Ruminot,

Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GARCÍA CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL PROCEDIMIENTO QUE RIGE LA CUENTA PÚBLICA DEL CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

(4074-07)

honorable senado:
En conformidad al artículo 143 de la Ley N° 10.336, Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, procede que el Contralor General elabore una Cuenta Pública anual sobre la gestión del Organismo Contralor, cuyo contenido señala la misma ley.
Esta norma fue establecida en virtud de las modificaciones introducidas por la ley 19.817 (Boletín 2610-07) a la Ley Orgánica de la Contraloría, que, entre otras materias, reemplazaron el informe anual sobre el ejercicio financiero del año anterior y las demás actividades de la Contraloría, por una Cuenta Pública de la gestión y un informe sobre la situación presupuestaria, financiera y patrimonial del Estado, correspondiente al ejercicio contable del año anterior.
En efecto, dispone la citada norma legal que el Contralor General elaborará anualmente la Cuenta Pública sobre la Gestión de la Contraloría General correspondiente al año anterior, la cual contendrá lo siguiente:
a) Un resumen de las principales actividades desarrolladas en el cumplimiento de sus funciones;
b) Una relación de los decretos de insistencia dictados por el Presidente de la República, con indicación de los fundamentos de la representación y de la insistencia;
c) Una reseña de las principales dudas y dificultades que se hayan suscitado con motivo de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, pudiendo sugerir modificaciones para el mejor y más expedito funcionamiento de la Administración;
d) Un estado de la situación financiera interna del organismo, y
e) Otras materias a las cuales el Contralor General estime conveniente referirse.
Señala también la ley la oportunidad en que deberá rendirse y el procedimiento que deberá seguirse para dar a conocer esta Cuenta Pública, al disponer, en el inciso segundo del mismo artículo 143, que ella "será enviada, en todo caso, al Presidente de la República y al Congreso Nacional, a más tardar en el mes de mayo de cada año".
Igual obligación impone el inciso final de la citada disposición legal a cada Contralor Regional, quienes deberán elaborar anualmente una Cuenta Pública de la Gestión de la Contraloría Regional correspondiente al año anterior, la que enviarán al Gobierno Regional.
Según ha señalado el propio Organismo Contralor, esta cuenta pública anual "tiene como propósito dar cabal cumplimiento al principio de publicidad, cuya materialización permite a los integrantes de los Poderes del Estado y de la comunidad, ejercer el derecho a estar informado sobre el funcionamiento de los servicios y, de un modo especial, respecto del control efectuado al patrimonio público" (Cuenta Pública del Contralor General, año 2002-2003, Introducción).
Aunque la breve experiencia de la aplicación de esta norma legal ha significado un avance notable, el procedimiento que se utiliza para rendir la Cuenta Pública del Contralor no ha resultado del todo satisfactorio, toda vez que impide a los parlamentarios; tanto los pertenecientes a la Cámara de Diputados, a la que, en conformidad a la ley, el Contralor debe suministrar numerosas informaciones atendida su naturaleza de organismo fiscalizador, como del Senado, órgano llamado a prestar su acuerdo para el nombramiento del Contralor General de la República, efectuar consultas o formular observaciones al Contralor General sobre el contenido de dicha Cuenta, con lo que se desvirtúa una de sus principales finalidades.
En contraste con la situación descrita, puede mencionarse el procedimiento que ha establecido el legislador en el caso del Banco Central, especialmente en lo tocante a la información de los aspectos más esenciales de las funciones del Instituto Emisor.
En efecto, el artículo 4º de su Ley Orgánica, dispuso que el Banco deberá informar al Presidente de la República y al Senado respecto de las políticas y normas generales que dicte en el ejercicio de sus atribuciones. A la vez, su artículo 22 impuso a su Presidente el deber de dar cumplimiento a esta obligación.
Por otra parte, su artículo 80 establece que el Consejo del Banco Central deberá presentar al Ministro de Hacienda y al Senado, antes del 30 de septiembre de cada año, una evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo, un informe de aquellos propuestos para el año calendario siguiente, en el cual se indicarán las proyecciones económicas generales sobre las que se basan dichos antecedentes y los efectos que se pudieren producir en las principales partidas de los estados financieros del Banco proyectados para ese período.
Esta obligación se cumple mediante una exposición al Senado, concurriendo los consejeros del Instituto Emisor a una sesión especial de esta Corporación, durante la cual se produce un interesante y fructífero intercambio de ideas entre los integrantes de ambos organismos que contribuye a enriquecer la labor de uno y otro. Sin perjuicio de ellos, asisten a sesiones especiales de la Comisión de Hacienda del Senado.
La consagración de este deber informativo jamás ha sido interpretado como un desmedro o limitación del rango constitucional e independencia de la que goza el Órgano Emisor sino, muy por el contrario, como la institucionalización de una modalidad de coordinación, información y transparencia al más alto nivel del Estado, que ha demostrado sus beneficios durante más de una década, como lo demuestra la fluida y relación existente entre el Banco Central y el Senado, especialmente con su Comisión de Hacienda, a la que corresponde informar todos aquellos asuntos o materias de incidencia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos y empresas, debiendo indicar en sus informes, en cada caso, la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto, y la incidencia de sus normas sobre la economía del país. Así lo dispone el artículo 17 de las Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y el artículo 27 del Reglamento del Senado.
Creemos que la consagración de un procedimiento similar en el caso de la Cuenta Pública del Contralor General de la República, contribuirá decisivamente a resaltar el valor y trascendencia de los principios de publicidad, probidad y transparencia, permitiendo a los integrantes de ambas Cámaras tomar conocimiento directamente, y ejercer el derecho y la obligación de estar debidamente informados acerca del control efectuado al patrimonio público.
Las consideraciones expuestas justifican, a nuestro juicio, modificar el actual procedimiento establecido en la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, a fin de establecer que en lugar de enviarse la Cuenta Pública al Presidente de la República y al Congreso Nacional, a más tardar en el mes de mayo de cada año, lo que actualmente se cumple mediante un documento impreso, ésta sea puesta en conocimiento del Jefe de Estado en la forma que este determine, y de la Cámara de Diputados y del Senado, en sesión especialmente convocada al efecto por cada una de las Cámaras.
Por las razones indicadas, tenemos el honor de proponeros el siguiente:
proyecto de ley
Artículo único.- Sustituyese el inciso segundo del artículo 143, de la Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, Nº 10.336, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido fue fijado por el Decreto Nº 2.421, del Ministerio de Hacienda, publicado en el Diario Oficial de 10 de julio de 1964, por el siguiente:
"A más tardar en el mes de mayo de cada año, esta Cuenta Pública será puesta en conocimiento del Presidente de la República y, en sesiones especialmente convocadas al efecto, de la Cámara de Diputados y del Senado.".
(Fdo.):José García Ruminot,

Senador.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL TRABAJO EN RÉGIMEN DE SUCONTRATACIÓN, EL FUNCIONAMIENTO DE EMPRESAS DE SERVICIOS TRANSITORIOS Y EL CONTRATO DE TRABAJO DE SERVICIOS TRANSITORIOS

(2943-13)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que regula el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, boletín N° 2943-13 (S), con las siguientes enmiendas:


Ha consultado el siguiente artículo 2º, nuevo:


“
ARTÍCULO 2°.- Agréganse en el artículo 92 bis del Código del Trabajo, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Las empresas que utilicen servicios de intermediarios agrícolas o de empresas contratistas no inscritas en la forma que señala el inciso precedente, serán sancionados con multa a beneficio fiscal de conformidad a lo dispuesto en el artículo 477.


Cuando los servicios prestados se limiten sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 183-A, debiendo entenderse que dichos trabajadores son dependientes del dueño de la obra, empresa o faena.”.”.

ARTÍCULO 2º


Ha pasado a ser 3º, con las siguientes enmiendas:


Ha sustituido el encabezamiento, el epígrafe y el Título, por los siguientes:


“ARTÍCULO 3º.- Agrégase al LIBRO I del Código del Trabajo, el siguiente Título VII, nuevo:

“Título VII

DEL TRABAJO EN RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN Y DEL TRABAJO EN EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORARIOS”.


A continuación ha intercalado antes del Párrafo 1º, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 183 ter.- Para los efectos del presente título, se entiende por empresa toda organización de medios personales, materiales, e inmateriales, ordenados bajo la dirección de un empleador, para el logro de fines económicos, sociales, culturales o benéficos.”.

******

Artículo 152-A


Ha pasado a ser 183-A, sustituido por el siguiente:


“Artículo 183-A.- Es trabajo en régimen de subcontratación, aquél realizado en virtud de un contrato de trabajo por un trabajador para un empleador, denominado contratista o subcontratista, cuando éste, en razón de un acuerdo contractual, se encarga de ejecutar obras o servicios, por su cuenta y riesgo y con trabajadores bajo su dependencia, para una tercera persona natural o jurídica dueña de la obra, empresa o faena, denominada mandante, en la que se desarrollan los servicios o ejecutan las obras contratadas.


Si los servicios prestados se realizan sin sujeción a los requisitos señalados en el inciso anterior o se limitan sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, se entenderá que el empleador es el dueño de la obra, empresa o faena, sin perjuicio de las sanciones que correspondan por aplicación del artículo 478.”.

Artículo 152-B


Ha pasado a ser 183-B, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 183-B.- El mandante será solidariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación laboral. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores prestaron servicios en régimen de subcontratación para el mandante.


En los mismos términos, el contratista será solidariamente responsable de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.


El mandante responderá de iguales obligaciones que afecten a los subcontratistas, cuando no pudiere hacerse efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.




El trabajador, al entablar la demanda en contra de su empleador directo, podrá hacerlo en contra de todos aquellos que puedan responder de sus derechos, en conformidad a las normas de este párrafo.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán estas responsabilidades cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.

Artículo 152-C


Ha pasado a ser 183-C, sustituido por el siguiente:


“Artículo 183-C.- El mandante, cuando así lo solicite, tendrá derecho a ser informado por los contratistas sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. El mismo derecho tendrán los contratistas respecto de sus subcontratistas.


El monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales a que se refiere el inciso anterior, deberá ser acreditado mediante certificados emitidos por la respectiva Inspección del Trabajo, o bien por medios idóneos que garanticen la veracidad de dicho monto y estado de cumplimiento.


En el caso que el contratista o subcontratista no acredite oportunamente el cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales y previsionales en la forma señalada, el mandante podrá retener de las obligaciones que tenga a favor de aquél o aquellos, el monto de que es responsable en conformidad a este párrafo. El mismo derecho tendrá el contratista respecto de sus subcontratistas. Si se efectuara dicha retención, quien la haga estará obligado a pagar con ella al trabajador o institución previsional acreedora.


En todo caso, el mandante o el contratista, en su caso, podrá pagar por subrogación al trabajador o institución previsional acreedora.


La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del mandante, las infracciones a la legislación laboral y previsional que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a sus contratistas o subcontratistas. Igual obligación tendrá para con los contratistas, respecto de sus subcontratistas.”.

Artículo 152-D


Lo ha suprimido.

*****



Ha considerado el siguiente artículo 183-D, nuevo:


“Artículo 183-D.- Si el mandante hiciere efectivo el derecho a ser informado y el derecho de retención a que se refieren los incisos primero y tercero del artículo anterior, responderá subsidiariamente de aquellas obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas y subcontratistas en favor de los trabajadores de éstos. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores del contratista o subcontratista prestaron servicios en régimen de subcontratación para el dueño de la obra, empresa o faena. Igual responsabilidad asumirá el contratista respecto de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.


Se aplicará también, lo dispuesto en el inciso precedente, en el caso que habiendo sido notificado por la Dirección del Trabajo de las infracciones a la legislación laboral y previsional que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a sus contratistas o subcontratistas, el mandante o contratista, según corresponda, hiciere efectivo el derecho de retención a que se refiere el inciso tercero del artículo precedente.”.

Artículo 152-E


Ha pasado a ser 183-E, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 183-E.- Sin perjuicio de las obligaciones del mandante, contratista y subcontratista respecto de sus propios trabajadores en virtud de lo dispuesto en el artículo 184, el mandante deberá adoptar las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de todos los trabajadores que laboran en su obra, empresa o faena, cualquiera sea su dependencia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 bis, de la ley N° 16.744 y el artículo tercero del decreto supremo Nº 594, de 1999, del Ministerio de Salud.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán las obligaciones y responsabilidades señaladas en el inciso precedente, cuando quien encargue la obra sea una persona natural.


Sin perjuicio de los derechos que se reconocen en este Párrafo 1º al trabajador en régimen de subcontratación, respecto del dueño de la obra, empresa o faena, el trabajador gozará de todos los derechos que las leyes del trabajo le reconocen en relación con su empleador.”.
Artículo 152-F


Ha pasado a ser 183-F, con las siguientes modificaciones:


Ha reemplazado su letra a), por la siguiente:


“a) Empresa de Servicios Transitorios: Toda persona jurídica, inscrita en el registro respectivo, que tenga por objeto social exclusivo poner a disposición de terceros denominados para estos efectos empresas usuarias, trabajadores para cumplir en éstas últimas, tareas de carácter transitorio u ocasional, como asimismo su selección y capacitación.”.


En su letra b), ha sustituido el numeral “152-M” por “183-Ñ”

Artículo 152-G


Ha pasado a ser artículo 183-G, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 183-G.- La Dirección del Trabajo fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Párrafo 2º en el o los lugares de la prestación de los servicios, como en la empresa de servicios temporarios. Asimismo, podrá revisar los contenidos del Contrato de Servicios Temporarios, o puesta a disposición, entre ambas empresas, a fin de fiscalizar los supuestos que habilitan la celebración de un contrato de trabajo de servicios temporarios.”.

Artículo 152-H


Ha pasado a ser artículo 183-H, sin otra modificación.

**********


Ha agregado a continuación del epígrafe que antecede al artículo 152-I los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 183-I.- Las Empresas de Servicios Transitorios no podrán ser matrices, filiales, coligadas, relacionadas ni tener interés directo o indirecto, participación o relación societaria de ningún tipo, con empre​sas usuarias que contraten sus servicios.


La infracción a la presente norma se sancionará con su cancelación en el Registro de Empresas de Servicios Transitorios y con una multa a la usuaria de 20 unidades tributarias mensuales por cada trabajador contratado, mediante resolución fundada del Director del Trabajo.


La empresa afectada por dicha resolución, podrá pedir su reposición al Director del Trabajo, dentro del plazo de cinco días. La resolución que niegue lugar a ésta solicitud será reclamable, dentro del plazo de cinco días, ante la Corte de Apelaciones respectiva, previa consignación de la mitad de la multa aplicada, en caso que correspondiere.


Artículo 183-J.- Toda Empresa de Servicios Transitorios deberá constituir una garantía permanente a nombre de la Dirección del Trabajo, cuyo monto será de 500 unidades de fomento, aumentada en 1 unidad de fomento por cada trabajador transitorio adicional contratado por sobre 100 trabajadores, 0,7 unidad de fomento por cada trabajador transitorio contratado por sobre 150 trabajadores y 0,3 unidad de fomento por cada trabajador transitorio contratado por sobre 200.


El monto de la garantía se ajustará cada tres meses, considerado el numero de trabajadores transitorios que se encuentren contratados en dicho momento.


La garantía estará destinada preferentemente a responder, en lo sucesivo, por las obligaciones legales y contractuales de la empresa con sus trabajadores transitorios, devengadas con motivo de los servicios prestados por estos en las empresas usuarias, y luego las multas que se le apliquen por infracción a las normas de este Código.


La garantía deberá constituirse a través de una boleta de garantía, u otro instrumento de similar liquidez, a nombre de la Dirección del Trabajo y tener un plazo de vencimiento no inferior a 120 días, y será devuelta dentro de los 10 días siguientes a la presentación de la nueva boleta.


La garantía constituye un patri​monio de afectación a los fines establecidos en este artículo y estará excluida del derecho de prenda general de los acreedores.


La sentencia ejecutoriada que ordene el pago de remuneraciones y/o cotizaciones previsionales adeudadas, el acta suscrita ante el Inspector del Trabajo en que se reconozca la deuda de dichas remuneraciones, así como la resolución administrativa ejecutoriada que ordene el pago de una multa, se podrá hacer efectiva sobre la garantía, previa resolución del Director del Trabajo, que ordene los pagos a quien corresponda. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.


En caso de término de la empresa de servicios transitorios el Director del Trabajo, una vez que se le acredite el cumplimiento de las obligaciones laborales de origen legal o contractual y de seguridad social pertinentes, deberá proceder a la devolución de la garantía dentro del plazo de seis meses, contados desde el término de la Empresa.


La resolución que ordene la constitución de dicha garantía, no será susceptible de ser impugnada por recurso alguno.”.

Artículo 152-I


Ha pasado a ser 183-K, sustituyendo en su inciso segundo el numeral “152-F” por “183-F”.

******


Los artículos 152-J, 152-K y 152-L han pasado a ser 183-L, 183-M y 183-N, respectivamente.

Artículo 152-M


Ha pasado a ser 183-Ñ, con las siguientes modificaciones:

Letra e)


Ha sustituido el punto y coma final (;) por la expresión “; o”.

Letra f)


La ha suprimido.

Letra g)


Ha pasado a ser f), sin modificaciones.

Artículo 152-N


Ha pasado a ser 183-O, con las siguientes enmiendas:


En el inciso final ha reemplazado los números “180” y “360” por “90” y “180”, respectivamente, las dos veces que aparecen.

Artículo 152-Ñ


Ha pasado a ser 183-P, con las siguientes modificaciones:


En el inciso primero, ha sustituido el numeral “152-M” por “183-Ñ”.


Ha reemplazado su letra b), por la siguiente:


“b) para reemplazar a trabajadores que han declarado la huelga legal en el respectivo proceso de negociación colectiva; o”.

******


Los artículos 152-O, 152-P, 152-Q y 152-R, han pasado a ser 183-Q, 183-R, 183-S y 183-T, respectivamente. 

Artículo 152-S


Ha pasado a ser 183-U, sustituyendo el numeral “152-M” por “183-Ñ”

******


Los artículo 152-T, 152-U, 152-V y 152-W, han pasado a ser 183-V, 183-W, 183-X y 183-Y, respectivamente.

Artículo 152-X


Ha pasado a ser 183-Z reemplazando el numeral “152-T” por “183-V”.

Artículo 152-Y


Ha pasado a ser 183-AA, sin otra modificación.

Artículo 152-Z


Ha pasado a ser 183-AB, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 183-AB.- La usuaria será subsidiariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a las empresas de servicios transitorios a favor de los trabajadores de éstas, en los términos previstos en este Párrafo.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, será de responsabilidad directa de la usuaria el cumplimiento de las normas referidas a la higiene y seguridad en el trabajo, incluidas las disposiciones legales y reglamentarias relativas al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley Nº 16.744, especialmente las medidas de prevención de riesgos que deba adoptar respecto de sus trabajadores permanentes. Asimismo, deberá observar lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 bis de la ley Nº 16.744.


Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 16.744, la usuaria denunciará inmediatamente al organismo administrador al que se encuentra afiliada o adherida la respectiva empresa de servicios transitorios, la ocurrencia de cualquiera de los hechos indicados en la norma legal antes citada. Al mismo tiempo, deberá notificar el siniestro a la empresa de servicios transitorios.


Serán también de responsabilidad de la usuaria, las indemnizaciones a que se refiere el artículo 69 de la ley Nº 16.744. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa de servicios transitorios deberá constatar que el  estado de salud del trabajador sea compatible con la actividad específica que desempeñará.”.

*******


Ha reemplazado el título “De los servicios temporarios de trabajadores agrícolas de temporada y otros con especial necesidad de fomento de su empleo”, por el siguiente “Normas generales”.

Artículo 152-AA


Ha pasado a ser 183-AC, sustituyendo el numeral “152-N” por “183-O”.

*****


Ha suprimido el epígrafe “De la capacitación de los trabajadores puestos a disposición”.

Artículo 152-AB


Ha pasado a ser 183-AD, sin otra modificación.

******


Ha consultado el siguiente artículo 183-AE, nuevo:


“Artículo 183 AE.- Las trabajadoras contratadas bajo el régimen contemplado en este párrafo, gozarán del fuero maternal señalado en el inciso primero del artículo 201, cesando éste de pleno derecho al término de los servicios en la usuaria.


Si por alguna de las causales que establece el presente párrafo se determinare que la trabajadora es dependiente de la usuaria, el fuero maternal se extenderá por todo el período que corresponda conforme a las reglas generales del presente Código.”.

*****


Ha consultado los siguientes artículos nuevos:




“ARTÍCULO 4°.- Agréganse los siguientes incisos cuarto y final al artículo 184 del Código del Trabajo:


“

La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del respectivo Organismo Administrador de la ley Nº 16.744, todas aquellas infracciones o deficiencias en materia de higiene y seguridad, que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a las empresas. Copia de esta comunicación deberá remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social.




El referido Organismo Administrador deberá, en el plazo de 30 días contado desde la notificación, informar a la Dirección del Trabajo y a la Superintendencia de Seguridad Social acerca de las medidas de seguridad específicas que hubiere prescrito a la empresa infractora para corregir tales infracciones o deficiencias. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social velar por el cumplimiento de esta obligación por parte de los Organismos Administradores.




ARTÍCULO 5°.- Intercálase en el artículo 477 del Código del Trabajo, un inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser final:




“Tratándose de empresas de veinticinco trabajadores o menos, la Dirección del Trabajo podrá autorizar, a solicitud del afectado, y sólo por una vez en el año, la sustitución de la multa impuesta por infracción a normas de higiene y seguridad, por la incorporación en un programa de asistencia al cumplimiento, en el que se acredite la corrección de la o las infracciones que dieron origen a la sanción y la puesta en marcha de un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Dicho programa deberá implementarse con la asistencia técnica del Organismo Administrador de la ley Nº 16.744, al que se encuentre afiliada o adherida la empresa infractora y deberá ser presentado para su aprobación por la Dirección del Trabajo, debiendo mantenerse permanentemente a su disposición en los lugares de trabajo.”.




ARTÍCULO 6°.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 478 del Código del Trabajo, por el siguiente:




“Artículo 478.- Se sancionará con una multa a beneficio fiscal de 5 a 100 unidades tributarias mensuales al empleador que simule la contratación de trabajadores a través de terceros, cuyo reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474. En este caso, el empleador quedará sujeto al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren respecto de los trabajadores objetos de la simulación.”.




ARTÍCULO 7°.- Modifícase la ley Nº 16.744, de la siguiente forma:




a) Incorpórase a continuación del artículo 66, el siguiente artículo 66 bis:




“Artículo 66 bis.- Los empleadores que contraten o subcontraten con otros la realización de una obra, faena o servicios propias de su giro, deberán vigilar el cumplimiento por parte de dichos contratistas o subcontratistas de la normativa relativa a higiene y seguridad, debiendo para ello implementar un sistema de gestión de la seguridad y salud en el trabajo para todos los trabajadores involucrados, cualquiera que sea su dependencia, cuando en su conjunto agrupen a más de 50 trabajadores.





Para la implementación de este sistema de gestión, el mandante deberá confeccionar un reglamento especial para empresas contratistas y subcontratistas, en el que se establezca como mínimo las acciones de coordinación entre los distintos empleadores de las actividades preventivas, a fin de garantizar a todos los trabajadores condiciones de higiene y seguridad adecuadas. Asimismo, se contemplarán en dicho reglamento los mecanismos para verificar su cumplimiento por parte de la empresa mandante y las sanciones aplicables.





Asimismo, corresponderá al mandante, velar por la constitución y funcionamiento de un Comité Paritario de Higiene y Seguridad y un Departamento de Prevención de Riesgos para tales faenas, aplicándose a su respecto para calcular el número de trabajadores exigidos por los incisos primero y cuarto, del artículo 66, respectivamente, la totalidad de los trabajadores que prestan servicios en un mismo lugar de trabajo, cualquiera sea su dependencia. Los requisitos para la constitución y funcionamiento de los mismos serán determinadas por el reglamento que dictará el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.




b) Agréganse en el artículo 76 los siguientes incisos cuarto, quinto y final:




“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, en caso de accidentes del trabajo fatales y graves, el empleador deberá informar inmediatamente a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud que corresponda, acerca de la ocurrencia de cualquiera de estos hechos. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social impartir las instrucciones sobre la forma en que deberá cumplirse esta obligación.




En estos mismos casos el empleador deberá suspender de forma inmediata las faenas afectadas y, de ser necesario, permitir a los trabajadores la evacuación del lugar de trabajo. La reanudación de faenas sólo podrá efectuarse cuando, previa fiscalización del organismo fiscalizador, se verifique que se han subsanado las deficiencias constatadas.




Las infracciones a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto, serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, las que serán aplicadas por los servicios fiscalizadores a que se refiere el inciso cuarto.”.
******

Artículo transitorio


Ha pasado a ser artículo primero transitorio, sustituyendo la frase “de dicha publicación” por “de su vigencia”.


Ha agregado el siguiente artículo segundo transitorio:


“Artículo segundo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia 90 días después de la fecha de su publicación.”.

******


Hago presente a V.E. que los artículos 183 H; inciso tercero del artículo 183-I; incisos tercero y cuarto del artículo 183-K; artículo 183-L, y el inciso tercero del artículo 183-M, todos del ARTÍCULO 3º permanente, fueron aprobados en general y en particular, con el voto conforme de 96 Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Asimismo, el inciso primero del artículo 183-E y artículo 183-AB, ambos del ARTÍCULO 3º permanente y el ARTÍCULO 7º permanente, fueron aprobados tanto en general como en particular con el voto conforme de 94 Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 23.546, de  6 de abril de 2004.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

13

PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA INSTRUIR AL MINISTERIO DE TRANSPORTES PARA QUE ADOPTE LAS MEDIDAS CONDUCENTES A RESTABLECER LAS CONDICIONES NECESARIAS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE POR EMPRESAS NACIONALES, PROMOVER BASES DE INTEGRACIÓN DE MERCADO Y LIBERTAD DE TRANSPORTE EN EL CONO SUR

(S 840-12)

Honorable Senado:

Considerando:

Que, la asociación entre Chile y el MERCOSUR tiene como punto de partida el Acuerdo de 1996 y su Protocolo sobre integración física, los que junto con el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre, ATIT, constituyen los instrumentos fundamentales en las relaciones comerciales entre los países del Conosur.

Que, la participación de nuestro país, en el MERCOSUR y en instancias como la Iniciativa de Integración Regional Sudamericana (IIRSA), ofrecen una oportunidad de hacer efectiva la oferta del Estado de Chile a los demás países del Cono Sur, en orden a transformarse en plataforma logística para la salida de sus productos a través de los puertos chilenos.

Que, en este contexto resulta relevante la actividad desarrollada por el transporte internacional terrestre.

Que, no obstante lo anterior y pese a que históricamente la participación de los transportistas chilenos en el mercado del transporte internacional siempre fue relevante, durante los últimos años, se puede observar un progresivo deterioro de su participación en dicho mercado, en beneficio de transportistas extranjeros, principalmente argentinos y brasileros. Producto de las asimetrías introducidas por Argentina, hoy los transportistas chilenos sólo realizan un 2,5% del intercambio global de mercaderías dentro del MERCOSUR, lo que los sitúa en una posición desmejorada

Que, en el último tiempo los transportistas chilenos han enfrentado diversas dificultades para llevar carga a través de Argentina, dificultades motivadas principalmente por la no renovación u otorgamiento de los permisos complementarios de tránsito hacia terceros países a empresas chilenas, que se traduce en que 600 equipos se encuentran detenidos sin poder trabajar.

Que, la situación descrita se agrava si consideramos diversos hechos que afectan la competitividad de nuestros transportistas, tales como las prácticas logísticas no autorizadas, principalmente el intercambio de tracción, que permite que los tractos permisionados, intercambien semiremolque con un tracto no incluido en los permisos, con lo que se aumenta la capacidad de movilización de carga (número de viajes) y de esa manera disminuye la participación chilena en el tráfico; la aplicación de subsidios a los combustibles y a los peajes que precisamente durante los últimos años les ha permitido ofrecer fletes más baratos y en consecuencia, absorber una mayor participación en el mercado, pero de una manera artificial, en la medida que este menor valor no está asociado a una mayor eficiencia; la inseguridad de las rutas argentinas, que en términos concretos ha significado que un número importante de transportistas han sido asaltados por bandas organizadas, quedando expuestos a la pérdida no sólo de la carga sino también de sus camiones, sin dejar de mencionar que pese a ser las víctimas de estos hechos están obligados a pagar los aranceles aduaneros y multas, además de decretarse el secuestro (retención) de los mismos camiones una vez que son encontrados.

Que conforme a lo anterior, se hace necesario abordar los siguientes puntos:

—Reanudación en el otorgamiento de los permisos complementarios de tránsito por parte de las autoridades de transporte de Argentina.

—Resolver las asimetrías que distorsionan el mercado en favor de las empresas argentinas, con la devolución del 21% de IVA por los gastos efectuados por los transportistas chilenos en Argentina;

—Terminar con la política de la aduana argentina con relación a los casos de robos y asaltos, de cobrar los derechos de aduana y los impuestos a los transportistas afectados;

—Terminar con el cobro arbitrario de las multas contempladas en el Protocolo Adicional del Convenio A.T.I.T., por parte de la Gendarmería Argentina.

—Terminar con el hostigamiento y amenazas a los transportistas chilenos que realizan el tráfico Chile/Chile en la XI y XII Regiones de nuestro país;

—Aplicar correctamente el principio de reciprocidad, en lo que dice relación con la fiscalización en fronteras y en las rutas. Por ejemplo: En Argentina, Gendarmería por fiscalizar en ruta a un camión chileno, cobra un cargo por depósito y custodia, mientras realiza la fiscalización, además de la eventual infracción. En Chile Carabineros nunca ha cobrado.

—Establecer las bases para ir hacia una integración y libertad de transporte en el MERCOSUR, que permita mejores condiciones de competencia para las empresas chilenas;

—Modificar el Convenio ATIT, para establecer un mecanismo de solución de controversias del cual carece.

En virtud de lo anteriormente expuesto el Senado acuerda:

“Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República de Chile se instruya al Ministerio de Transportes en su calidad de organismo de aplicación del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre (A.T.I.T.) a fin de que adopte todas las medidas necesarias y conducentes a restablecer las condiciones necesarias para la prestación del servicio de transporte por parte de las empresas nacionales, promoviendo las bases de una integración de mercado y libertad de transporte en el Conosur”.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.— Jorge Pizarro Soto, Senador.— Jovino Novoa Vásquez, Senador.— Roberto Muñoz Barra, Senador.— Hosaín Sabag Castillo, Senador.— Ramón Vega Hidalgo, Senador.— Fernando Cordero Rusque, Senador.— Sergio Romero Pizarro, Senador.— José García Ruminot, Senador.— Sergio Páez Verdugo, Senador.— Sergio Fernández Fernández, Senador.— Antonio Horvath Kiss, Senador.— José Ruiz De Giorgio, Senador.— Jaime Gazmuri Mujica, senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR DIVERSOS SEÑORES SENADORES MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DISPONER UN ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL Y DE LOS EFECTOS EN LOS SERVICIOS DE AVIACIÓN COMERCIAL POR CAMBIO DE USO DE SUELO DEL AEROPUERTO DE CERRILLOS

(S 839-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.— Que la Ley 19.300, de Bases del Medio Ambiente establece en su artículos 9, 10 y 11 lo siguiente:

“Artículo 9º.— El titular de todo proyecto o actividad comprendido en el artículo 10 deberá presentar una Declaración de Impacto Ambiental o elaborar un estudio de Impacto Ambiental, según corresponda. Aquéllos no comprendidas en dicho artículo podrán acogerse voluntariamente al sistema previsto en este párrafo.

Las Declaraciones de Impacto ambiental o los Estudios de Impacto Ambiental se presentarán, para obtener las autorizaciones correspondientes, ante la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región en que se realizarán las obras materiales que contemple el proyecto o actividad, con anterioridad a su ejecución.

En los casos en que la actividad o proyecto pueda causar impactos ambientales en zonas situadas en distintas regiones, las Declaraciones o los Estudios de Impacto Ambiental deberán presentarse ante la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

En caso de dudas corresponderá a esta Dirección determinar si el proyecto o actividad afecta zonas situadas en distintas regiones, de oficio o a petición de una o más Comisiones Regionales del Medio Ambiente o del titular del proyecto o actividad.

El proceso de revisión de las Declaraciones de Impacto Ambiental y de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental considerará la opinión fundada de los organismos con competencia ambiental, en las materias relativas al respectivo proyecto o actividad, para lo cual la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, requerirá los informes correspondientes.

Artículo 10.— Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental en cualesquiera de sus fases, que deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental son los siguientes:

a) Acueductos, embalses o tranques y sifones que deban someterse a la autorización establecida en el artículo 294 del Código de Aguas, presas, drenaje, desecación, dragado, defensa o alteración, significativos, de cuerpos o cursos naturales de aguas;

b) Líneas de transmisión eléctrica de alto voltaje y sus subestaciones;

c) Centrales generadoras de energía mayores a 3 MW;

d) Reactores y establecimientos nucleares e instalaciones relacionadas;

e) Aeropuertos, terminales de buses, camiones y ferrocarriles, vías férreas, estaciones de servicio, autopistas y los caminos públicos que puedan afectar áreas protegidas;

f) Puertos, vías de navegación, astilleros y terminales marítimos;

g) Proyectos de desarrollo urbano o turístico, en zonas no comprendidas en uno de los planes a que alude la letra siguiente;

h) Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales, proyectos industriales o inmobiliarios que los modifiquen o que se ejecuten en zonas declaradas latentes o saturadas;

i) Proyectos de desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles, así como la extracción industrial de áridos, turba o greda;

j) Oleoductos, gasoductos, ductos mineros u otros análogos;

k) Instalaciones fabriles, tales como metalúrgicas, químicas, textiles, productoras de materiales para la construcción, de equipos y productos metálicos y curtiembres, de dimensiones industriales;

1) Agroindustrias, mataderos, planteles y establos de crianza, lechería y en gorda de animales, de dimensiones industriales;

m) Proyectos de desarrollo o explotación forestal en suelos frágiles, en terrenos cubiertos de bosque nativo, industrias de celulosa, pasta de papel y papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos de dimensiones industriales;

n) Proyectos de explotación intensiva, cultivo, y plantas procesadoras de recursos hidrobiológicos;

ñ) Producción, almacenamiento, transporte, disposición o reutilización habituales de sustancias tóxicas, explosivas, radioactivas, inflamables, corrosivas o reactivas;

o) Proyectos de saneamiento ambiental, tales como sistemas de alcantarillado y agua potable, plantas de tratamiento de aguas o de residuos sólidos de origen domiciliario, rellenos sanitarios, emisarios submarinos, sistemas de tratamiento y disposición de residuos industriales líquidos o sólidos;

p) Ejecución de obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial en los casos en que la legislación respectiva lo permita, y

q) Aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de agua que puedan ser afectadas.

Artículo 11.— Los proyectos o actividades enumerados en el artículo precedente requerirán la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental si generan o presentan a lo menos uno de los siguientes efectos, características o circunstancias:

a) Riesgo para la salud de la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos;

b) Efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo, agua y aire;

c) Reasentamiento de comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos;

d) Localización próxima a población, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar;

e) Alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona, y

f) Alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general los pertenecientes al patrimonio cultural.

Para los efectos de evaluar el riesgo indicado en la letra a) y los efectos adversos señalados en la letra b), se considerará lo establecido en las normas de calidad ambiental y de emisión vigentes. A falta de tales normas, se utilizarán como referencia las vigentes en los Estados que señale el reglamento.”

2.— Los terrenos correspondientes al Aeropuerto de Cerrillos han sido utilizados desde el año 1929, para fines civiles, comerciales, deportivos y militares. Por lo anterior en el área hay residuos de combustibles y elementos bélicos que revisten riesgos para la salud de las personas y para la calidad del medio ambiente.

3.— En sectores similares en que se han almacenado combustibles, como es el caso de Las Salinas, en Viña del Mar, se han debido desarrollar acuciosos estudios para proyectos que aseguren la prevención de riesgos de posterior uso habitacional o comercial.

4.— El que una Declaración de Impacto Ambiental no resulta suficiente, no da garantías ni cumple con los requisitos que exige la ley.

5.— El que hay numerosos otros impactos si se cerrara el aeropuerto y se destinaran sus terrenos para usos habitacionales, como:

5.1.— Necesidad de contar con aeropuerto alternativo al de Pudahuel y para otros servicios civiles, deportivos, de capacitación, emergencias y para atender a las regiones del país.

5.2.— El que hay otras áreas que revitalizadas se prestan para fines habitacionales.

5.3.— El que la transformación y cambio de uso de suelo aceleraría el proceso de expansión urbana, provocaría la pérdida de áreas verdes que mejoran las condiciones atmosféricas de la ciudad de Santiago.

Es que se acuerda enviar a S.E. el Presidente de la República la presente solicitud para:

Que se realice un Estudio de Impacto Ambiental previo al cierre y cambio de uso de suelo del Aeropuerto de Cerrillos que incluya todos los efectos al medio ambiente, para la salud de las personas y su calidad de vida, así como los efectos que produciría en los servicio que presta a la aviación y que no pueden ser resueltos la segunda pista de Pudahuel, además del aceleramiento de la expansión urbana.

(Fdo.): Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.— Antonio Horvath Kiss, Senador.— Ramón Vega Hidalgo, Senador.— Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.— Carlos Cantero Ojeda, Senador.— Baldo Prokurica Prokurica, Senador.— Fernando Cordero Rusque, Senador.— Jaime Orpis Bouchón, Senador.

� $ 31.508 a $ 126.032.


� $ 15.754.
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